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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 16 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 16ª, ordinaria, en 13 de mayo; 17ª, especial, y 18ª, ordinaria, ambas en 14 de mayo, y 19ª, ordinaria, en 20 de mayo, todas del presente año, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficio



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, mediante el cual contesta solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor De Urresti, respecto de los servicios de transporte que presta la empresa Somarco en la Región de Los Ríos.


--Queda a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el “Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América”, suscrito en Washington el 5 de junio de 2013 (boletín Nº 9.332-10) (Véase en los Anexos, documento 1).



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece el Día Nacional del Suplementero (boletín N° 8.668-04) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Lagos, con la que inicia un proyecto de ley que establece normas sobre control y manejo del árbol eucaliptus en la comuna de Valparaíso (boletín N° 9.375-01) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Agricultura.



De los Senadores señores García, Allamand, Espina, Ossandón y Prokurica, con la que se da inicio a un proyecto que modifica el artículo 13 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, con el fin de que los proyectos queden a disposición de los parlamentarios de la Cámara correspondiente desde el momento de su ingreso (boletín N° 9.374-07) (Véase en los Anexos, documento 4). 


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señor Tuma, señoras Goic y Von Baer y señores De Urresti, García, García Huidobro, Harboe, Larraín, Letelier, Moreira, Pizarro, Quinteros y Zaldívar, que propone constituir una comisión especial para el estudio de la contaminación ambiental en las zonas centro y sur del país, que sugiera  medidas para recuperar los niveles de calidad ambiental en las zonas saturadas, mitigar los efectos de la contaminación en la población y promover la aplicación de planes de largo plazo que garanticen el derecho a vivir en un medio ambiente sano y saludable (boletín Nº S 1.670-12) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe. 

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señora Presidenta, quiero solicitar que se oficie al Ejecutivo pidiéndole el patrocinio de una moción, de la cual soy autora junto con otros colegas, que ayer fue declarada inadmisible, referida a la posibilidad de que las alcaldesas sean reemplazadas por el administrador municipal, ya que la licencia por maternidad es irrenunciable y la ley no cubre los espacios del nuevo posnatal.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se pedirá entonces el patrocinio del Ejecutivo. Además, creo que se representa al conjunto del Senado, así que no hay ningún problema.



--Así se acuerda. 
La señora ALLENDE (Presidenta).- Recuerdo a las señoras y señores Senadores que por acuerdo de Comités la Comisión de Hacienda se halla autorizada para sesionar en paralelo con la Sala.

HOMENAJE A ORGANIZACIÓN LATINOAMERICANA DE GOBIERNOS INTERMEDIOS EN SU DÉCIMO ANIVERSARIO
La señora ALLENDE (Presidenta).- También por acuerdo de Comités, corresponde rendir homenaje a la Organización Latinoamericana de Gobiernos Intermedios (OLAGI) con motivo de cumplirse diez años de su creación.



Se encuentra en las tribunas el señor Luis Guastavino, ex intendente y uno de los fundadores de esta institución. 



Le doy la bienvenida, así como a todos aquellos que lo acompañan.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Queridos amigos que nos acompañan en las tribunas, en especial don Luis Guastavino y su delegación; señoras Senadoras y señores Senadores:



Como Presidenta del Senado, quiero felicitar a la Organización Latinoamericana de Gobiernos Intermedios, conocida como OLAGI, al conmemorar sus diez años de creación. Esta iniciativa fue fundada entre los días 22 y 23 de abril de 2004 en esta misma ciudad de Valparaíso.


Es importante destacar que el impulso fundamental fue de nuestro querido amigo y ex intendente de la Quinta Región don Luis Guastavino, quien se encuentra hoy con nosotros.


Hace una década, el Gobierno regional de ese entonces convocó en este puerto a autoridades regionales, departamentales y provinciales de los diferentes países de América Latina y el Caribe, ocasión en la cual participaron más de 65 representantes de 11 naciones y se generaron las bases para implementar una red de intercambio, colaboración y desarrollo entre los territorios subnacionales.


Inspirándose en el Comité de Regiones con que cuenta la Unión Europea, se conformó la OLAGI, y en este período de diez años se han celebrado siete cumbres, con amplia participación de autoridades e instituciones vinculadas a las tareas de integración, descentralización y regionalización.



En este contexto, sus integrantes han definido la realización del Foro de las Regiones de América Latina y el Caribe para celebrar esta década de existencia. Además, este Foro será un aporte preparatorio para la Octava Cumbre de la OLAGI, que se llevará a cabo en Cartagena de Indias, Colombia, los días 3, 4 y 5 de septiembre de este año.



La Organización Latinoamericana de Gobiernos Intermedios ha sido una iniciativa visionaria y pionera, respondiendo a la necesidad de una gestión evidente y planteándose el enorme desafío de iniciar procesos crecientes de integración, desde diversas perspectivas y con diferentes metodologías, de nuestros territorios nacionales y de la región latinoamericana.



OLAGI nació teniendo como objetivo fundamental impulsar procesos políticos, productivos y administrativos en favor de la regionalización, la integración y la descentralización. Se creó para vigorizar y proyectar el desarrollo y progreso de los territorios subnacionales y apoyar con ello los desarrollos nacionales.



Todos sabemos que las dificultades y los desafíos de nuestras regiones, de nuestros países y de nuestra gente son bastante similares. De ahí entonces la necesidad de compartir experiencias y de explorar en la búsqueda de niveles de cooperación crecientes que faciliten y aseguren su adecuada resolución, con políticas públicas de calidad que perduren en el tiempo y que respondan, efectivamente, a los requerimientos de las ciudadanas y los ciudadanos en sus respectivos territorios.



Por ello, es importante el intercambio entre países y regiones, para que nos conozcamos más y mejor y construyamos más lazos de amistad y de unidad que nos permitan avanzar en la conformación de una suerte de nacionalidad y ciudadanía latinoamericana común.



Valoro que hayan escogido el Congreso Nacional y la hermosa ciudad de Valparaíso para realizar este gran encuentro, que se llevará a cabo los días jueves 5, viernes 6 y sábado 7 del presente mes.


El evento será inaugurado por el Presidente de OLAGI, don Juan Carlos Ossandón, Gobernador del Departamento Bolívar de Colombia; el Presidente de la Organización Mundial de las Regiones ORU-FOGAR y Gobernador de la provincia de Azuay, de Ecuador, Paul Carrasco; el Intendente de la Región de Valparaíso, Ricardo Bravo, y, en representación de nuestra institución, su Vicepresidente, Senador Eugenio Tuma. Debí haber asistido yo, como Presidenta de la Corporación, pero he dado las excusas correspondientes a la organización, ya que entiendo que el jueves viaja la Presidenta de la República a mi región y, por tanto, me será imposible concurrir a la inauguración.



Valparaíso ha sido fuente y motor inagotable de numerosas iniciativas de innovación, desarrollo y progreso, para Chile y para muchas naciones hermanas de la región americana. Esperamos que la elección de este lugar permita reforzar nuevas acciones que favorezcan el conocimiento y la hermandad entre nuestros países.



Sinceramente espero que la celebración del décimo aniversario de OLAGI sea un paso más hacia la consolidación definitiva de la organización; asimismo, que se promuevan la integración y la descentralización de los gobiernos subnacionales, para hacerlos una realidad en América Latina, el Caribe y, por cierto, Chile.



Las cumbres realizadas en Guayaquil, Ecuador (2004); en Florianópolis, Brasil (2005); en Santo Domingo, República Dominicana (2006); en Punta del Este, Uruguay (2007); en Cuenca, Ecuador (2008); en Medellín, Colombia (2011); en Sao Paulo, Brasil (2013), dan cuenta de la importancia que ha venido adquiriendo esta organización.



Cada vez escuchamos con más fuerza y vigor que los ciudadanos, las sociedades y los países -en especial los que se encuentran en vías de desarrollo- reclaman de sus autoridades más democracia y más políticas públicas con sentido común y de calidad.



Hay que poner más fuerza, entonces, en la descentralización.



No es casual que las posibilidades de alcanzar niveles significativos de desarrollo y progreso para nuestros países y nuestros ciudadanos se encuentren en las capacidades y competencias que despliegan nuestros gobiernos, encaminadas a establecer e implementar una gestión descentralizada e integral, tema cada día más estratégico para todos los países de la región.



Las personas realizamos nuestras vidas y biografías en territorios, zonas y localidades con características y rasgos identitarios específicos, que necesariamente deben ser considerados -así queremos que sea- al momento de diseñar e implementar las políticas públicas.



La adecuada integración y armonización de sujetos y territorios en las políticas públicas no solo perfeccionan y fortalecen nuestros sistemas democráticos, sino que también aseguran la cohesión social, la estabilidad política y la gobernabilidad en nuestras sociedades, aspectos fundamentales para alcanzar el pleno desarrollo y el progreso humanos.



OLAGI, en estos diez años desde su fundación, ha reunido a intendentes, gobernadores y prefectos de toda América Latina y el Caribe; ha creado una escuela para la capacitación de la gestión pública de los gobiernos intermedios; ha puesto en marcha una red de universidades latinoamericanas en torno a la integración y el desarrollo, y además forma parte de la Organización Mundial de las Regiones.



Hoy, más que nunca, el desafío primordial de nuestros países y de nuestras autoridades es mejorar la calidad de la democracia y la calidad de las políticas públicas.



Ese es el gran reto y la enorme responsabilidad ética de quienes participamos en la actividad política, que hemos asumido como un estilo de vida dedicado al servicio público y a mejorar la calidad de vida de nuestros compatriotas.



Estoy cierta de que OLAGI es una instancia donde todos podremos encontrar un espacio para ello. No tengo dudas de que las propuestas y conclusiones del foro que se llevará a cabo en los próximos días serán desafiantes para todas y todos quienes estén presentes en dicho encuentro.



Reitero mis felicitaciones y agradecimientos por haber escogido el Congreso Nacional y esta ciudad, tan tristemente azotada por una tremenda tragedia, como lo fue el feroz incendio que hubo hace poco.



Quiero felicitarlos; darles la bienvenida a nuestras visitas internacionales, y decirles que cada vez más en Chile quienes representamos a regiones anhelamos ser escuchados y tener activa participación en el diseño e implementación de las políticas públicas. No hay verdadera democracia si esta no viene acompañada de integración, descentralización y una auténtica regionalización.



¡Bienvenidos al Congreso Nacional!



¡Bienvenidos a la ciudad de Valparaíso, que los va a acoger!



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)-------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de entrar en el Orden del Día, quiero saludar a la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud (FENPRUSS) y a la Escuela de Gendarmería de Chile, que viene a cargo de su Subdirector, Coronel don Christian Alveal Gutiérrez, quienes nos acompañan en las tribunas.



¡Bienvenidos!



--Aplausos en la Sala y en tribunas.
V. ORDEN DEL DÍA
RESTABLECIMIENTO DE EXCLUSIVIDAD UNIVERSITARIA PARA DIVERSAS CARRERAS DEL ÁREA DE LA SALUD
La señora ALLENDE (Presidenta).- En el primer lugar de la tabla figura el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que confiere el carácter de título profesional universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



--Los antecedentes sobre el proyecto (3.849-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción del señor Senador Espina y de la entonces Senadora señora Matthei):



En primer trámite, sesión 48ª, en 3 de mayo de 2005.



En tercer trámite, sesión 13ª, en 23 de abril de 2014.



Informes de Comisión:



Educación, sesión 31ª, en 31 de agosto de 2005.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (tercer trámite): sesión 20ª, en 3 de junio de 2014.



Discusión:



Sesiones 39ª, en 5 de octubre de 2005 (se aprueba en general); 48ª, en 13 de diciembre de 2005 (se aprueba en particular por no haberse presentado indicaciones).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto inició su tramitación en el Senado y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas a su texto.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros (Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi e Ignacio Walker), rechazó todas las enmiendas efectuadas por la otra rama del Parlamento.



En caso de que la Sala acuerde aprobar las modificaciones efectuadas por la Cámara de Diputados al artículo 1° del proyecto de ley, debe hacerlo con el voto de 22 señores Senadores, por tratarse de una norma de carácter orgánico constitucional.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios se transcriben el texto aprobado por el Senado y las modificaciones introducidas por la otra rama legislativa.
La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- ¿Cuántos minutos tengo, señora Presidenta: cinco o diez?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Estamos en el tercer trámite, así que deberían ser cinco. Pero vamos a ser flexibles, Su Señoría. Siempre lo hemos sido.

El señor ROSSI.- De todas maneras, voy a tratar de ser muy breve.



Solo quiero recordar que estamos ante una iniciativa de hace varios años, originada en una moción del Senador Espina y la ex Senadora Matthei, entre otros parlamentarios, que establece la exclusividad universitaria para siete carreras del área de la salud: Enfermería, Obstetricia, Nutrición y Dietética, Terapia Ocupacional, Fonoaudiología, Kinesiología y Tecnología Médica.



La Cámara de Diputados, en el segundo trámite, aprobó la exclusividad universitaria solo para Enfermería y Obstetricia y Puericultura, y la rechazó para las otras cinco carreras.



Nuestra Comisión de Educación, en el tercer trámite, no acogió las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, por lo que se desechó la no inclusión de las otras cinco carreras, en el ánimo de enviar el proyecto a Comisión Mixta. Y es lo que debería ocurrir hoy, si la Sala aprueba la recomendación unánime de la Comisión de Educación, a fin de que se resuelvan las divergencias producidas entre ambas ramas. Ocurrirá lo contrario si la Sala rechaza el informe.



Reitero que ya fue aprobada la exclusividad universitaria para Enfermería y Obstetricia.



Ahora paso a dar mi opinión al respecto.



En mi caso, soy partidario de otorgar exclusividad universitaria a todas las carreras que fueron consideradas en la moción parlamentaria original, por varias razones.



Algunos dicen que este es solamente un tema de historia, que dichas carreras estarían vinculadas a la Universidad de Chile. Y eso, efectivamente, es verdad. Pero, más que por razones históricas, ello tiene que ver con las características de la formación de quienes estudian estas carreras y su nivel de complejidad. Las disciplinas relacionadas con el área de la salud requieren la sinergia propia del enfoque multidisciplinario que se da en el ámbito universitario.



Las universidades cumplen un rol, una misión, importante, al igual que los institutos profesionales y los centros de formación técnica. Pero no es el mismo rol. Ello es más que evidente, independiente de que yo tengo un juicio muy crítico de las universidades que solo imparten docencia, porque, por su naturaleza, debiesen necesariamente producir bienes públicos, como los derivados de la investigación o la extensión.



Me explico.



La universidad está conformada por unidades de educación superior y de investigación que entregan grados académicos. Y esa diferencia es bien relevante, pues el grado académico de licenciado da cuenta justamente de un proceso de formación distinto. Tanto es así que la licenciatura le posibilita a un profesional seguir estudiando. Lo anterior es particularmente importante si consideramos la trascendencia que tiene para la sociedad moderna la educación continua, el perfeccionamiento, la obtención de magísteres y doctorados.



Si no se tiene una licenciatura, que solo se entrega en las universidades, no es posible realizar posgrados. Y eso demuestra, de alguna manera, por qué es tan necesario, entre otras cosas, que estas carreras de la salud se impartan solo en los establecimientos de educación superior.



Otro tema dice relación con el marco normativo.



El artículo 112 del Código Sanitario dispone: “Sólo podrán desempeñar actividades propias de la medicina, odontología, química y farmacia u otras relacionadas con la conservación y restablecimiento de la salud, quienes posean el título respectivo otorgado por la Universidad de Chile u otra Universidad reconocida por el Estado y estén habilitados legalmente para el ejercicio de sus profesiones”.



O sea, también hay un asunto de fe pública que tiene que ver con las características de la formación y con la exigencia que impone el Código Sanitario a todos los profesionales de las carreras de la salud que trabajen en el sector público.



Dicho de otro modo, un profesional de estas carreras -por ejemplo, un fonoaudiólogo- formado en un IP no podría trabajar en un recinto asistencial del Estado, justamente porque así se desprende claramente de lo que indica el Código Sanitario.



Pero hay otros elementos dignos de destacar.



Estas carreras de la salud exigen una profunda formación básica general: una educación científica y reflexiva, la generación de pensamiento crítico, que son características propias del ámbito universitario.



Desde tal perspectiva, asumo que la importancia de aprobar el informe de la Comisión de Educación radica en no discriminar entre las carreras de Enfermería y de Obstetricia, a las que sí se les concedió la exclusividad universitaria, y las cinco restantes, a las cuales no se les concedió.



Además, ello no tiene que ver solamente con un tema de fe pública, en cuanto a la certificación de la calidad en la formación de profesionales que van a laborar en el ámbito de la salud, sino también con ciertas sinergias que se dan en el ámbito universitario.



Es difícil imaginar la formación de un tecnólogo médico o de un fonoaudiólogo, por ejemplo, que se especializa en laboratorio, o en radiología, sin la sinergia que se da en el contacto con un otorrinolaringólogo. Esta es fundamental y solo se da en el proceso de educación en el ámbito universitario.



Y la Ministra de Salud, el Gobierno, han respaldado esta iniciativa en esa lógica.



Hay quienes dicen -y es un argumento legítimo-: “Pero hay universidades que imparten estas carreras y no están acreditadas, versus institutos que las imparten y que sí lo están”.



Bueno, la verdad es que en esta discusión no se halla en juego la calidad en la formación de las universidades. De hecho, si hoy día se plantea como punto central del programa de Gobierno una reforma a la educación, que, obviamente, incluye a la superior, es porque tenemos muchos reparos acerca de la organización de la educación superior; de su regulación; del sistema de aseguramiento de su calidad; de su forma de acreditación.



Por lo tanto, ese no es el punto.



Nosotros buscamos, justamente, avanzar en un proceso que garantice la calidad de la enseñanza en las universidades.



Finalmente, a modo de conclusión, quiero señalar que los pacientes merecen los más altos estándares de calidad que sea posible otorgar.



Además, estoy seguro de que debemos avanzar en la profesionalización de los equipos de salud, sin perjuicio de que también es muy importante el soporte técnico.



Y la formación de profesionales de la salud requiere una licenciatura previa al título profesional, que permita acceder a distintos grados académicos que garanticen, justamente, su permanente actualización en la problemática científica y social que plantean las necesidades sociales de la población.



Por eso, señora Presidenta, recomiendo a la Sala que apruebe el informe de la Comisión de Salud, para que este proyecto vaya a Comisión Mixta y se pueda dar una discusión en profundidad respecto de esta materia.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Hay dos Comités que me han pedido abrir la votación, que recuerdo que es única.



Si le parece a la Sala, así lo haremos.



Acordado.



Votar que sí, significará estar de acuerdo con las enmiendas introducidas unánimemente por la Comisión de Salud, y que no, obviamente estar en contra. 
El señor QUINTANA.- ¡De Educación!

La señora ALLENDE (Presidenta).- Perdón, de Educación.



Discúlpenme, pero tengo asociado al Senador señor Rossi con la Comisión de Salud, pues hasta hace poco fue su Presidente. Estamos hablando de la Comisión de Educación.



En votación.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina, para fundar el voto.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, hace años me correspondió presentar este proyecto de ley. Y lo hice, por tener el más profundo convencimiento de que las carreras vinculadas al área de la salud deben disponer de los más altos estándares de preparación y formación, y no solo otorgar un título profesional, sino también una licenciatura.



En primer lugar, porque, sin lugar a dudas, se ocupan de la actividad más sensible para el ser humano: nada menos que de atender la salud de la ciudadanía.



En segundo término, porque los equipos de salud son eso: equipos.



Quienquiera que consulte sobre este tema a un médico, obtendrá la respuesta de que todos quienes se desempeñan en el área de la salud y se relacionan con ella conforman un equipo de trabajo que debe contar con los estándares y los niveles de preparación adecuados para enfrentar con éxito a un paciente que, probablemente, precisa la atención de distintas disciplinas en el área de la salud. Y, en consecuencia, ese equipo necesita estar preparado, capacitado para atenderlo adecuadamente y, por cierto, para intentar sanarlo por todos los medios.



Esta iniciativa no solo persigue que las carreras de la salud se impartan en las universidades, sino también que otorguen grados de licenciado. Y eso marca la diferencia: que sean licenciados en las universidades.



Y, por eso, el actual artículo 54 de la ley respectiva dispone: “El grado de licenciado es el que se otorga a un alumno de una universidad que ha aprobado un programa de estudio que comprende -¡ojo!- todos los aspectos esenciales de un área del conocimiento, de una disciplina determinada”. ¡Todos los aspectos esenciales!



Por consiguiente, hablamos de carreras que requieren dominar todos los aspectos esenciales vinculados al área de la salud...



Señora Presidenta, quisiera pedirle a mi distinguido, gran y estimado amigo Hernán Larraín que me preste un segundo de su atención.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ruego a los señores Senadores no interrumpir al Honorable señor Espina.



Puede continuar, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Y por eso nosotros pedimos que las carreras que otorguen grado de licenciado y se impartan exclusivamente en las universidades sean las de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional. 



 Y quiero dar un ejemplo de estas carreras. 



Conversaba con un pediatra cercano a mí, quien me decía que, en el caso de Kinesiología, la preparación, la formación profesional, el conocimiento de todas las áreas de la salud son fundamentales para el tratamiento de los menores.



Si queremos contar con buena salud, debemos tener buenos profesionales, con título y grado académico: kinesiólogos; fonoaudiólogos; enfermeras; matrones, quienes muchas veces atienden cuando no hay un médico; nutricionistas, que no elaboran una dieta común y corriente, sino todo un tratamiento para que una persona pueda tener mejor calidad de vida; ni hablar de los tecnólogos médicos, que realizan los exámenes y apoyan en el diagnóstico y el tratamiento a los médicos y trabajan junto con ellos; terapeutas ocupacionales, cuya labor tan poco se conoce y que permite a muchas personas con deficiencias, discapacidades, reinsertarse en el mundo del trabajo.



Entonces, quiero señalar que la Cámara de Diputados solo aprobó la exclusividad universitaria de dos carreras, Enfermería y Obstetricia y Puericultura, lo que de hecho ya fue aprobado, porque sobre eso hubo coincidencia entre el Senado y la Cámara.



Pero el resto de las carreras no la tiene. Y la manera técnica de resolverlo es enviar el proyecto en su conjunto a la Comisión Mixta para darles a todas tal carácter.



Y pido coherencia en lo siguiente. 



Nosotros decimos: hay que elevar el nivel de la educación; hay que elevar la calidad de la educación; hay que ser sensible al tema de la salud, pero cuando se trata de dar un paso importante en términos de exigir el grado de licenciado para carreras tan relevantes como las que se incluyen en la iniciativa, empezamos a tener dudas. 



Yo les solicito que no las tengamos, que demos la jerarquía, el nivel, la calidad y la preparación que requieren estas profesiones. Eso le hará bien a la salud de nuestros compatriotas; permitirá formar equipos afiatados, que trabajen coordinados para atender a sus pacientes. De esa manera, contribuiremos a que en nuestro país los profesionales de la salud tengan mayor capacidad y alcancen el nivel que la población requiere y merece.



Por eso, pido que aprobemos lo propuesto por el órgano técnico para que se vaya a Comisión Mixta.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor  Quinteros. 

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, concurro con mi voto a aprobar la propuesta de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en orden a rechazar las modificaciones incorporadas por la Cámara de Diputados al proyecto de ley que otorga la calidad de profesión universitaria a todas las carreras del área de la salud.



En mi calidad de profesional de la salud, soy muy consciente del rol que cumplen kinesiólogos, fonoaudiólogos, enfermeras, matronas, nutricionistas, tecnólogos médicos y terapeutas ocupacionales, quienes junto con médicos, odontólogos, psicólogos, deben trabajar en equipo para enfrentar los requerimientos de salud de la población.



Los problemas de la salud son de resolución cada vez más compleja, y necesitan ser enfrentados de manera interdisciplinaria por distintos profesionales, que cuenten con una sólida base científica compartida.



La Universidad de Chile tuvo una visión pionera hace varias décadas, al abrir estas carreras en la Facultad de Medicina. Y ellas fueron recogidas por nuestro sistema de salud pública, que, desde un principio integró a estos profesionales a sus plantas.



Asimismo, en mi calidad de exalcalde, tuve ocasión de constatar el aporte insustituible de estos profesionales en la atención primaria, particularmente bajo el modelo de salud familiar. Cada vez son más las prestaciones de salud ejecutadas por ellos, lo que se ha acentuado también por la escasez de médicos que afecta al nivel primario. 



La gran mayoría de estos profesionales han continuado formándose en las universidades, pese a que sus carreras fueron sacadas de las de carácter exclusivamente universitario en 1981, por ley de la Junta de Gobierno. Y desde entonces estamos en deuda con ellos.



Confío en que la Comisión Mixta encontrará una fórmula que, acogiendo la idea matriz de la moción que dio origen a esta iniciativa, pueda también dar cuenta de los desafíos que enfrenta el sistema de enseñanza superior y que están comenzando a ser abordados a través de la reforma educacional incluida en el programa de Gobierno. 



Lamentablemente, esta modificación legal llega tarde. Hay institutos profesionales que imparten estas carreras y se deben contemplar ahora los legítimos intereses de sus egresados y estudiantes, sobre todo cuando se trata de instituciones que han ganado un merecido prestigio. 



Pero creo que las cosas deben volver a su cauce natural. Estas carreras siempre han sido universitarias, aunque la ley no las haya reconocido.



Una materia distinta será definir el sistema de educación superior que necesita el país para las próximas décadas; cuánto deben durar las carreras; qué acreditación requerirán las diferentes instituciones, etcétera.



Esos temas deberán ser abordados en el respectivo proyecto de ley. Pero ahora lo que corresponde es devolverle el carácter universitario a estas profesiones, el cual nunca debieron perder. 



He dicho.



--(Aplausos en tribunas). 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma. 

El señor TUMA.- Señora Presidenta, sin duda, con respecto a los técnicos automotrices, los abogados o los ingenieros existe determinado ámbito de desempeño con el cliente. Pero el ámbito de desempeño de quienes laboran en la salud es distinto, porque tienen mayor cercanía y aproximación con las personas que atienden.



Por tanto, aquí hay un factor común que debemos mirar: la cercanía que estos profesionales tienen con los pacientes. Y tratándose de la atención a pacientes, debemos poner el más alto nivel de preocupación y de calidad.



En este proyecto hay dos puntos que no se abordan. El primero es la calidad, y el segundo, la mirada que le dio la Cámara de Diputados al proyecto, al llevarlo a discriminar entre carreras que comparten el mismo ámbito de preocupación; el mismo ámbito de cercanía, y el mismo ámbito de atención.



En mi opinión, nunca debió hacerse una distinción entre unas y otras carreras, como lo hizo la Cámara de Diputados. Y esto debe ser corregido en la Comisión Mixta para efectos de mantener la unidad de todas las profesiones de salud, a las que la ley ha de dar el mismo tratamiento y no discriminar entre unas y otras. 



Lo segundo, señora Presidenta, es que si el enfoque es preocuparnos por el interés de los pacientes, el objetivo que se debe fijar es asegurar la calidad. Y este proyecto no la asegura, no obstante tener prestigiosas y muy buenas universidades, donde se titulan personas muy capaces y de gran valor. 



En mi opinión, el tema de la calidad se nos ha quedado atrás. El proyecto que nos ocupa quizá llega adelantado, o quizá tarde, con relación a una reforma que garantice calidad en educación superior. 



Me preocupa la situación, porque hay universidades que están con acreditación -no solo la universidad, sino también las carreras-, en tanto que otras no lo están. Tal asunto debe ser resuelto a la brevedad, ojalá en el marco de la reforma educacional.



Asimismo, debemos mirar qué va a ocurrir con otras instituciones de educación, como los IP, que han estado capacitando y entregando títulos técnicos a personas en el ámbito de la salud. Aquí sucede lo mismo en materia de acreditación: unos planteles carecen de ella y otros no. Y también se acreditan las carreras y el instituto. 



Entonces, existe tal diversidad de ofertas que en ningún caso damos una mirada objetiva al propósito de garantizar la fe pública respecto de estas carreras, a fin de que todos los profesionales de la salud cuenten no solamente con una certificación, sino también con un respaldo de acreditación.



En consecuencia, señora Presidenta, estimo que la iniciativa debe ir a Comisión Mixta, razón por la cual apoyaré la propuesta de la Comisión de Educación.



En el siguiente trámite, deberemos fijarnos muy bien cómo garantizamos la calidad y cómo evitamos la discriminación entre todas las carreras del ámbito de la salud.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señora Presidenta, el objetivo del presente proyecto es establecer la exclusividad universitaria para las carreras señaladas. La justificación de ello se basa en varias razones fundamentales: algunas prácticas y otras teóricas. 



En primer lugar, la iniciativa busca conciliar la norma del artículo 112 del Código Sanitario con la regulación de la Ley General de Educación con relación a las carreras que solo pueden ser dictadas por planteles universitarios, esto es, las que sean conducentes a la obtención de un título profesional y, además, de un grado académico. 



En segundo término y vinculado a lo anterior, el artículo 112 mencionado dispone lo siguiente: “Sólo podrán desempeñar actividades propias de la medicina, odontología, química y farmacia u otras relacionadas con la conservación y restablecimiento de la salud, quienes poseen el título respectivo otorgado por la Universidad de Chile u otra Universidad reconocida por el Estado y estén habilitados legalmente para el ejercicio de sus profesiones.”. 



Una segunda lectura sería que, de no corregirse lo que posiblemente pase, se generaría una situación inadecuada: habría médicos o especialistas en distintas áreas de la salud facultados por las universidades para desempeñar la profesión y otros no. Además, no podrían trabajar en el sector público los profesionales que hemos mencionado si es que tales carreras no son exclusivamente universitarias.



Por otra parte, también hay razones de índole técnica o vinculadas al desempeño de la medicina. No solo existen fundamentos sobre coherencia jurídica. 



Uno de esos motivos es la necesidad de fortalecer los equipos de salud. En este ámbito, como todos sabemos, la competencia no es solo del médico cirujano, sino también del equipo médico. Por consiguiente, se requiere un lenguaje y los conocimientos mínimos comunes para llevar a cabo el trabajo, el diagnóstico y la aplicación de tratamientos a fin de asegurar la recuperación de la salud o la rehabilitación física o psíquica de los pacientes.



Ello se vincula, además, con el derecho ciudadano a una salud de calidad, lo cual ha de ser creíble y transparente, por la relevancia de lo que está en juego. 



Por todo lo anterior, me parece necesario reponer el sentido original del proyecto. Para ello, este debe ir a Comisión Mixta, donde se podrá concordar un texto definitivo y coherente.



Quiero hacer presente otras consecuencias que se generarían si no procedemos en tal sentido.



El grado de licenciado es lo que permite a una persona continuar su carrera profesional, con los grados posteriores de magíster y doctorado u otras especialidades. Esto faculta la tarea investigativa y asegura la preparación del personal calificado para el desarrollo de la investigación científica y tecnológica y el avance en las distintas disciplinas de la salud.



Por consiguiente, si no corregimos la situación, se originarán serias consecuencias en el mejoramiento y desarrollo de la investigación y el conocimiento en el área de las ciencias médicas. 



Finalmente, quiero rendir un tributo al personal de la salud. 



Recordemos que en Chile los altos logros de nuestra salud pública se explican, fundamentalmente, por el trabajo de dicho personal, más que por las instituciones o la inversión pública realizada. Por tanto, el derecho de los funcionarios del sector a que se reconozca su actividad como carrera universitaria está plenamente avalado por su desempeño laboral. 



Además, como ya dije, se toca el derecho ciudadano a tener una salud creíble, sólida, lo cual hoy el sistema universitario superior no garantiza.



Voto a favor de lo propuesto por la Comisión.



--(Aplausos en tribunas).

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de seguir ofreciendo la palabra, deseo saludar a los alumnos del Instituto Miguel León Prado de San Miguel, que nos visitan esta tarde. 



¡Muy bienvenidos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Asimismo, quiero precisar, dado que hace un rato saludé a los funcionarios de Gendarmería de Chile, que se trata de cuarenta cabos segundo, que se encuentran realizando en Santiago un curso de actualización de conocimientos en materia penitenciaria, dentro del proceso anual de capacitación y procedimiento de la institución. 



Deseaba hacer esa precisión.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, el tema que nos ocupa es bastante opinable, discutible. ¡Por supuesto, su objetivo es de justicia, no cabe duda! 



No hay que olvidar que en 1981, en plena dictadura, gracias al artículo 12 del decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio de Educación, que fija normas sobre universidades, se les termina el carácter exclusivamente universitario a las carreras de salud mencionadas, especialmente a aquellas de larga data. 



Muchas de las que se han enumerado, como Kinesiología, Obstetricia, Tecnología Médica, Nutrición y Enfermería -posteriormente, surgió Terapia Ocupacional y Fonoaudiología-, son muy antiguas. Algunas tienen más de cien años de existencia en nuestro país. Y ayudaron a combatir grandes epidemias, plagas y enfermedades a comienzos del siglo XX.



No está en discusión ese punto. Por eso creo que es un asunto de justicia devolverles tal condición. 



Efectivamente en 1981 empezaron a perder la calidad de exclusividad universitaria. Después, con la LOCE, terminaron de ser liquidadas de ese ámbito. A partir de entonces, quedaron como una opción más de mercado.



Entiendo que aquello es, en gran medida, lo que hoy día se busca restituir y recuperar.



Sin embargo, también debemos hacernos cargo de las consecuencias que esto implicará, en especial por el momento en el que estamos haciendo el debate. 



Al respecto, quiero ser muy transparente, porque por ahí se ha dicho que algunos Senadores estamos en contra del proyecto. ¡No es así! Lo que pasa es que el Senado tiene una característica: requiere que los legisladores seamos bien serios y acuciosos en el análisis de las distintas iniciativas. Y debemos ser claros también. 



La propuesta en estudio entrega una señal a los institutos profesionales. Quien crea que en ese ámbito no va a pasar nada está equivocado. Habrá implicancias en los IP, ¡sin lugar a dudas!



 Todas las evidencias científicas, empíricas, hoy señalan -y también la reforma educacional del Gobierno- que hay que avanzar hacia el fortalecimiento de la educación técnico-profesional. 



A mi juicio, se están dando señales que generarán complicaciones, y debemos advertirlas. Estamos diciendo no que rechazaremos lo que se nos pide, sino que hay que advertir los impactos negativos. 



Ese fue el tenor del debate en la Comisión.



Finalmente, ¿qué va a ocurrir? Que otras carreras solicitarán lo mismo. De hecho, entiendo que ya pidió audiencia a la Comisión de Educación la carrera de Construcción Civil. Entonces, en este análisis no cabe esgrimir solo razones sanitarias, pues en otras áreas, como la mencionada, se está exigiendo lo mismo: “También queremos tener exclusividad universitaria”. 



No estoy entregando un juicio. Alguien dirá: “Es que, si el calculista no es bueno, el edificio se puede caer”. No tengo idea. Pero este tipo de argumentos será parte de la discusión que se va a abrir. 



¿Por qué en la Comisión hice un cuestionamiento al momento en que se dio este debate? Porque, probablemente, vamos a salir todos felices de esta jornada como si las universidades, que van a tener la exclusividad para impartir estas siete carreras, estuvieran pasando por su mejor momento, en circunstancias de que hoy día no contamos con un sistema de acreditación que se halle a la altura. Este no pasa ni las pruebas de blancura ni los estándares de exigencia con que operan otros países miembros de organizaciones a las que también pertenecemos. 



Otra consecuencia es que puede desatarse una integración vertical. De hecho, ya está ocurriendo. Algunos institutos, que probablemente vieron venir esta modificación, empezaron a crear universidades. Para qué los vamos a nombrar. Todos los conocen. Concretamente, INACAP: está acreditado, es un muy buen IP y, sabiendo que esto venía, abrió una universidad. 



Entonces, cuidado con el intento de algunos de homologar todo, como si las 60 universidades que existen en Chile fueran todas de la misma calidad. Y eso no es así.



Por eso cuestiono el momento en que se dio el debate sobre la materia. Esta votación debió hacerse después de contar con un sistema de acreditación y estándares de calidad que nos dejen a todos tranquilos.



Sin embargo, hay aspectos de la iniciativa que me hacen mucho sentido. 



En la Comisión -respecto de las carreras de Tecnología Médica (con sus cinco especialidades), Enfermería, Kinesiología, Obstetricia, Nutrición, Fonoaudiología y Terapia Ocupacional, en algunas menos que en otras- se mostró la cantidad de profesionales egresados que quieren acceder a la formación continua y que anhelan poder hacer magísteres y doctorados. 



Y esa sí es una razón central.



Por ello, vamos a aprobar lo que propone el informe para que la iniciativa vaya a Comisión Mixta. Si así procedemos, no es por otorgar un estatus ni por lo que se ha dicho -me van a disculpar la expresión los gremios que nos acompañan hoy día- en cuanto a que “queremos estar todos juntos, porque somos una cadena”. Porque el día de mañana podrían crearse nuevas carreras ligadas a la salud, igual de respetables, las que también van a querer ser exclusivamente universitarias.



Reitero: votaré a favor de lo planteado en el informe, como ya lo hice en la Comisión de Educación. Pero advierto que esta futura ley va a traer implicancias y consecuencias.



Claramente, yo hubiese hecho este debate con posterioridad a la instauración de un marco institucional que nos permitiera saber cuáles universidades son buenas y cuáles malas. 



En la situación actual, algunas casas de estudios superiores siguen impartiendo carreras, pese a que, como todos sabemos, están siendo investigadas por la Fiscalía, y no solo por lucrar -no debiendo hacerlo-, sino también porque hace mucho rato que olvidaron su proyecto educativo.



Señora Presidenta, en verdad, creo que este es un buen debate.



Además, se plantea que, para obtener el grado de licenciado, los estudiantes deben aprobar los programas de estudios respectivos, con todos los aspectos esenciales que en esa disciplina se deben impartir.



Por último, lo que me terminó de convencer es que las siete carreras indicadas, a diferencia del razonamiento que hizo la Cámara Baja, incorporan en su malla de formación -en la Comisión analizamos las de algunas carreras; por ejemplo, la de Tecnología Médica- con dos años de ciencias básicas. Esto es relevante porque de esa forma se asegura que tales programas otorgan formación de calidad, que es lo que hoy día nos importa cuando hablamos de reforma educacional.



Por esa razón, voy a aprobar lo propuesto por la Comisión.



--(Aplausos en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señora Presidenta, estimo que los argumentos están dados.



La verdad es que la salud requiere, cada día más, una visión no solo biológica ni psíquica, sino fundada en la integralidad de la vida. En efecto, se necesitan, además de especialidades médicas o de doctores especialistas, personas con rango universitario que armen equipos de trabajo, los cuales, incluso, han de ocupar todos los días adelantos tecnológicos complejos. Se acerca la telemedicina, por ejemplo. Hay procedimientos que precisan una preparación básica amplia, de carácter universitario, que permita a los profesionales actualizar sus conocimientos, investigar e integrarse.



En ese sentido, al mejorar nuestro sistema sanitario, no solamente tenemos que asegurar la calidad de la salud pública, sino también su accesibilidad. 



Y todas las cualidades que posibilitan esos objetivos las poseen quienes estudian carreras con rango universitario.



Por esa razón, apoyamos esta iniciativa para llevar las cosas a su término común, que era la idea original: en definitiva, que las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional tengan carácter universitario, sin dejar de lado a los técnicos.



Finalmente -y no por un aplauso fácil-, quiero saludar a la Federación Nacional de Profesionales Universitarios de los Servicios de Salud. Este gremio ha dado una lucha incansable desde 1995. Se constituyó en regiones (Valparaíso y La Serena) y ha crecido de mil 200 a más de 10 mil afiliados. Ellos tienen muchos otros motivos por los cuales pelear, el principal es por una salud pública y de calidad en Chile.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, en la misma línea de lo planteado por el Senador Horvath, estoy absolutamente a favor -y con plena convicción- de que las carreras mencionadas posean carácter universitario.



Deben contar con esa condición, entre otras razones, no solo por el método de estudio y por la complicidad que se genera al interior de los recintos de educación superior respecto de los equipos que se van armando en torno a las especialidades, sino también por el servicio que se otorga a la población, a los usuarios, a las personas que necesitan de las herramientas que manejan esos profesionales.



Tal vez, algunos desconocen la labor eficaz que realizan los kinesiólogos y las kinesiólogas, los nutricionistas, las enfermeras y matronas, los tecnólogos y las tecnólogas médicos.



A mi juicio, no cualquier persona que estudie una de esas carreras en un plantel de educación puede efectivamente impartir salud; menos aún, salud de calidad. Y nosotros, como Senado, debemos velar para que esto último suceda.



Además, aquí hay años de estudio y, sobre todo, investigación.



Los grupos multidisciplinarios se estructuran en torno a equipos de salud afiatados. Se trata de grupos importantes de investigación en las áreas específicas que a ellos los convocan.



Por esa razón, quiero agradecer a todos quienes (docentes, profesores, profesionales del área y, también, estudiantes) nos han hecho llegar información durante este tiempo y han venido a conversar con nosotros al Senado, para jugarse y pelear definitivamente por algo que es tremendamente justo: lograr que la calidad que se entrega en materia de salud cada día sea de mayor beneficio, y con mayor especialización de parte de los profesionales del área, para las personas que reciben atención de salud, sobre todo en el ámbito público.



En consecuencia, señora Presidenta, obviamente voto a favor de lo propuesto por la Comisión de Educación.



--(Aplausos en tribunas).  

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, cuando las cosas se hacen mal y se cuenta con la posibilidad de mejorarlas, nuestra obligación es corregir.



Pienso que existen muchos argumentos para justificar el hecho de que se les confiera el carácter de título profesional universitario a las siete carreras relacionadas con la salud que contemplaba inicialmente este proyecto y que aquí se han señalado.



Muchas veces se han usado normas de la Constitución como fundamento para defender distintas materias. En este caso, yo haré lo mismo.



En primer lugar, quisiera señalar que nuestra Carta Fundamental, en el artículo 19, número 1º, establece como garantía constitucional “El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de las personas”. Y en el número 9º del mismo artículo, consagra “El derecho a la protección de la salud”. Y agrega que le corresponderá al Estado “la coordinación y control de las acciones relacionadas con la salud.”.



Por ende, el Estado debe garantizar que las acciones de salud que se prestan a través de instituciones públicas o privadas sean lo más adecuadas posibles, pues están en juego los derechos a la vida y a la salud física y psíquica de las personas.



Debemos entender que el Estado tiene el mandato constitucional de resguardar y proteger tales derechos, por lo que debemos legislar promoviendo más y mejores garantías para que las personas sean debidamente asistidas en los establecimientos de salud.



En este sentido, señora Presidenta, es un retroceso reducir el número de carreras de la salud que deben ser impartidas exclusivamente en universidades. Se debe entender el ámbito de la salud como un todo, como un solo cuerpo. Todas las áreas de la ciencia de la salud están conectadas y relacionadas entre sí. Por tanto, deben gozar de un mismo estatus -¡sí!, estatus-, pero de calidad académica. Y eso lo imparten las universidades.



La ciencia va a un ritmo muy rápido, por lo que el Estado debe fomentar y promover la investigación en un mayor estudio de las diversas áreas de la medicina. De lo contrario, nuestros profesionales de la salud corren el riesgo, entre otras cosas, de quedar atrás en el uso de nuevas tecnologías que ayuden a que los pacientes restablezcan oportunamente su salud. 



Contribuye a este propósito otorgarles la categoría universitaria a todas las carreras relacionadas con la salud aquí enunciadas, pues los estudiantes se titularían con un grado académico, quedando habilitados para seguir perfeccionándose a través de algún posgrado de magíster o doctorado, lo que no es posible lograr en las carreras técnicas.



Como consecuencia natural del mayor grado de perfeccionamiento de los profesionales, conseguiremos que se vaya mejorando la calidad de los servicios que prestan los establecimientos de salud de nuestro país.



Los profesionales de las carreras de la salud requieren una interacción con el resto del equipo médico. Y esto no se establece en la Constitución ni lo digo yo: lo están sosteniendo los médicos especialistas. Dichos profesionales, principalmente los vinculados con la evolución clínica de los pacientes, precisan interactuar -insisto- con el resto del equipo médico.



No obstante, es necesario, por la responsabilidad que ello conlleva, que la formación de esos profesionales sea de calidad, lo que se consigue con mayor frecuencia en las universidades debidamente acreditadas. Pero esto no puede significar -y es responsabilidad del Parlamento hacer las correcciones y otorgar las garantías- un menoscabo a los institutos que imparten las carreras en comento. Y para evitarlo hay que garantizarles también su estatus de calidad, que es lo que importa y también merecen.



Por eso, cuando se habla de proteger la vida, lo que es muy importante, sobre todo en momentos en que en nuestro país estamos asistiendo a un debate acerca del aborto, debemos demostrar nuestra preocupación por que quienes ayudan a resguardarla estudien en universidades debidamente acreditadas.



Por lo expuesto, voto que sí, no porque me guste el sí, sino porque creo que corresponde que hoy nos pronunciemos para que el proyecto en análisis vaya a Comisión Mixta y se corrijan sus equivocaciones.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señora Presidenta, en esta oportunidad, ¡y por única vez…!, coincidiré con mi amigo y colega el Senador Moreira en votar “Sí”.



Pero creo que hay que poner las cosas en su lugar y hacer una reflexión sobre lo que será el tema en la Comisión Mixta.



En primer término, felicito a los autores de la iniciativa: el Senador Espina y la entonces Senadora Matthei.



En segundo lugar, quiero recordar a quienes nos están siguiendo por TV Senado que nos encontramos en el tercer trámite constitucional y que los miembros de la Comisión de Educación, por unanimidad, decidimos rechazar el proyecto de la Cámara de Diputados justamente para ir a Comisión Mixta y zanjar este largo e interesante debate en una materia de enorme complejidad.



¿Por qué rechazar y por qué la unanimidad (entiendo que ocurrirá lo mismo en la Sala)? Porque, como sabemos, la Cámara de Diputados votó a favor de exigir con exclusividad para las universidades la obtención del grado de licenciado para otorgar el título profesional solo a Enfermería y a Obstetricia y Puericultura. Es decir, solo enfermeros o enfermeras y matrones o matronas estarían beneficiados por la exclusividad del título universitario. Y en cuanto al resto de las carreras ello se rechazó, pero no por razones de fondo, sino por falta de quórum: se requerían 69 votos y se registraron solo 62. Por lo tanto, si aprobáramos el texto de la Cámara Baja -doy esta explicación previa porque hay gente que nos sigue en estas discusiones y se pierde en el debate-, quedarían fuera de la calidad de carreras universitarias Kinesiología, Fonoaudiología, Nutrición, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional.



Por eso estamos rechazando -aparentemente, será por unanimidad- el texto de la Cámara de Diputados, para que la iniciativa vaya a Comisión Mixta y se zanje el problema sobre la base de una argumentación racional.



Tengo varias preguntas, señora Presidenta.



1) ¿Asegura calidad -ya que todos hablamos hoy con razón de la calidad en educación- el que las carreras en comento sean impartidas exclusivamente por universidades? Tal vez garantiza el estatus. ¿Pero asegura automática y necesariamente calidad?



2) ¿Son las siete carreras de la misma entidad, o algunas sí y otras no? En la Cámara de Diputados se discriminó en favor de unas por razones de quórum. Pero, en términos sustantivos, ¿son de la misma entidad? Recibimos distintas opiniones de los expertos. En mi concepto, las siete son importantes. Sin embargo, eso no es equivalente a que todas ellas deban ofrecerse, necesariamente, por vía universitaria.



3) ¿Es mejor una de esas carreras impartida por una universidad no acreditada o por un instituto profesional acreditado? ¿Qué incide, entonces, en la calidad? No es solo decir “son universitarias”; porque, evidentemente, un instituto profesional acreditado puede dar mayor garantía de calidad que una universidad no acreditada.



En tal sentido, ¿no es la acreditación -se lo preguntaba también el Senador Quintana- lo que hace la diferencia? De ahí la importancia de una ley sobre acreditación en educación superior, proyecto que se encuentra preparando el Gobierno.



4) ¿Qué evaluación objetiva, científica, con base empírica, con solvencia técnica tenemos para optar por un camino u otro? Esto no es un asunto de intuición, sino una cuestión que requiere una evidencia empírica, un estudio comparativo, una evaluación.



5) ¿Son equivalentes las “profesiones” a las “licenciaturas”? Obviamente, no. Yo soy abogado, licenciado en Ciencias Jurídicas y Sociales, y tengo un doctorado en Ciencias Políticas. ¿Qué es una profesión? ¿Qué es una licenciatura?



De hecho, hay profesiones impartidas por institutos profesionales que no son licenciaturas, en que no se confiere grado académico. La educación superior es universitaria y no universitaria.



En Chile, el déficit se encuentra en la educación superior no universitaria o técnica. Por suerte, desde hace dos años, por primera vez en la historia, hay más matrículas en la educación no universitaria y técnica que en la universitaria.



¿Qué pasa con la categorización? ¿Es de primera categoría la universidad, de segunda categoría el instituto profesional, de tercera categoría el centro de formación técnica? Ciertamente, no.



Entonces, no se trata de catalogar o categorizar arbitrariamente.



6) Hoy tenemos 39.714 profesionales de las carreras en comento. En términos de matrícula, hay 108.012 alumnos de estas carreras en el sector universitario y 5.012 en el no universitario. ¿Qué les responderemos a las 5.000 familias cuyos hijos estudian en institutos profesionales, más allá de decirles a estos últimos que tienen dos años para no recibir nuevas matrículas? Estos establecimientos jugaron con las reglas del juego existentes. A lo mejor llegó la hora de cambiarlas.



Este es un debate interesante, complejo, que hay que enfrentar con seriedad. Y espero que eso ocurra en la Comisión Mixta. 


Por eso, voto que sí, para rechazar el proyecto de la Cámara de Diputados y profundizar la discusión en aquel órgano técnico.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señora Presidenta, al igual que el resto de los miembros de la Comisión de Educación, concurriré a rechazar el proyecto de la Cámara de Diputados para los efectos de constituir una Comisión Mixta y resolver así de buena manera la materia a que estamos abocados.



Junto con eso, quiero señalar que, después de reflexionar; estudiar la materia; fundamentalmente, escuchar a los distintos gremios, y tener a la vista algunos antecedentes que expondré, me inclino por favorecer la exclusividad universitaria de las carreras de que se trata.



Por otro lado, debo hacer presente -en parte se ha referido a ello el Senador Ignacio Walker- que en el proyecto específico deberemos cautelar de manera adecuada lo que podríamos denominar “elementos de transición”, vale decir, lo que ocurre particularmente con los estudiantes que hoy asisten a institutos profesionales, acreditados o no (pero fundamentalmente acreditados), que ascienden aproximadamente a 5.000.



En consecuencia -reitero-, tengo una disposición favorable a la exclusividad universitaria de todas las carreras en comento.



¿Pero dónde está la reflexión que debemos efectuar?



En primer lugar, y tal como les expresé directamente a varios gremios con los cuales tuvimos oportunidad de conversar acerca de la materia, hay ciertos argumentos a favor de la exclusividad universitaria que a mí no me convencen.



Por ejemplo, se habla del factor que podríamos denominar “académico interdisciplinario”; vale decir, que, por constituir todas estas carreras una unidad, su estudio debiera ser interdisciplinario.



Pero si uno revisa la situación actual llega a la siguiente conclusión: Kinesiología la imparten 42 universidades, en 8 de las cuales no hay acreditación; Fonoaudiología, 28 universidades, en 7 de las cuales no existe acreditación; Nutrición y Dietética, 36 universidades, en 6 de las cuales las carreras no se encuentran acreditadas; Tecnología Médica, 23 universidades, en 3 de las cuales no hay acreditación; Terapia Ocupacional, 19 universidades, en 4 de las cuales no existe acreditación.



Si hubiera coherencia en el argumento interdisciplinario, habría que solicitar en los procesos de acreditación que tales carreras se impartieran en conjunto. Sin embargo, hasta ahora nadie lo ha planteado.



Por otro lado -también se ha expresado-, estamos aprobando la propuesta -tendremos que resolver el punto en la Comisión Mixta; y ya expliqué cuáles serán mi inclinación y mi pronunciamiento- en un contexto normativo completamente obsoleto.



Cualquier persona que mire con atención y en forma desapasionada la manera como la actual Ley General de Educación define un programa -es decir, el requisito que se exige para un título profesional en un IP- y una licenciatura, y más allá de toda semántica confusa, constatará que, objetivamente hablando, las diferencias entre uno y otra son difíciles de desentrañar.



Pero yo me tomé una molestia adicional. Llamé esta mañana al Ministerio de Educación y pregunté específicamente si la duración de las licenciaturas se encuentra normada o no en nuestra legislación. Y la respuesta fue negativa. Vale decir, existen universidades que entregan licenciaturas con 8 semestres, y otras, con 10. ¿Y quién resuelve cuándo es una cosa o la otra? Las propias universidades. Pero hoy no existiría ninguna objeción legal para que una casa de estudios resolviese otorgar una licenciatura con 6 semestres.



En consecuencia, nos encontramos en un marco normativo obsoleto, arcaico, donde a la licenciatura como tal se le otorga una jerarquía que no necesariamente tiene.



En consecuencia, señora Presidenta, espero que en la Comisión Mixta podamos zanjar este asunto. Creo que hay que dar un paso adelante en términos de la exclusividad de las carreras en comento -francamente, no veo razones para aceptar unas y rechazar otras-, pero pienso que si vamos a realizar una discusión en serio debemos tenerla a la luz de una nueva institucionalidad, que diga relación con los institutos profesionales, con las universidades, con los requisitos de programas generales y de licenciaturas. Eso es lo que le corresponde hacer a una institución seria como el Senado.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, quiero partir -se ha dicho ya casi todo- haciendo dos reflexiones.



La primera apunta a que la salud no puede terminar siendo un negocio. Y por eso felicito a los distintos grupos profesionales del área de la salud, que han llevado adelante una defensa en esta línea.



Y lo digo porque, más allá de que en otra discusión tengamos que hablar sobre la calidad de la educación en los institutos superiores, lo que no puede ocurrir con el proyecto en análisis es que sigan existiendo instituciones que vean aquí solo una posibilidad económica y la solución no pase por el mejoramiento de la calidad. Porque hoy quienes se encuentran en las tribunas están luchando para lograr que en nuestro país sus carreras sean universitarias y el día de mañana no se bajen la calidad profesional ni, lo que es más grave, las remuneraciones de personas que desempeñan actividades profesionales tan complejas y delicadas como la del área de la salud.



Me reuní en Magallanes con los gremios de enfermeras, nutricionistas, tecnólogos médicos, kinesiólogos, fonoaudiólogos, y todos me plantearon la misma inquietud.



No se ha mencionado aquí -y me valgo de esta instancia para señalarlo- que esa gente permite que haya atenciones profesionales de alta calidad en salud. Nuestro país tiene esa característica. Las profesiones respectivas cuentan con enorme credibilidad cuando se comparan con las de países vecinos. Y eso no podemos perderlo.



En tal línea, el proyecto que analizamos en tercer trámite constitucional busca exigir que las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional tengan el carácter de carreras profesionales universitarias.



También el día de mañana habrá que entrar a discutir lo concerniente a las carreras técnico-profesionales y a los institutos profesionales.


Dicho sea de paso, nada se ha adelantado al respecto en lo que será el debate sobre la educación que pronto llevaremos adelante.



Pero quiero detenerme en otro punto: la situación en que quienes hoy están defendiendo su calidad y su desempeño profesionales quedarán cuando jubilen.


¡Hay un daño brutal para esos profesionales de la salud!


--(Aplausos en tribunas).



En tal sentido, nunca nos vamos a cansar de señalar que el Estado de Chile es un muy mal empleador, ha provocado un brutal perjuicio previsional. Y quien preside la sesión en este momento tiene una particular sensibilidad en esta materia, en la que hemos trabajado.


Quienes hoy nos visitan para defender su nivel profesional terminarán el día de mañana, después de treinta años de labores, con pensiones de hambre.


¡Esa situación es absolutamente inaceptable!



--(Aplausos en tribunas).



Muchas veces esas personas trabajan incluso en días festivos, como Navidad, Año Nuevo, etcétera. Cumplen turnos de noche, se desempeñan en horarios en que otros profesionales no lo hacen.



Por eso, considero de toda justicia que mantengamos la calidad humana y profesional de que he hecho mención.



Daré, pues, mi voto favorable. Pero dejo en claro que en algún momento deberemos entrar a debatir no solo sobre la calidad profesional que hoy estamos reclamando, sino también acerca de la situación futura de dichos profesionales, quienes terminan en una condición brutalmente desfavorable luego de tantos años de servicios.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa, iniciado en moción de la entonces Senadora Matthei y del Senador Espina, no obstante la importancia que reviste, ha tenido una prolongada tramitación. Se comenzó a debatir el año 2005 y fue aprobado rápidamente por esta alta Corporación. Sin embargo, lamentablemente, durante más de ocho años permaneció sin mayor avance en la Cámara de Diputados, la que finalmente lo despachó con diversas enmiendas, las que se sometieron a nuestro pronunciamiento.



En mi calidad de miembro de la Comisión de Salud, comprendo en su exacta dimensión que la atención a los pacientes requiere muchas veces equipos multidisciplinarios y, por lo mismo, una preparación profesional de alto nivel y que permita el dominio amplio de las ciencias de la salud.



Por tal motivo, es indispensable que a las carreras de Kinesiología (respecto de esta he presentado algunos proyectos de ley), Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional se les confiera el carácter de universitarias con exclusividad, pues ello garantiza una adecuada atención de salud a los usuarios y pacientes.



Por otra parte, resulta indiscutible que la atención de salud ha sufrido importantes cambios tecnológicos y que, por ende, la formación de quienes la otorgan no puede considerarse como cualquier área de la educación profesional, toda vez que se encarga de la significativa misión de prevenir enfermedades y salvar vidas.



En ese orden de ideas, cabe señalar que quienes se educan en universidades cuentan con una malla curricular encaminada a una formación científica de elevado nivel, lo que constituye un pilar fundamental para el otorgamiento de atenciones de salud óptimas.



A lo anterior debe agregarse que todas esas disciplinas, que en la mayoría de las situaciones deben actuar en forma interrelacionada, conforman los equipos que requieren las acciones de salud, con conocimientos esenciales para el desarrollo de este servicio tan relevante para nuestra comunidad, ya que son las carreras en comento las que están en constante proceso de acreditación, en la idea de formar profesionales de alto nivel científico y técnico.



En tal contexto, no debemos perder de vista que, de acuerdo a nuestra Constitución Política, el derecho a la protección de la salud es una garantía fundamental de nuestros compatriotas. Y es deber del Estado proteger el libre e igualitario acceso a las acciones de promoción, resguardo y recuperación de la salud y de rehabilitación del individuo.



El cabal cumplimiento de dicho mandato constitucional requiere profesionales universitarios con una formación integral que garantice la protección de la salud a que todos los chilenos tienen derecho.



Así como estamos permanentemente requiriéndole al Ministerio de Salud contar con mayor número de médicos especialistas, también se precisa disponer en las carreras mencionadas de profesionales universitarios que complementen la labor indispensable de aquellos.



Todas las carreras de la salud tienen la misma importancia. Y no se puede discriminar entre unas y otras, ya que eso importa una arbitrariedad injustificable.



Por lo expuesto ahora y antes, no me cabe sino rechazar las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, en virtud de las cuales varias de las disciplinas individualizadas quedan fuera de la exclusividad universitaria que se persigue mediante el proyecto en debate. Ello, en la idea de conformar una Comisión Mixta donde se procure zanjar las diferencias registradas y, en definitiva, dejar el texto tal como lo aprobó el Senado en el primer trámite constitucional.



La materia en debate tiene particular relevancia. He estado trabajándola desde el primer día. Y por eso oportunamente, a raíz de que esta iniciativa llevaba ocho años entrampada en la Cámara de Diputados, presenté aquí un proyecto de acuerdo para pedirle al Ejecutivo que le pusiera urgencia.



Por consiguiente, voy a aprobar el informe de la Comisión de Educación, para posibilitar que el proyecto vaya a una Comisión Mixta donde se zanjen las diferencias habidas entre ambas Cámaras y se restablezca el espíritu que tuvo el legislador en el Senado. 



He dicho.



--(Aplausos en tribunas)

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, yo tengo una reflexión un tanto distinta con relación a este proyecto de ley. Y no es porque no valore lo que hacen los fonoaudiólogos, las enfermeras, los kinesiólogos, los tecnólogos, el conjunto de personas que están en un área desde la cual contribuyen a la salud de las personas.



A la vez, yo he sido muy crítico de lo que es el sistema de educación superior de nuestro país, de cómo se califica qué es una carrera universitaria. 



En Chile hay muy pocas carreras universitarias. Opino que existe poca formación universalista, que es propia de las carreras universitarias.



En sus momentos iniciales la carrera universitaria no se concentraba en la especialización: tenía que ver con la formación integral, más amplia, del ser humano. 



¿Cómo se califica qué es una carrera universitaria?



En el mundo académico, aquello se ha prestado para muchos debates.



Durante la dictadura sirvió incluso para eliminar carreras en torno a las cuales el debate mundial había resuelto bien: Sociología, Antropología. Es decir, carreras de las ciencias sociales que en nuestro país, de un día para otro, se dejaron de considerar carreras con formación universitaria.



Ahora el Senado discute un proyecto mediante el cual se les otorga el carácter de título profesional universitario a ciertas disciplinas, a ciertas formaciones (puede haber diversos nombres).



En épocas recientes nos han pedido calificar como títulos universitarios carreras propias de las Fuerzas Armadas o de áreas de la Defensa Nacional.



Yo no tengo objeción a que aquí haya un elemento de estatus, un elemento con evidente repercusión en los ingresos.



Se trata a la vez de un reconocimiento a una función social. Y me parece muy bien que él exista.



Sin embargo, tengo una duda: no sé si la ley en proyecto resuelve el problema.



Yo represento a una Región que, por desgracia, no tiene universidades públicas, estatales. Hay en ella un esfuerzo para la formación de muchos técnicos que adquieren esta condición luego de grandes sacrificios. Algunos kinesiólogos se han sacado la mugre y cumplen una función social excepcional. 



No creo que sea justo cuestionar el esfuerzo hecho por muchas generaciones de personas que se han formado en cierta área, porque se trata de un tremendo aporte. 



Entiendo que aquí nos están pidiendo que demos un cauce.



Tuvimos una experiencia reciente con aquello de los asistentes sociales y los trabajadores sociales, que conforman un área distinta. 



Hay allí una experiencia que permite ver cómo responde el mercado y de qué manera reaccionan las instituciones que imparten educación superior, no porque tengan una definición sobre qué es una universidad, una formación universitaria, sino por otras razones. 



Por cierto, entiendo cuál es la naturaleza de la reivindicación de quienes nos acompañan en las tribunas, de la reivindicación de FENPRUSS. 



No tengo ningún interés de oponerme a aquel esfuerzo. Sin embargo, no creo que el problema de la calidad de la formación en la educación superior se resuelva calificándola de “formación universitaria”. 



Tenemos un debate complementario a este y que es necesario profundizar.



Muchas universidades que dicen formar profesionales…



Se acaba mi tiempo, señor Presidente. Le solicito un minuto adicional para precisar la idea.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Prosiga, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Muchas gracias.



Señor Presidente, en la Sexta Región hay instituciones que se llaman “universidades”. Fue el caso de la Universidad del Mar, que le hizo un flaco favor a la formación de profesionales, no por culpa...

El señor PROKURICA.- O el de la ARCIS. 

El señor LETELIER.- Puede ser también el de la ARCIS. No quiero defender a una universidad en particular. No es una cuestión ideológica: se trata de un problema de personas que quieren estudiar, superarse, desarrollarse. Se deposita la fe pública en instituciones, pero estas no siempre cumplen con un estándar.



En el área de la salud la situación es doblemente delicada, pues en ella se interviene en seres humanos de modo directo, o indirectamente, pero de manera muy cercana.



Voy a aprobar el informe, señor Presidente. Empero, tengo aprensiones en el sentido de que no es en él donde se va a resolver el problema de fondo, que se vincula con la valoración social y la garantía en materia de calidad de la formación.



En particular, me encantaría que hubiera hartas obstetras, pues en el hospital de Santa Cruz, de la Sexta Región, ¡no existen desde hace 24 años...!



Entonces -quiero despejar el punto-, no se trata de que yo no quiera la existencia de profesionales en el área pertinente. Mi duda discurre en el sentido de si a quienes han estudiado y a quienes estudian el reconocimiento les garantizará las condiciones necesarias para su valoración social y su actuar adecuado.



Voy a votar que sí, señor Presidente.



Espero que en la reforma educacional podamos abordar el otro problema, que se relaciona con la garantía en materia de calidad de la formación que se entrega en nuestro país, aspecto que, sin duda, también es muy importante, para que el día de mañana no existan dificultades.



Termino con una reflexión, señor Presidente. 



Yo no sé si es bueno que el Congreso Nacional sea quien califique lo que es una carrera universitaria.



La norma vigente obliga a que nosotros lo establezcamos. Pero no tengo convicción de que este sea el mejor camino, en términos generales. Ello, no por este proyecto, que cuenta con mi respaldo. Entiendo que la Cámara Baja no lo aprobó por un problema de quórum. Parece que algunos Diputados salieron de la Sala para no comprometerse; creo que eso ocurrió en determinado momento.



Esta tarde, algunos Senadores estábamos en Comisiones. Empero, yo quise venir a la Sala, como jefe de bancada del Partido Socialista, para decir que vamos a respaldar el envío de esta iniciativa a Comisión Mixta. Y esperamos que en la reforma de la educación superior se perfeccionen las otras materias.



--(Aplausos en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón. 

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, seré muy breve, pues se han dado grandes argumentos.



Voy a votar favorablemente a pesar de que vengo del mundo técnico: soy técnico agrícola.



A mi entender, lo más importante es que trabajemos para que las universidades sean verdaderamente de calidad y no se limiten a entregar un título.



Hoy día, ser técnico en Chile es muy complicado. Basta ver la experiencia y cómo funciona la Alta Dirección Pública. ¡Los cargos técnicos están absolutamente desmejorados! 



En el ámbito de la salud el título es relevante -como han dicho algunos colegas-, pero siempre que vaya acompañado de calidad en la formación.



Hemos creado un país a medias. Y este país a medias ha dado muchos títulos universitarios sin que medie una preparación adecuada.



Así que espero que en el Senado debatamos el punto; que la reforma educacional, más que en la compra de establecimientos, se enfoque en el mejoramiento de la calidad de la enseñanza, y que el Ministerio de Educación cumpla su deber e impida que se impartan carreras universitarias, aunque la ley lo permita, sin la debida acreditación.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, yo enfrento los debates con total transparencia.



Por tanto, debo decir que, tras leer el informe de la Comisión de Educación, he quedado absolutamente confundido.



Yo habría esperado que, ya que este proyecto va a ir a Comisión Mixta, la Comisión de Educación nos entregara algunas luces sobre la materia. Sin embargo, nos presenta una descripción que lleva a la anarquía total del sistema. Porque los argumentos dados para habilitar como universitarias las siete carreras en comento -así fluye del informe- no ofrecen ninguna garantía de que ello va a ocurrir.



¿Por qué señalo aquello, señor Presidente?



Se dice que la enseñanza universitaria garantiza mayor calidad. No obstante, en la descripción que se hace en el informe respecto de las universidades nos encontramos con una diversidad total: algunas están acreditadas y otras no, versus institutos profesionales que, respecto a las mencionadas carreras, sí lo están.



Yo presumo que una carrera acreditada tiene mucho más valor que una no acreditada, porque esta no pone ningún requisito.



Después se expresa que los equipos médicos deben actuar de manera interdisciplinaria, unida. Pero no todas las universidades tienen campos clínicos. Y hay institutos profesionales que sí cuentan con ellos. Entonces, desde ese punto de vista, la carrera está mucho más garantizada, independiente de que sea universitaria o no, en los institutos profesionales que tienen campos clínicos.



En verdad, señor Presidente, este proyecto me genera mucha confusión, pues se crea una expectativa que en último término no es real ni respecto a la unidad interdisciplinaria de todas las carreras ni respecto a la calidad.



Yo estoy abierto a que la Comisión Mixta me convenza, siempre y cuando se reúnan las condiciones señaladas. Porque, para mí, el simple hecho de que una carrera pase a ser universitaria no va a garantizar ni unidad de criterios en las distintas disciplinas ni calidad formativa.



Mientras no me otorguen garantías a ese respecto no estaré dispuesto a dar el paso. Prefiero abstenerme y que la Comisión Mixta haga su trabajo.



No me parece adecuado que solo se cambie de estatus: paso del rango de instituto profesional al de universitario. Para mí, eso es un argumento, pero no una condición suficiente. 



Como para mí aquello  no es una condición suficiente, prefiero, por honestidad profesional, abstenerme en esta votación y dejar la puerta abierta para que la Comisión Mixta me convenza de que se hizo algo coherente. Porque, hasta ahora, esto no se ha conseguido ni en la Cámara de Diputados ni en el Senado.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, a estas alturas del debate, quiero justificar mi votación y mi respaldo a la exclusividad de título profesional universitario para las carreras de que estamos hablando.



Tras conversar largamente no solo en la Región sino también con dirigentes nacionales de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética, Tecnología Médica y Terapia Ocupacional, creo más bien, por los argumentos entregados, que no podemos pedir que la iniciativa en debate resuelva, además de la materia contenida en ella, un problema mayor.



--(Aplausos en tribunas).



Sobre la base de las exigencias que tenemos como país en materia de salud y entendiendo la necesidad de enseñanza de calidad, de investigación, de actualización en los avances tecnológicos, todo lo cual se enmarca en la formación universitaria, es evidente  que se requiere exclusividad para el título que se otorga en las carreras individualizadas. 



A eso se orientan las diversas intervenciones habidas en la Sala y los argumentos entregados; es lo que, mayoritariamente, queremos lograr en el texto definitivo.



Sin embargo, ello no implica que acotemos a este texto el debate sobre la calidad de la educación. Es, por cierto, un debate pendiente. Pero no podemos pedir que aquella se garantice mediante el proyecto que nos ocupa esta tarde.



Hay que destacar el trabajo hecho en la materia por los gremios. El diálogo ha permitido no solo garantizar respaldo a esta iniciativa, sino también conversar acerca de otras materias.



Hace pocos momentos una matrona me decía: “Esto también me toca”. Hablamos de la vacuna contra el virus del papiloma humano; de la prevención del cáncer cervicouterino y de cómo avanzar en ello como país, utilizando técnicas modernas. Y me entregó argumentos adicionales para respaldar esta iniciativa.



Espero, sí, que la tramitación no se dilate más de lo necesario.



Se recordó en la Sala el año de presentación de este proyecto: ¡2005!



Ojalá que, sentado el debate y determinado el ámbito de acción, esta iniciativa se convierta en ley con celeridad.



Espero que, en último término, podamos refrendar el trabajo de la Comisión Mixta, para responder a las expectativas de los distintos gremios.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Seré muy breve, señor Presidente.



Partamos por lo básico: apoyo el otorgamiento de la calidad de título profesional universitario a las carreras vinculadas con la salud a que se ha hecho referencia.



--(Aplausos en tribunas).


Existe un relativo acuerdo en torno a la importancia de proceder así. Sin embargo, han surgido intervenciones -no estaba en la Sala, pero las escuché en el Comité PPD- mediante las cuales se le pide a este proyecto resolver cuestiones pendientes en materia de educación superior.



Una cosa es plantear la existencia de carreras universitarias de diez semestres que permitan una mejor formación y la realización de estudios de posgrado, sobre la base del cumplimiento de una serie de requisitos, y otra sostener que las universidades y las carreras actuales son las más adecuadas.



En otros países, especialidades en el ámbito de la salud relacionadas con lo que estamos discutiendo se imparten, a veces, en menos años de duración. Y no todas son universitarias. Pero quiero subrayar algo: se encuentran acreditadas. ¡Si la cuestión que se plantea en Chile es que tienen que ser universitarias y lo relativo a la acreditación!



Sé que es algo que lleva a preguntarse algo así como en dónde hemos vivido. “¿Qué está hablando el Senador Lagos si desde que recuperamos la democracia” -como si antes no hubiera historia- “o en los últimos 25 años se ha aplicado un sistema en el cual se paga una universidad estatal o una privada, algunas con crédito y otras sin crédito, con endeudamiento o sin endeudamiento, y la verdad es que resulta completamente feble a la hora de decir cuál es la calidad de lo que se está enseñando?”.



Comprendo ese debate. Pero no porque no hayamos solucionado el asunto no tenemos que pronunciarnos en particular. Por mi parte, estoy por que las carreras al menos vinculadas con el área de salud sean objeto de una formación rigurosa y exigente. En consecuencia, voy a votar a favor.



Espero, sí, con la mejor buena disposición y espíritu, que la discusión sobre el aseguramiento de la calidad de la educación superior, los requisitos, el financiamiento, el destinatario de recursos estatales, sea en función también de la calidad en las carreras, conforme a la cual asimismo cabe asegurar el pago que se efectúe, ya sea particularmente o por todos los chilenos con sus impuestos. Y, ciertamente, con libertad de enseñanza, etcétera.



Pero tengo la impresión de que ahora conviene concentrarse en si el objetivo principal es el otorgamiento de la categoría de educación universitaria, con carreras de diez semestres, que permitan una formación posterior -a diferencia, a veces, del estudio en otros niveles, como el de técnico superior en institutos profesionales-, y, al mismo tiempo, garantizar para lo que viene un mínimo de personas especializadas.



Si tuviera que recomendarle algo a alguien -no lo hago muy a menudo-, diría que un área en la que Chile presentará carencias y requerirá solucionarlas con premura es la de profesionales vinculados a la salud. El crecimiento y desarrollo de los países redundan en que la población se alimenta mejor, en que vivimos más años, en que se demanda una mejor forma de enfrentar una enfermedad, aspectos que terminan siendo bienes públicos que es preciso satisfacer. Y eso tiene que ofrecerlo un sistema que hoy día no vemos.



“Faltan especialistas”, se dice. No se trata solo de eso. Cuando se emplea ese término, se está pensando siempre en el gran cirujano. Mas igualmente hay especialistas en enfermería, en fonoaudiología, etcétera.



Y a medida que el país crece, ¿qué hacemos en los establecimientos educacionales? Aceptamos e incentivamos que alumnos con dificultades obtengan ayuda adicional, la que es necesario pagar y tiene que existir. Y mi impresión es que todavía estamos un poquito atrasados en ese aspecto.



Así que voto a favor, señor Presidente, para que el proyecto se pueda revisar y se logre una disposición como corresponde.



Muchas gracias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor TUMA (Vicepresidente).- A continuación se encuentra inscrita la Honorable señora Van Rysselberghe.



No se encuentra presente.



Puede intervenir el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, voy a aprobar la proposición de la Comisión de Educación, a fin de que el proyecto sea tratado en una Comisión Mixta.



No comparto el criterio de la Cámara de Diputados en el sentido de que determinadas carreras del área de la salud exhiban la calidad de universitarias y otras no. Creo que la Comisión Mixta asumirá la enorme responsabilidad de resolver bien el punto.



Abrigo la convicción de que aquellas que integran el equipo médico deben tener la calidad de licenciaturas. Hoy día es cada vez más importante la especialización: el diplomado, el grado de magíster, e incluso, el de doctorado. Y observo en nuestros jóvenes -particularmente, en el área de la salud- un tremendo esfuerzo y deseo de capacitarse al más alto nivel, así como de llegar a exigencias universitarias superiores, como la de un posgrado.



Por lo tanto, me parece absolutamente razonable la idea de carreras con la calidad exclusiva de universitarias, y espero que la Comisión Mixta resuelva en esa dirección.



Pero, al mismo tiempo, tengo que hacer presente que es necesario solucionar muy bien la situación de los estudiantes de institutos profesionales. Hay que darles la oportunidad de terminar bien sus carreras y de obtener también, en convenio con universidades, sus respectivas licenciaturas, de tal manera de no cercenarle a nadie los brazos cuando quiera emprender y surgir.



Voto a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, a veces parece que estos fueran temas menores, pero corresponden a decisiones mayores que tiene que tomar una sociedad.



Si se considera lo ocurrido en salud y en educación en los últimos sesenta años, se observan diferencias muy notables. 



En el primer caso, Chile presenta uno de los presupuestos más bajos a nivel de países con un estándar de desarrollo similar, de 18 mil dólares de ingreso per cápita: en el sistema público destinamos no más de 350 dólares por persona al año.



¿Qué sucede, sobre esa base, al comparar con los de la OCDE, que cuentan con mejores infraestructuras y sistemas sanitarios, y registran avances muy superiores en muchos ámbitos?



¿Qué pasa si se hace otro tanto con los Estados Unidos? Este último gasta en salud 9 mil dólares por persona al año, y Chile, 350, como señalé. Pero ¿cuál es la sorpresa? Que, muchas veces, los indicadores comparables demuestran que nuestras cifras son mejores.



Y si nos remitimos al más eficiente modelo en el planeta, que es el inglés, cabe tener en cuenta que allá se está gastando cerca de 5 mil 500 dólares por persona al año en el sistema público de salud, poco menos del doble de lo que gasta Chile, mas nosotros ostentamos numerosos indicadores comparables en atención profesional del parto, cobertura de vacunación, mortalidad infantil, expectativa de vida, los que son relevantes a la hora de hacer un paralelo.



Uno se pregunta, entonces, dónde radica la explicación. Porque, en la comparación de nuestro país con otros de la OCDE, Chile es colista en educación, pero ocupa los primeros lugares desde el punto de vista de la salud.



En primer lugar, menos mal que las políticas en esta última área -lo que diré no va a gustarles a muchos- las han elaborado los médicos y no los abogados y los economistas.



Mas estimo que lo más importante es que hemos hecho una apuesta sistemática por preservar la calidad del recurso humano.



Porque no es la hotelería, anacrónica y deficiente, de nuestro sistema público de salud, de los hospitales y consultorios, lo que define los logros -además, faltan infraestructura, más camas, etcétera-, como tampoco nuestra capacidad tecnológica y nuestro equipamiento, campo totalmente abandonado. 



¿Dónde ha residido justamente la capacidad de Chile de conseguir estos indicadores? Fundamentalmente, en la calidad del recurso humano. Diría que los mejores especialistas en Latinoamérica, durante muchos años, se formaron en nuestro sistema público de salud. No es posible, en consecuencia, que dicho factor no se comprenda ni que se tire por la borda el capital acumulado de la preparación de profesionales con un estándar internacional.



No se trata solo de médicos: cualquier enfermera, matrona, kinesiólogo, terapeuta, tecnólogo médico o fonoaudiólogo que uno saque de Chile y lo ponga en un sistema avanzado de salud en el extranjero va a ser tan competente como el formado en universidades de “países desarrollados”.



Y este es un privilegio. Lo que se está cuestionando acá es eso. Lo que se quiere hacer es una “favelización” de la educación y la salud. ¿Por qué? Porque ello va a significar que el día de mañana tengamos una medicina para ricos, para aquellos que quieran y puedan pagar profesionales de calidad. 



Siempre digo que quisiera que los consultorios tuvieran pediatra, porque es a quien se lleva un hijo enfermo y es, en Chile, el médico de familia de un niño. Y que la mujer pudiera consultar un ginecólogo, porque las que disponen de dinero y presentan flujo vaginal lo hacen. Y las personas con un problema de salud mental van a un psiquiatra. Aquí no contamos con esa posibilidad, sino con profesionales indiferenciados.



Pues bien, lo que justamente se quiere ahora es disponer de tecnólogos, fonoaudiólogos, terapeutas ocupacionales, entre otros, que van a ser de primera o de segunda clase. Las personas que tengan dinero van a acceder a uno de ellos con formación universitaria, y las que no lo tengan, solo podrán recurrir al que se formó en sistemas muchas veces cuestionables.



Ahora, me hago cargo de que en el país no debiera haber formación de ningún profesional de la salud en universidades no acreditadas. Me parece que es un despropósito. Y tenemos que avanzar en la superación del problema. Pero no es posible permitir que,…



--(Aplausos en tribunas).


… con motivo de la falta de acreditación -solicito un minuto para concluir, señor Presidente-, precisamente se ponga en cuestión la mayor fortaleza que ha ostentado Chile en salud.



Insisto en que no se trata de recursos económicos, ni de hotelería, ni de infraestructura, ni de tecnología, sino, fundamentalmente, de calidad del recurso humano. Las personas con más de 10 años de especialidad en todas estas carreras, no solo tienen que atender gente en el sistema público de salud, sino que también son los maestros, los formadores. Al perder ese recurso, estamos perdiendo la capacidad de formar.



Pero si queremos “favelizar” la salud, si queremos que exista una para ricos y otra para pobres, entonces tomemos el camino de que cualquier institución forme en función de una lógica de mercado y no de la calidad y de una política en la materia.



Por eso me parece tan relevante la discusión y lamento mucho lo que pasó en la Cámara de Diputados, donde, sin una reflexión profunda, a mi juicio, se votó en contra de una iniciativa fundamental para la salud pública.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Puede intervenir el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, ojalá que quien me antecedió en el uso de la palabra hubiera leído el proyecto, porque, si lo hubiese hecho, no habría pronunciado el discurso que acabamos de escuchar.



Esto es lo existente en el país. La iniciativa presentada por la entonces Senadora señora Matthei y el Honorable señor Espina apunta a evitar que los institutos sigan impartiendo este tipo de formación de profesionales, algo absolutamente distinto y diametralmente diferente de lo planteado recién.



Cuando discutimos, entonces, vayamos a la raíz del texto. ¿Por qué sus autores nos proponen aprobarlo, lo que lamentablemente no se logró en la Cámara? Existen tres o cuatro razones fundamentales.



Una de ellas es la profunda diferencia entre la instrucción universitaria y la técnica. Y ello es esencial. Se podrá debatir acerca de la calidad de nuestras universidades, sobre si se hallan acreditadas o no, pero no hay duda de que este tipo de carreras corresponden a dicho nivel. Por eso, además, se generan dificultades reales entre las profesiones cuando existen titulados en cinco años y otros en cuatro.



Lo que me hace mayor efecto es que el artículo 112 del Código Sanitario exige un título otorgado por una universidad reconocida por el Estado para poder desempeñar cualquier actividad propia de la conservación y restablecimiento de la salud. Creo que esa norma es la que le da fuerza al proyecto.



Por lo tanto, voy a votar a favor. Estimo que la iniciativa no resuelve lo relacionado con la calidad de la educación superior, pero sí genera un camino completamente claro en el sentido de que en salud, sobre la base de las disposiciones del Código Sanitario, se requiere contar con profesionales universitarios. Y resulta deseable que los establecimientos de ese nivel tomen lo anterior en serio, para que formen aquellos profesionales que, sin ser médicos, corresponden a las carreras que más evolución presentan por el avance tecnológico y los conocimientos que demandan.



Espero que la Comisión Mixta resuelva el asunto y que el proyecto de ley pueda ser aprobado ojalá por unanimidad.



Gracias.



--(Aplausos en tribunas).

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Por 33 votos a favor y 2 abstenciones, se aprueba la proposición de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Votaron las señoras Allende, Goic, Pérez (doña Lily), Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores García-Huidobro y Orpis.  
El señor TUMA (Vicepresidente).- La Honorable señora Muñoz deja constancia de su intención de voto a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor TUMA (Vicepresidente).- De acuerdo con el Reglamento, los señores Senadores que participarán en la Comisión Mixta serán los integrantes de la Comisión de Educación.

ACUERDO SOBRE TRÁNSITO VECINAL FRONTERIZO
ENTRE CHILE Y ARGENTINA, Y SUSTITUCIÓN DE SU ANEXO I

El señor TUMA (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite, aprobatorio del “Acuerdo sobre Tránsito Vecinal Fronterizo entre la República de Chile y la República Argentina”, suscrito en Buenos Aires, Argentina, el 6 de agosto de 2009, y en el proyecto de acuerdo, en primer trámite, aprobatorio del “Acuerdo por el que se sustituye el Anexo I del Acuerdo sobre Tránsito Vecinal Fronterizo entre la República de Chile y la República Argentina de 2009”, suscrito entre las mismas partes por cambio de notas fechadas en Santiago el 23 de agosto de 2013, ambos con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8.154-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 7ª, en 4 de abril de 2012.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 20ª, en 3 de junio de 2014.
)------------------(


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.331-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En primer trámite, sesión 14ª, en 6 de mayo de 2014.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 20ª, en 3 de junio de 2014.
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Haré una breve relación de los dos proyectos de acuerdo.



El objetivo principal del primero de ellos es permitir al titular de la tarjeta de tránsito vecinal (TVF) cruzar la frontera con destino a la localidad vecina del otro país, mediante un procedimiento ágil y diferenciado de las demás categorías migratorias.



La Comisión lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.



El objetivo principal del segundo es sustituir, desde un principio, el Anexo I del acuerdo anterior, con el que entrará en vigor en forma conjunta.



El órgano técnico lo sancionó también por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier, Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, ambos acuerdos se enmarcan dentro de la política de integración y promoción de la paz impulsada por ambos países, que tiene como punto de referencia el Tratado de Maipú de Integración y Cooperación, firmado años atrás por las Primeras Mandatarias Michelle Bachelet, de Chile, y Cristina Fernández, de Argentina.



El Acuerdo sobre Tránsito Vecinal Fronterizo, suscrito en agosto de 2009 en Buenos Aires, corresponde a una iniciativa emprendida hace varios años para facilitar el tránsito de residentes en localidades fronterizas de uno y otro país -por ejemplo, entre Puerto Natales y Río Turbio-, mediante un trámite diferenciado y ágil de control migratorio basado en un documento que los identifique como tales, denominado “Tarjeta Vecinal Fronteriza” (TVF).



Considerando la creciente necesidad de interacción entre comunidades vecinas de un lado y otro del límite internacional, se estableció que el procedimiento estuviera limitado a un espacio territorial concebido bajo el criterio de vecindad inmediata. De este modo, se determinó que el ámbito de aplicación del Convenio se encontraría circunscrito a una nómina de localidades aledañas acogidas al Acuerdo, las que se especifican en un anexo.



Durante el estudio de la iniciativa, la Comisión detectó la existencia de imprecisiones en el contenido del Anexo I del Convenio, lo que planteó a la Cancillería. Por ello, esta última, luego de una revisión por parte de la DIFROL, entró en negociaciones con la parte argentina para subsanar el equívoco, relativo a la ubicación de algunos pasos fronterizos. Ello se llevó a cabo a través de un intercambio de notas entre ambas Partes, lo que permitió corregir los errores sustituyendo el Anexo I.



Presentado el nuevo proyecto, que sustituye el Anexo I y corrige las diferencias observadas, la Comisión aprobó ambas iniciativas, por cuanto constituyen un concreto y decidido paso en pos de la integración vecinal.



Señor Presidente, el Acuerdo con Argentina establece, sin duda, un concepto muy relevante: el de vecindad inmediata, que tendrá impacto directo en la zona más austral de nuestro país, donde existen comunidades de este tipo.



Además, es indudable que en el norte también hay razones más que suficientes para avanzar hacia una política similar. Por eso en la Comisión, dado que ya se superaron problemas de delimitaciones territoriales con Perú -donde se halla, sin duda, la frontera más viva de nuestro país, pues semanalmente transitan miles de personas-, consideramos oportuno reflexionar sobre la utilidad de ir expandiendo el concepto de vecindad inmediata a otros instrumentos bilaterales.



Es evidente que estos son los primeros pasos, señor Presidente, pero esperamos que sean replicados y generalizados en las relaciones entre Chile y Argentina. 



En verdad, hoy el movimiento entre ambas naciones es muy fluido. ¡Muy fluido! Ya para pasar de un territorio a otro basta el carné de identidad. El trámite migratorio es cada vez menos engorroso. Cuando uno sale de Chile ya no necesita llenar un formulario de papel, método que continúan usando otros países.



En todo caso, valoramos tremendamente la Tarjeta de Tránsito Vecinal, así como las correcciones al Anexo I, pues se garantiza que el espíritu del Tratado de Maipú de Integración y Cooperación se vaya haciendo carne. Lo mismo esperamos respecto de este instrumento en cuanto al avance en la integración física, que es otro de sus elementos, a través de pasos fronterizos, túneles de baja altura. Es decir, anhelamos que el tratado se constituya en un marco mediante el cual avancemos en integración y cooperación.



Por lo tanto, la Comisión de Relaciones Exteriores recomienda por unanimidad a la Sala aprobar ambos proyectos de acuerdo.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Algunos señores Senadores me han pedido la apertura de la votación.



¿Habría acuerdo?



--Acordado.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En votación ambos proyectos de acuerdo.



--(Durante la votación).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, el Senador Letelier ha resumido y dado todos los detalles de las dos iniciativas, que por supuesto vamos a votar a favor.



Junto con el Honorable señor Horvath y muchos otros Senadores tenemos un enorme interés en acelerar todos los procesos que digan relación con el hermanamiento, con los flujos, con la posibilidad de que estos más de 5 mil 200 kilómetros de frontera entre Chile y Argentina nos permitan tener con el país vecino múltiples nexos, tan necesarios para todas las regiones, en general, y para las extremas, en particular.



La Tarjeta de Tránsito Vecinal está en uso y ha funcionado bien. Incluso, existen las denominadas “fronteras con una sola cabecera”, ya que antes era obligatorio realizar trámites cuando uno iba o venía de Argentina, situación que ya ha sido corregida desde hace un buen tiempo.



Pocas semanas atrás los Senadores señor Horvath, señora Goic y quien habla acompañamos a la Presidenta de la República en su primera visita como tal a Buenos Aires. En esa ocasión tuvimos la oportunidad de ver todos los mecanismos necesarios para estrechar lazos y vínculos, fundamentalmente en los aspectos humano y comercial.



Y este Acuerdo precisamente potencia esa gestión.



Entre otras cosas, resulta interesante la forma en que hemos estado trabajando y comunicándonos con Argentina en el último tiempo. En el caso de las Fuerzas Armadas, la labor llevada a cabo por ambas naciones ha posibilitado realizar procesos que antes eran absolutamente impensados.



Lo anterior da cuenta, primero, del hermanamiento entre ambos países, y segundo, del muy buen nivel en que se encuentran las relaciones entre Chile y Argentina o Argentina y Chile.



Me ha tocado el honor de presidir en dos oportunidades la Comisión Parlamentaria Conjunta Chileno-Argentina. Y la verdad de las cosas es que uno solo ve deseo y buena voluntad para estrechar lazos.



Por lo tanto, si tenemos por delante este desafío de obligarnos a tener más vínculos en una de las fronteras comunes más grandes del mundo (5 mil 200 kilómetros), debemos completar lo que está pendiente: el libre tránsito de personas por los pasos entre Argentina y Chile.



Es cierto que existen problemas fitosanitarios que hacen más complejo el intercambio comercial, pero en el caso del tránsito de personas este instrumento resultará muy importante.



Ahora, específicamente en el caso de Río Turbio y Puerto Natales, el uso de la Tarjeta de Tránsito Vecinal es pan de todos los días. Incluso, el hecho de transitar, ir a comprar y abastecerse al otro lado de la frontera tiene un efecto positivo en la economía diaria del natalino, del magallánico. De otra forma, no podrían obtener prestaciones médicas, ni muchos de ellos proseguir estudios superiores (lo hacen en Argentina). ¡Ni hablar del abastecimiento!



Entonces, estos acuerdos son tremendamente necesarios. 



Por eso, vamos a votar a favor ambos instrumentos, esperando encontrar vías que el día de mañana nos permitan expandir este mecanismo, a fin de contar con fronteras absolutamente fluidas para el libre tránsito de personas.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, el Acuerdo entre Chile y Argentina nace fundamentalmente, por una parte, para cumplir un tratado con el MERCOSUR, y por otra, para facilitar el movimiento expedito de las personas mediante una tarjeta especial.



Si uno revisa el Anexo I, donde se halla el listado de localidades fronterizas a las cuales se aplicará en principio este mecanismo, ve que una gran cantidad de zonas corresponden a la Patagonia chilena. Me refiero a la comuna de Cochamó, a la provincia de Palena y a las regiones de Aysén y de Magallanes.



Además, algunos de estos pasos no están físicamente habilitados para vehículos: Las Pampas-Lago Verde, Lago Puelo-Cochamó, El Manso-El León, Calafate-O’Higgins (Río Mayer), Calafate-O’Higgins (Río Mosco) y Calafate-O’Higgins (Lago San Martín-O’Higgins), donde es más probable el paso Teniente Merino-Laguna del Desierto.



Otros sí tienen alguna habilitación.



En el caso de nuestra región, existe un movimiento enorme en términos relativos en el paso Jeinimeni, que une a Chile Chico con la localidad argentina de Los Antiguos.



Debemos tener en perspectiva que hay más chilenos en la Patagonia argentina que en nuestra Patagonia. Estoy hablando de que en el vecino país alrededor de 500 mil habitantes son chilenos o de origen chileno, mientras que en nuestro territorio con dificultad llegamos a 270 mil. Esa es más o menos la relación.



Por lo tanto, el movimiento no es solo por la actividad económica o turística, sino también debido a que existe mucho vínculo social y familiar. Ese contacto, desde luego, debemos representarlo y facilitarlo.



Hago presente que ciertos pasos no se encuentran habilitados porque cuando acompañamos a la Primera Mandataria, Michelle Bachelet, a la Argentina, en su primera visita de Estado, para reunirse con su par Cristina Fernández, se modificó el acuerdo y se ampliaron de 13 a 26 los pasos fronterizos.



Señalé que resulta fundamental habilitar los pasos que mencioné, tanto por el lado chileno como por el lado argentino, porque mucha gente debe atravesarlos a pie o a caballo. Y la idea es que, existiendo las rutas, mediante una pequeña inversión en un puente o en el arreglo de una huella, tengamos un tránsito más expedito y, paralelamente, avancemos en el proceso de integración mediante proyectos conjuntos, como el que se pretende realizar entre la Región de Aysén y la provincia de Chubut, de un tren transoceánico que uniría el Atlántico, en Comodoro Rivadavia, con el Pacífico, en Puerto Chacabuco, y otras instancias tendientes a mejorar las condiciones de nuestros transportistas.



Lo digo por las regiones que representamos con el Senador Bianchi (Palena, Aysén y Magallanes), donde nuestros transportistas tienen que pasar por territorio argentino y no solo deben cumplir con las exigencias que les imponen allí, sino que también muchas veces se ven expuestos a arbitrariedades: dependiendo de la persona que los fiscalice serán las condiciones que les fijen.



En tal sentido, aún tenemos que hacer grandes esfuerzos para que la relación de amistad con nuestros países vecinos se convierta en realidad.



De otro lado, al haber una ocupación pacífica de la frontera, desde luego no habrá problemas de límites, cuestión que igualmente hay que saber superar.



Por eso, apruebo este avance.



Gracias.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, seré muy breve.



En el mensaje se establece de manera expresa cuáles son los pasos que beneficiaría este acuerdo, los que, básicamente, se hallan concentrados entre las Regiones Novena y Duodécima.



Por lo tanto, la pregunta que se plantea en esta Sala es qué pasa con el resto del país, en especial en las zonas vecinales con Argentina. ¿Se puede o no aplicar este Convenio?



De acuerdo a lo señalado en la página 4 del informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, la respuesta categórica es que sí se podría aplicar. Porque en el inciso final del artículo 1° del Acuerdo se establece que las partes pueden ampliar el Anexo I a través de una comunicación por la vía diplomática. 



Estoy pensando en el norte y en otros puntos de Chile. Porque lo que la tarjeta facilita, evidentemente, es el tránsito de personas. Y acotarlo solo a los pasos que se indican en el mensaje y que constan en el Anexo del Convenio limitaría las posibilidades.



Sin embargo, el inciso final del artículo 1° permite, a partir de la aprobación del Acuerdo en los términos establecidos, ampliar el Anexo I directamente por la vía diplomática respecto del resto de las regiones de nuestro país que registran las mismas características de vecindad que los pasos ya mencionados en el instrumento.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, escuché con mucha atención los discursos de los Senadores que me antecedieron. Creo que todos son muy partidarios del Convenio que nos ocupa, al igual que yo.



Siento que, tal como lo plantearan los Senadores Bianchi, Horvath y Orpis, quienes representan a regiones contiguas a los países vecinos y en donde hay mucho tráfico y tránsito de personas, debemos avanzar en esta materia.



Sin embargo, pienso que debemos tener fronteras fluidas, tránsito expedito, pero para vecinos y extranjeros que vengan a aportar: con trabajo, con inversión, con profesión.



Por eso, señor Presidente, quiero recalcar algo que he expresado en otras oportunidades a los distintos Ministros del Interior que hemos tenido en estos años: es indispensable un intercambio de bases de antecedentes con las naciones vecinas.



Hace poco escuché la discusión de un sector político de nuestro país que se oponía a que se intercambiaran antecedentes con Estados Unidos a propósito de la Visa Waiver.



Señor Presidente, creo que la gente que respeta la ley, la gente honesta, no tiene nada que temer. Pero si bajamos nuestras barreras y exigencias y establecemos una frontera y tránsito fluidos sin intercambio de bases de antecedentes -esta información no la he inventado yo, sino que me la han señalado las policías-, los delincuentes menores (clonadores de tarjetas, carteristas, prostitutas) ingresarán a nuestro país sin ningún problema. Incluso algunos de ellos no proceden de Argentina o de Perú, pero ingresan a esas naciones y después pasan a Chile.



Yo siento que se ha hecho demasiado común ver en la prensa noticias de extranjeros que no llegan a nuestro país a trabajar o a aportar, sino a cometer delitos. Y no figuran en las bases de antecedentes, porque las policías hoy día solo disponen de datos de delincuentes que han cometido delitos más graves y que se hallan encargados por la Interpol u otras entidades policiales.



Si no determinamos ese tipo de intercambio, tendremos un problema extraordinariamente serio que va a dañar a la gente honesta (a los vecinos y extranjeros que quieren venir a hacer turismo, a trabajar, a aportar) por culpa de quienes, por el contrario, salen arrancando de sus países y llegan al nuestro a cometer delitos.



Por lo tanto, junto con dar mi apoyo a estos proyectos de acuerdo, quiero pedir que se oficie al señor Ministro del Interior con la finalidad de que se haga un esfuerzo especial para establecer un intercambio de información sobre personas reportadas en sus respectivos países por delitos menores y que, por lo mismo, no aparecen en los registros de la Interpol ni en los encargos de mayor importancia.



Considero que ello es indispensable.



En todas las naciones donde se han aprobado convenios para el tránsito fluido de personas se ha incluido también el intercambio de antecedentes.



A mi juicio, eso le haría bien a Chile y también a quienes viajan acá a realizar un aporte.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, la verdad es que uno se alegra de que estemos aprobando hoy día estos proyectos de acuerdo.



Yo creo que la reflexión que uno hace acá -pensando en quienes no conocen la Región de Magallanes; en los mineros del Turbio; en las localidades fronterizas, donde la integración ha sido parte de la historia- es cómo cosas más bien administrativas cuesta tanto que avancen. 



¡Cuántos comités de fronteras llevan discutiendo estos temas!



Entonces, hoy día damos un paso interesante.



La Tarjeta de Tránsito Vecinal permite a los habitantes de una localidad contigua del país vecino un procedimiento más expedito para cruzar la frontera. Facilita el trámite. Uno dice: “Esto debimos haberlo tenido hace rato”.



Conversé hace poco con el Gobernador de la provincia de Última Esperanza, quien me recordaba las historias de los mineros del Turbio, sobre todo en momentos en que aquello funcionaba.



Yo le comenté que justamente en reconocimiento a eso la implementación de este régimen de tránsito vecinal fronterizo parte en los pasos internacionales Dorotea y Casas Viejas.


Pero yo siento que necesitamos poner más celeridad en fronteras que en la práctica -para el intercambio cultural, familiar, comercial, laboral, en fin- no existen.



Entonces, uno espera que el trabajo que realizamos nosotros desde la diplomacia parlamentaria, la labor que efectúa la Cancillería, los encuentros de comités de fronteras, den cuenta de tal necesidad y haya resultados que permitan efectivamente avanzar con mayor premura.



Hay tantos aspectos a partir de los cuales podemos generar mejor calidad de vida tanto para los habitantes de este lado de la frontera, como también para quienes se encuentran en Argentina, sobre todo en el caso de la Patagonia. Sería recuperar un poco, quizás, la tradición de nuestros abuelos, bisabuelos, que cruzaban libremente de un país a otro. ¡Hay tanto de eso!



Me alegro, pues, de que hoy día estemos respaldando estas iniciativas, pero también debo manifestar aquello.



Ojalá este sea un paso. Quedan todavía muchos temas pendientes para tener fronteras integradas, para facilitar el intercambio.



Se trata de un Acuerdo beneficioso para nuestro país, para la gente que vive en la Región de Magallanes, pero confiamos en que se pondrá el pie un poquito más en el acelerador en esta materia. La voluntad ya se expresó. Lo recordamos los Senadores que acompañamos a la Presidenta en su última visita de Estado a la República Argentina. El ánimo existe. Y siento que hay condiciones propicias para avanzar con mayor celeridad.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, muchos se preguntarán por qué estamos votando dos informes.



Lo hacemos porque en el texto original (boletín número 8.154-10), el entonces Senador Kuschel, como miembro de la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado (que actuaba como Cámara revisora), encontró un error en la ubicación de tres pasos fronterizos de nuestro país: Mamuil Malal, Cardenal Samoré y Río Manso, los cuales aparecían situados en comunas a las que no pertenecían.



Por lo tanto, ese órgano técnico tuvo que emitir otro informe y ajustar los datos con la hermana República Argentina.



Ese es el motivo de que, en esta oportunidad, estemos votando ambos informes.



En segundo lugar, valoro el avance que estamos alcanzando en la integración con Argentina.



La Tarjeta Vecinal Fronteriza, o TVF, es un instrumento para que quienes efectivamente viven en zonas contiguas a la frontera y, día a día, deben trasladarse de un lugar a otro, tengan una tramitación administrativa más expedita en el paso fronterizo.



Por eso, estimo muy importante el adelanto que estamos logrando, y, tal como lo han manifestado los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, con quienes participamos en la visita de la Presidenta de la República a Argentina, este acuerdo y la decisión de suscribirlo vienen acompañados de la proyección de duplicar los pasos entre ambos países. Y pienso que ello va en el camino de la integración.



Me parece que debiéramos empezar a observar el proceso que vivió Europa. Hoy día, se puede transitar de un país a otro a través de sus fronteras en forma absolutamente libre. Y, a mi juicio, esa es la manera real de integrar a las naciones.



Eso sí, sin duda tenemos problemas serios, como el fitosanitario. Estamos obligados a mantener nuestra condición de país libre de plagas y necesitamos conservar los resguardos pertinentes, sobre todo en relación con áreas más complejas, para conservar nuestro patrimonio fitosanitario.



Por eso, señor Presidente, el trabajo realizado por la Comisión de Relaciones Exteriores, al aprobar por unanimidad estos informes, apunta en el sentido correcto: acelerar los trámites burocráticos que deben realizar quienes viven en zonas fronterizas.



Cabe recordar lo que esto ha significado para la zona de Los Antiguos y Chile Chico, cuyos habitantes históricamente se han abastecido más en Argentina que en nuestro país. En definitiva, este Acuerdo permitirá mayor fluidez en la conexión entre ambas naciones.



Asimismo, hay otros pasos fronterizos fundamentales para las personas que viven en zonas contiguas. Pero esta tarjeta está destinada a quienes demuestren tal condición, no a cualquier chileno, respecto a los pasos que se indican.



Por otro lado, es relevante señalar que esto no es únicamente para las personas, quienes pueden permanecer hasta un máximo de 7 días en las Repúblicas de Argentina y de Chile, respectivamente; también incluye a los vehículos particulares.



Por consiguiente, en nombre de la UDI, voto a favor de ambos proyectos de acuerdo.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, por información que me ha entregado el Senador García-Huidobro, en su nombre y en el mío, deseo efectuar un especial reconocimiento al ex Senador Carlos Ignacio Kuschel.



Estamos tramitando aquí dos proyectos de acuerdo que dicen relación prácticamente con la misma materia.



El signado con el número de boletín 9.331-10, aprueba el “Acuerdo por el que se sustituye el Anexo I del Acuerdo sobre Tránsito Vecinal Fronterizo entre la República de Chile y la República Argentina de 2009”.



¿Y por qué se sustituye el Anexo I? Porque, a raíz de la tramitación del proyecto de acuerdo que lleva el N° de boletín 8.154-10, que aprueba el Acuerdo sobre Tránsito Vecinal Fronterizo entre Chile y Argentina, el entonces Senador Kuschel se percató de que ese Anexo I tenía errores relativos a la ubicación en nuestro país de tres pasos internacionales: Mamuil Malal, situado en la comuna de Curarrehue; Cadenal Samoré, en la de Puyehue, y Río Manso, en la de Cochamó.



A raíz de la intervención y de la rigurosidad con que trabajó en esta materia el entonces Senador Kuschel, se produjo un intercambio de notas entre ambas Cancillerías destinadas a corregir, en consecuencia, el Anexo I. Por ese motivo -repito-, ahora estamos votando estos dos proyectos de acuerdo.



A la distancia, enviamos un saludo y un enorme reconocimiento al ex Senador Kuschel, porque, sobre todo tratándose de legislación internacional, resulta básico tener claridad en los nombres de los pasos fronterizos y de las comunas a las que corresponden, porque todo debe estar siempre en orden.



Ahora, en concreto, el proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo sobre Tránsito Vecinal Fronterizo entre las Repúblicas de Chile y de Argentina (boletín N° 8.154-10) crea una Tarjeta Vecinal Fronteriza que permitirá a las personas cruzar la frontera con destino a la localidad contigua del país vecino mediante un procedimiento ágil y diferenciado, y permanecer en él por un plazo máximo de 7 días corridos, a contar del último ingreso.



Me parece muy importante poseer esa tarjeta, porque va a facilitar el intercambio y, sobre todo, permitirá que tanto ciudadanos chilenos residentes en localidades fronterizas con Argentina como quienes viven en sectores contiguos en el país vecino puedan contar con un tránsito muy expedito y ser favorecidos con las ventajas que uno y otro país entregan a sus ciudadanos.



A mi juicio, señor Presidente, el acuerdo alcanzado es bueno. Ambas naciones tienen una extensa frontera común, y debemos efectuar los mayores esfuerzos para cuidarla entre todos y -como ya señalé- favorecernos con ella.



Por otro lado, esto no solo facilitará el tránsito fluido de los residentes en las localidades aledañas, sino también el de los vehículos. Así, se permitirá ingresar vehículos automotores de uso particular, que deberán contar con una póliza de seguro.



El Acuerdo consagra que los referidos medios de transportes podrán circular libremente dentro de la localidad fronteriza de la otra parte, pero no confiere el derecho de permanecer en forma definitiva en ella.



A mi juicio, señor Presidente, esto constituye un avance, y voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban en general y en particular ambos proyectos de acuerdo (24 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Orpis, Prokurica, Quinteros, Tuma y Andrés Zaldívar.



No votó, por estar pareada, la señora Allende.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIO

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



A la señora Ministra de Salud, a la señora Directora de FONASA y al señor Secretario Regional Ministerial de Salud de Magallanes y de la Antártica Chilena, pidiéndoles contar con ESPECIALISTAS EN SALUD DE PRIMER NIVEL Y CONVENIOS CON CENTROS MÉDICOS PRIVADOS PARA DUODÉCIMA REGIÓN.


Del señor GARCÍA:



Al señor Director del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura, solicitándole FISCALIZACIÓN POR AUMENTO DE PESCA FURTIVA EN ZONA LACUSTRE Y CORDILLERANA DE LA ARAUCANÍA, y al señor Director Regional de la Oficina Nacional de Emergencia, pidiéndole información acerca de FALTA DE ABASTECIMIENTO EN REDES DE DISTRIBUCIÓN DE AGUA PARA EMERGENCIAS EN VILLARRICA.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Justicia y al señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, requiriéndoles REVERSIÓN DE MEDIDA DE ENVÍO DE INTERNOS DESDE ZONA CENTRAL A REGIONES.


Del señor PROKURICA:



Al señor Superintendente de Seguridad Social, al señor Superintendente de Salud y al señor Director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio, solicitándoles pronunciamiento sobre EXCESIVA TARDANZA DE HOSPITAL VAN BUREN, DE VALPARAÍSO, EN INTERVENCIÓN QUIRÚRGICA A PACIENTE DE COMUNA DE HUASCO.
)---------------(


--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido Renovación Nacional, Partido Socialista, Independientes y Partido MAS, Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente y Partido Por la Democracia e Independiente, ningún señor Senador interviene.

)------------------(
El señor TUMA (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 18:50. 








Manuel Ocaña Vergara, 








 Jefe de la Redacción.
ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 362

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 16ª, ORDINARIA, EN MARTES 13 DE MAYO DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretaria General de la Presidencia, y de Economía, Fomento y Turismo, señora Ximena Rincón y señor Luis Felipe Céspedes, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_______

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 14ª, ordinaria, de 6 de mayo, y 15ª, ordinaria, de 7 de mayo, ambas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Oficios


Tres de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los dos primeros, comunica que dio su aprobación a las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que aumenta bonificación por calidad de satisfacción al usuario, para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, establecida en la ley N° 20.342 (Boletín N° 9.288-05) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.


2.- Proyecto de ley que establece el nuevo Código Procesal Civil (Boletín N° 8.197-07) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el último, expone que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que modifica la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, disponiendo funciones y atribuciones para el Presidente del Consejo Regional (Boletín       N° 9.294-06).

- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, respecto de la enmienda recaída en el artículo 17, que pasó a ser 18, del proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (Boletín Nº 8.829-01).


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo 5°, numerales 1°, inciso primero, y 3° del Código de Justicia Militar.


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.

De la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia


Contesta acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señor Harboe, señora Goic y señores Araya, De Urresti, Guillier, Letelier, Montes y Pizarro, respecto de la posibilidad de interceder ante el Consejo de Defensa del Estado para que se ponga término, por vía de equivalentes jurisdiccionales, a las causas en que sean actores ex prisioneros de la Isla Dawson y se abstenga, asimismo, de alegar la prescripción extintiva (Boletín Nº S 1.644-12).

Del señor Ministro de Obras Públicas


Responde solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, relativa al calendario definitivo de inicio y término de las obras de la ruta 60 CH, correspondientes al tramo Panquehue, que se encuentran pendientes desde el año 2002.

Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura


Atiende consulta, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en materia de atribuciones fiscalizadoras del uso de acumuladores de aire fabricados en acero inoxidable por los buzos mariscadores básicos en sus actividades extractivas.

Del señor Subsecretario del Medio Ambiente (S)


Refiere que atendida la materia en consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, remitió los antecedentes a la Superintendencia de Medio Ambiente.

Del señor Director Nacional (PT) del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a la identificación de las empresas consultoras que han ejecutado planes pro empleo en las comunas de Hualpén y Talcahuano, en los últimos tres años.

De la señora Directora del Fondo Nacional de Salud


Responde consultas, formuladas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativas al uso ilegal del seguro de incapacidad laboral y a casos de derivaciones indebidas al sistema de salud público por parte de las mutuales.

Del señor Alcalde de la Municipalidad de Yumbel


Absuelve consulta, remitida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, precisando que en esa comuna no existen ordenanzas tendientes a determinar zonas preferentes para la instalación de antenas de telefonía móvil.

Del señor Secretario Técnico del Gobierno Regional de

Magallanes y la Antártica Chilena


Adjunta oficio enviado por la señora Directora (S) del Servicio de Salud Magallanes al señor Subsecretario de Redes Asistenciales, en respuesta a la solicitud de antecedentes, formulada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre dificultades y carencias en la atención de salud de los vecinos de la provincia de Última Esperanza, en particular de la comuna de Puerto Natales.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Hacienda, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual requiere el acuerdo del Senado para nombrar como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública al señor Eduardo Abarzúa Cruz, hasta el 29 de julio de 2016, en reemplazo del señor Rodrigo Egaña Baraona (Boletín Nº S 1.657-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a la maternidad, la paternidad y la vida familiar y establece un permiso por matrimonio del trabajador (Boletín          N° 5.907-13).


- Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Espina, Allamand, Chahuán, García y Prokurica, con la que se da inicio a un proyecto de ley que fortalece la protección de los miembros de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones frente a las agresiones de que son objeto en el cumplimiento de su deber de resguardar a la ciudadanía (Boletín N° 9.350-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema para el efecto de lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Constitucional.


De la Honorable Senadora señora Allende, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para determinar los días hábiles e inhábiles respecto del derecho a feriado anual (Boletín N° 9.349-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Del Honorable Senador señor Letelier, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura y regula el derecho de algueros, recolectores de orilla y buzos apnea para morar en las tierras contiguas hasta la distancia de ocho metros de la playa (Boletín           N° 9.342-21).


- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores García, Horvath, Orpis y Pizarro, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley que establece el sistema institucional para el desarrollo del turismo con el fin de autorizar a los municipios para que soliciten la declaración de zona de interés turístico.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Goic y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Orpis y Quinteros, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República que se envíe una nota de protesta diplomática contra el programa japonés de caza científica de ballenas minke en el Pacífico y se comunique dicha medida a la Comisión Ballenera Internacional (Boletín Nº S 1.659-12).


De los Honorables Senadores señores De Urresti, Harboe, Horvath, Navarro y Quinteros, con el que piden a S. E. la Presidenta de la República que instruya a las autoridades competentes para consultar, en el año 2015, recursos presupuestarios que financien diversas acciones y medidas inherentes al Plan de Descontaminación Atmosférica, Estrategia 2014-2018 (Boletín Nº S 1.660-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria de mañana, el oficio de S.E. la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití (Boletín S 1.656-05).


2.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que regula la competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos (Boletín Nº 9.201-03), hasta el lunes 9 de junio próximo a las 12:00 horas, las que deberán presentarse en la Secretaría de la Comisión de Economía.


3.- Transmitir por TV Senado, en vivo, la Hora de Incidentes, considerando que: cada Senador o Senadora que intervenga podrá hacer uso     -como máximo- del tiempo de su Comité más el de otro que así lo autorice por escrito.

_________

Posteriormente, el Honorable Senador señor García solicita obtener el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores Horvath, Orpis y Pizarro, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, que modifica la ley que establece el sistema institucional para el desarrollo del turismo con el fin de autorizar a los municipios para que soliciten la declaración de zona de interés turístico, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.

_________

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el Código Aeronáutico, en materia de transporte de pasajeros y sus derechos, con informe de la Comisión de Transportes y

Telecomunicaciones

La señora Presidenta anuncia que corresponde continuar ocupándose de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que tiene los Boletines N°s 4.595-15 y 4.764-15, refundidos, y respecto del cual -en sesión de fecha 9 de abril pasado- se solicitó segunda discusión.

- - -


Puesta en segunda discusión la modificación introducida por la Honorable Cámara de Diputados, la señora Presidenta otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Pizarro, Bianchi y Quinteros, señora Van Rysselberghe y señores Tuma y Coloma.


Cerrado el debate y sometida a votación dicha enmienda, es rechazada por 34 votos en contra.

Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker, (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto negativo, los Honorables Senadores señores Harboe, Moreira, De Urresti, Ossandón y Chahuán, señora Goic y señores Navarro, Orpis y García-Huidobro.

- - -


A continuación, la señora Presidenta señala que, en atención a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, para lo cual propone que la integren, de conformidad a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Así se acuerda.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

_________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Pérez Varela, Tuma y Walker, don Patricio, y del ex Senador señor Gómez, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en materia de reelección de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y

Reglamento

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 9.232-07.

Añade que el principal objetivo de la iniciativa es eliminar la prohibición de que los integrantes del Comité de Auditoría puedan ser reelegidos en sus cargos una vez concluido el período de seis años para el cual fueron designados, según lo prescribe el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro y Walker (don Patricio) y ex Senador señor Larraín Peña.

Posteriormente, anuncia que el Honorable Senador señor Zaldívar ha presentado una indicación que será considerada en su oportunidad.

- - -


Seguidamente, la señora Presidenta pone en discusión el proyecto, en general y en particular, y ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Tuma, García, Quinteros, Walker (don Patricio) y Prokurica y señora Pérez San Martín. 


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 31 votos a favor y 2 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Zaldívar, Araya, Navarro, Pizarro, Pérez Varela y Guillier.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Prokurica y Quinteros.

- - -

La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 19 de mayo de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología


La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.335-24. 


Añade que el objetivo principal del proyecto es propiciar condiciones que permitan a los artistas populares hacer uso del espacio público con dignidad, a fin de lograr un equilibrio en el uso de dichos espacios, que permita una convivencia armónica y de mutuo beneficio entre el desarrollo de las distintas expresiones artísticas y los demás agentes de la sociedad.

Destaca que la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Navarro y Walker (don Ignacio), y el ex Senador señor Cantero.

Finalmente, hace presente que el proyecto contiene normas de carácter orgánico constitucional.

- - -


Luego, se pone en discusión en general el proyecto y se otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Ignacio) y Quinteros, señora Von Baer y señor Ossandón.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 26 votos a favor y uno en contra, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Espina, De Urresti y García, señora Van Rysselberghe y señor Guillier.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Ossandón.
- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 9 de junio de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Luego, la señora Presidenta señala que ha concluido el Orden del Día.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Bianchi, García, Harboe y Prokurica, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La señora Presidenta anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 17ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 14 DE MAYO DE 2014



Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende.



Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurre, asimismo, la Ministra de Salud, señora Helia Molina. Asisten, también, los Subsecretarios de Redes Asistenciales y de Salud Pública, señora Angélica Verdugo y señor Jaime Burrows, respectivamente; el Superintendente de Salud, señor Sebastián Pavlovic, y la Directora del Fondo Nacional de Salud, señora Jeanette Vega.

Actúa de Secretario General, el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda.
_________



La señora Presidenta recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a la misma del Subsecretario de Salud Pública, señor Jaime Burrows, y del Superintendente de Salud, señor Sebastián Pavlovic, a lo que ésta accede.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas y constancias de los Honorables Senadores respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por otras autoridades, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

El estado del sistema de salud pública chileno


La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia e informa que se ha citado a esta sesión especial por petición de los Comités Partido por la Democracia e Independiente, Partido Demócrata Cristiano e Independiente, y Partido Socialista.
- - -


A continuación, y en lo relativo a la materia objeto de la sesión, se otorga el uso de la palabra a la señora Ministra de Salud.



Seguidamente, intervienen los Honorables Senadores señores Rossi y Chahuán, señoras Pérez San Martín y Van Rysselberghe, señor Girardi, señora Goic y señores Bianchi, Montes, García, Navarro, Quintana, Horvath, Ossandón, Letelier y García-Huidobro.

- - -



En su momento, la Mesa recaba la anuencia de la Sala para prorrogar la hora de término de la sesión por quince minutos, lo que así se acuerda.

- - -



Finalmente, la señora Presidenta anuncia que, habiéndose cumplido el objetivo de la sesión, ésta se levanta.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 18ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 14 DE MAYO DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Defensa Nacional; Secretaria General de la Presidencia, y Secretario General de Gobierno, señor Jorge Burgos, señora Ximena Rincón y señor Álvaro Elizalde, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario de Defensa, señor Marcos Robledo, el Jefe del Estado Mayor Conjunto, Vicealmirante José Miguel Romero, y el Director de Seguridad del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Alfredo García.


Actúa de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario el titular y el subrogante, señores José Luis Alliende Leiva y Julio Cámara Oyarzo, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 14ª, ordinaria, de 6 de mayo, y 15ª, ordinaria, de 7 de mayo, ambas del presente año, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Oficios

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto del artículo 2.331 del Código Civil.


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.

De la señora Ministra de Desarrollo Social


Atiende solicitud, enviada en nombre del Honorable Senador señor García, relativa a la posibilidad de comprar terrenos para las familias mapuches del sector de Nigue, en la comuna de Toltén, en prevención del riesgo de un tsunami; petición a la que adhirió el Honorable Senador señor Tuma.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Responde solicitud de revisión, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Goic, sobre la reclamación pendiente de don Pedro Silva Bontes quien fue llamado a retiro del Ejército, en 1995, sin considerar la enfermedad invalidante permanente que le aquejaba.

Del señor Jefe de la División de Planificación y Presupuestos,

Ministerio de Educación


Da respuesta a petición, remitida en nombre del Honorable Senador señor Quintana, para que se evalúe la crítica situación financiera que enfrenta la I. Municipalidad de Galvarino en el ámbito de la educación y se consideren vías para su solución.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de S. E. la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití (Boletín Nº S 1.656-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República).


- En virtud de lo acordado por los Comités, queda para la Tabla de esta sesión.


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica (Boletín N° 9.155-07) (con urgencia calificada de “simple”).


- Queda para Tabla.

Mociones


De la Honorable Senadora señora Allende, con la que inicia un proyecto de ley sobre degradación militar en el caso de traición a la patria, y en los casos de violaciones a los derechos humanos, genocidio o crímenes de lesa humanidad, en el Código de Justicia Militar (Boletín N° 9.351-02).


- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.


De los Honorables Senadores señores Letelier y García-Huidobro, con la que dan inicio a un proyecto de ley que declara feriado el día 2 de octubre de 2014 para la comuna de Rancagua (Boletín N° 9.353-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


De los Honorables Senadores señores Navarro, De Urresti y Quintana, con la que inician un proyecto de ley que restringe el uso de testigos protegidos en diversos cuerpos legales (Boletín N° 9.354-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Horvath y Prokurica, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Sanitario a fin de sancionar a quien administre o posea un vertedero clandestino (Boletín N° 9.352-11).


- Pasa a la Comisión de Salud.

Declaración de inadmisibilidad


Moción del Honorable Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.168, Ley General de Telecomunicaciones, en casos de catástrofe.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyectos de acuerdo


De la Honorable Senadora señora Allende, con el que pide a S. E. la Presidenta de la República que tenga a bien disponer el envío de una norma aclaratoria del precepto contenido en la letra b) del artículo único de la ley N° 19.143 que permita a las comunas que se benefician con el pago de patentes mineras invertir en distintos ámbitos (Boletín Nº S 1.661-12).


De los Honorables Senadores señora Allende y señor Prokurica, con el que piden a S. E. la Presidenta de la República que tenga a bien disponer el envío de una norma aclaratoria del decreto ley N° 3.501, de 1980, a fin de salvar las objeciones de la Contraloría General de la República a los pagos efectuados por las municipalidades por concepto de incremento previsional (Boletín Nº S 1.662-12).


De los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Allende y señores Bianchi y Chahuán, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República adoptar medidas que permitan suspender los trámites judiciales iniciados como consecuencia de los pagos municipales por concepto de incremento previsional que han sido reparados por la Contraloría General de la República (Boletín Nº S 1.663-12).


De los Honorables Senadores señores Prokurica, Chahuán, Espina, García, Horvath, Navarro y Ossandón, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República otorgue urgencia al proyecto de ley, actualmente en la Cámara de Diputados, que establece una asignación de función penitenciaria para el personal de Gendarmería de Chile (Boletín Nº S 1.664-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Prokurica pide recabar el acuerdo de la Sala para incorporar en el Orden del Día de esta sesión los proyectos de acuerdo signados con los Boletines Nºs S 1.662-12 y S 1.663-12, de los que se ha dado cuenta.


Se accede a lo solicitado.

- - -


Posteriormente, el Honorable Senador señor Orpis solicita obtener el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara, que modifica la ley Nº 18.168, Ley General de Telecomunicaciones, en casos de catástrofe, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.
- - -


Luego, el Honorable Senador señor Horvath pide obtener la conformidad de la Sala para que la Comisión Especial destinada a abordar la catástrofe por el incendio en Valparaíso pueda sesionar en paralelo. Se accede.

- - -


Finalmente, la Sala acuerda poner en primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del próximo martes 20 de mayo, el proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en vídeo y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (Boletín N° 9.245-07).
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Oficio de S.E. la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de un año, la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional,

unidas

La Mesa anuncia que corresponde considerar el asunto de la referencia, y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Defensa, señor Marcos Robledo, del Jefe del Estado Mayor Conjunto, Vicealmirante José Miguel Romero, y del Director de Seguridad del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Alfredo García. Se accede.

El señor Secretario General señala que la solicitud ha sido individualizada con el Boletín N° S 1.656-05 y tiene la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


Agrega que las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, dejan constancia de los fundamentos del Gobierno para mantener la presencia militar en la Misión de Naciones Unidas en Haití, prorrogando al efecto el mandato hasta el 31 de mayo de 2015.

Destaca que a la sesión de esas Comisiones unidas asistieron el Ministro y el Subsecretario del Ministerio de Defensa Nacional, el Jefe del Estado Mayor Conjunto y otros personeros de la Cartera de Defensa Nacional y del Estado Mayor Conjunto.

Finalmente, informa que, luego de analizar los antecedentes relativos a esta materia, las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, aprobaron la solicitud del Ejecutivo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, García-Huidobro, Guillier, Lagos, Letelier, Pérez Várela, Pizarro y Prokurica. 
- - -


Enseguida, se pone en discusión la solicitud de S. E. la Presidenta de la República y se otorga la palabra al señor Ministro de Defensa Nacional. Intervienen, también, los Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro y Prokurica.

Cerrado el debate y puesta en votación dicha solicitud, es aprobada por 30 votos a favor, uno en contra y 3 abstenciones.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Allamand, Letelier, Pérez Varela y Walker (don Ignacio).


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Coloma, quien fundamenta su decisión.

Se abstienen, los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Matta y Orpis. 


Fundamenta su abstención, el Honorable Senador señor Orpis.
- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto positivo el Honorable Senador señor Horvath.

- - -


Finalmente, interviene el señor Ministro de Defensa Nacional.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.

_________

Oficio de S.E. la Presidenta de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar como integrante del Consejo de Alta Dirección Pública al señor Eduardo Abarzúa Cruz, con informe de la Comisión de Hacienda


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del oficio que tiene el Boletín N° S 1.657-05 y la urgencia prevista en el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


Destaca que la Comisión de Hacienda recibió en audiencia al señor Abarzúa en sesión en la que se intercambiaron opiniones y planteamientos acerca de las funciones y desafíos del Consejo y del Sistema de Alta Dirección Pública.

Añade que la Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes -Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes-, de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por nuestro ordenamiento jurídico.

Finalmente, hace presente que el acuerdo del Senado requiere los votos conformes de los cuatro séptimos de los Honorables Senadores en ejercicio.

- - -


Puesta en votación la solicitud en examen, es aprobada por 28 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo cuadragésimo cuarto de la ley N° 19.882.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Coloma, Quintana, Chahuán, Lagos, Zaldívar y Espina.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Letelier.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señora Allende y señores Larraín y Prokurica, con el que piden a S. E. la Presidenta de la República que tenga a bien disponer el envío de una norma aclaratoria del decreto ley N° 3.501, de 1980, a fin de salvar las objeciones de la Contraloría General de la República a los pagos efectuados por las municipalidades por concepto de incremento previsional


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.662-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Espina, García, Larraín, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).
- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable la Honorable Senadora señora Goic.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que los artículos 1°, 2°, 4°, permanentes, y los artículos 3° y 4° transitorios del decreto ley N° 3.501, de 1980, contemplan el denominado incremento previsional, cuyo objetivo fue mantener el monto líquido de las remuneraciones de los funcionarios ante el aumento de las cotizaciones que pasaron a ser cargo del trabajador;

2. Que la Contraloría General de la República, mediante el dictamen N° 8.466, de fecha 22 de febrero de 2008, estableció la base de cálculo sobre la cual debía computarse el factor correspondiente para los señalados efectos, señalando que éste debe aplicarse sobre el total de las asignaciones que se perciben como retribución por el desempeño de un cargo público”;

3. Que el dictamen N° 44.764, de la Contraloría General de la República, de fecha 18 de agosto de 2009, aclaró el citado dictamen N° 8.466, señalando que “el incremento previsional contemplado en el artículo 2° del decreto ley         N° 3.501, de 1980, debe calcularse aplicando el factor que corresponde sólo sobre las remuneraciones que al 28 de febrero de 1981 se encontraran afectas a cotizaciones previsionales, y no a las creadas o establecidas con posterioridad, las que no gozan del beneficio establecido por el legislador”;

4. Que lo indicado en los dictámenes en comento pudo llevar a equívocos a funcionarios y autoridades que, con justa causa de error, efectuaron el cálculo sobre una ponderación y consideración, al parecer, errada;

5. Que según lo establecido en los incisos cuarto y quinto del artículo 67 de la ley N° 10.336, orgánica constitucional de la Contraloría General de la República, el Contralor General tiene la facultad de condonar total o parcialmente la restitución de valores que se hubiesen percibido indebidamente en caso que la actuación reprochada administrativamente esté motivada en la buena fe y en la justa causa de error de la autoridad o funcionario. En efecto, el inciso cuarto de dicha norma señala que: “Salvo el caso de que la obligación derive de una sentencia judicial, el Contralor podrá, por resolución fundada, liberar total o parcialmente de la restitución o del pago de las remuneraciones a que se alude en los incisos anteriores, cuando, a su juicio, hubiere habido buena fe o justa causa de error.”. El inciso quinto agrega: “Cuando en uso de sus facultades el Contralor General libere total o parcialmente a los funcionarios o ex funcionarios de la restitución de los valores que hubiesen percibido indebidamente, pero de buena fe, esta liberación alcanzará también a quienes hayan ordenado o efectuado el pago, salvo que el Contralor disponga lo contrario, atendidas las circunstancias especiales que en cada caso concurran.”, y

6. Que, debido a la interpretación y aplicación efectuada en su oportunidad por la mayoría de los municipios del país, precisamente en razón de una justa causa de error y de la buena fe en el actuar de las autoridades edilicias y funcionarios, éstos han sido objeto de sendos juicios de cuentas.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que tenga a bien disponer el envío de una norma aclaratoria del decreto ley N° 3.501, de 1980, a fin de salvar las objeciones de la Contraloría General de la República a los pagos efectuados por las municipalidades por concepto de incremento previsional, teniendo en consideración que la actuación de las autoridades edilicias y los funcionarios, en lo relativo al cálculo para el cómputo de tales pagos que han sido objeto de reparo por el ente contralor, se efectuaron de buena fe, con justa causa de error y sin ningún tipo de inobservancia a las normas sobre probidad administrativa.”.

_________
Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Allende y señores Bianchi y Chahuán, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República adoptar medidas que permitan suspender los trámites judiciales iniciados como consecuencia de los pagos municipales por concepto de incremento previsional que han sido reparados

por la Contraloría General de la República

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.663-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 12 votos a favor y 3 abstenciones.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Goic y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, García, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Espina, Larraín y Orpis.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que el artículo 1° del decreto ley Nº 3.501, de 1980, estableció que las cotizaciones gravan las remuneraciones de los funcionarios dependientes afiliados a las entidades que indica, haciendo de cargo de estos últimos el integro de esas imposiciones para pensiones y seguridad social;

2. Que, por su parte, el artículo 2° de dicho cuerpo normativo previene que los trabajadores dependientes afiliados a las instituciones de previsión mencionadas en el artículo 1° mantendrán el monto líquido de sus remuneraciones;

3. Que, a fin de compensar la mayor imponibilidad para pensiones y salud que debieron asumir los trabajadores, el inciso segundo del citado artículo 2º del decreto ley Nº 3.501 preceptúa “sólo para este efecto y para la aplicación de lo dispuesto en el artículo anterior, increméntanse las remuneraciones de estos trabajadores, en la parte afecta a imposiciones al 28 de Febrero de 1981, mediante la aplicación de los factores que a continuación indican”, los que luego pasa a señalar;

4. Que conforme al artículo 2° del decreto supremo N° 40, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1981, que aprueba el reglamento de los artículos 3º y 4º transitorios del decreto ley Nº 3.501, los incrementos de remuneraciones dispuestos por el artículo 2° del referido decreto ley sólo deberán producir el efecto de mantener el monto líquido que al 28 de febrero de 1981 tenían las remuneraciones, beneficios y prestaciones imponibles de los servidores a que se refiere dicho artículo;

5. Que con fecha 22 de febrero de 2008 y mediante dictamen Nº 8.466, de la Contraloría General de la República, se estableció la base de cálculo sobre la cual debía computarse el factor correspondiente;

6. Que, a partir de ese momento, numerosos municipios del país, mediante una interpretación de buena fe y aparentemente errónea, procedieron a efectuar cálculos conforme a los cuales pagaron sumas de dinero a los respectivos funcionarios municipales;

7. Que a consecuencia de ello y ante el requerimiento de varios estamentos, la Contraloría General de la República emitió el dictamen N° 44.764, de 18 de agosto de 2009, aclarando el dictamen Nº 8.466. Con posterioridad, ordenó que las autoridades comunales “que habían incurrido en el error antes expuesto, debían modificar su actuar y ajustar el cálculo del citado incremento, ordenando la devolución de las sumas mal pagadas y haciendo presente a los municipios que no habían procedido de este modo, que se abstuvieran de calcular ese beneficio aplicando el erróneo método ya descrito”;

8. Que, a raíz de lo anterior, se han iniciado numerosos juicios de cuentas dirigidos contra autoridades edilicias y funcionarios municipales tendientes a la restitución de los fondos erróneamente pagados, y

9. Que resulta de toda justicia revisar esta situación y buscar fórmulas legales que permitan, por un lado, tener un criterio uniforme sobre la materia y evitar futuros errores y, por otro, solucionar el actual problema que aqueja a los alcaldes y funcionarios que han sido objeto de juicio de cuentas.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que estudie la posibilidad de suspender los trámites judiciales iniciados como consecuencia de la errónea aplicación del dictamen Nº 8.466/2008 de la Contraloría General de la República, en contra de autoridades edilicias y funcionarios municipales, mientras no se entregue una solución que contenga un criterio uniforme en la aplicación del artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor, con informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.156-32. 


Añade que su objetivo principal es crear un Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor que permita financiar iniciativas públicas o privadas a través de una subvención para la mantención de Establecimientos de Larga Estadía, Centros Diurnos y Cuidados Domiciliarios, cuyo objetivo común es proteger el derecho a la salud funcional del adulto mayor, mejorar su integración en los distintos ámbitos de la sociedad e incrementar sus niveles de bienestar.

Destaca que la Comisión de Hacienda discutió la iniciativa solamente en general, y aprobó la idea de legislar con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Zaldívar, y con la abstención del Honorable Senador señor De Urresti.
- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, García y Bianchi, señora Goic y señor Letelier.
- - -


Durante su intervención, la Honorable Senadora señora Goic, a nombre del Comité Partido Demócrata Cristiano e Independiente, y de conformidad con lo establecido en el artículo 129 del Reglamento del Senado, pide segunda discusión de esta materia.

- - -


Enseguida, el señor Presidente manifiesta que ha terminado la primera discusión, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
HOMENAJE

Homenaje al destacado comunicador radial y Consejero Regional de la Región de Valparaíso, don Carlos Alarcón Vega, recientemente  fallecido

El señor Presidente anuncia que corresponde rendir homenaje al señor Carlos Alarcón.


Al efecto, intervienen los Honorables Senadores señores Chahuán, en representación de los Comités Partido Renovación Nacional, Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente, y del Honorable Senador señor Walker (don Ignacio); y Lagos, en nombre del Comité Partido por la Democracia e Independiente.


Finalmente, el señor Presidente agradece la presencia de la familia de don Carlos Alarcón Vega; del señor Alcalde de Concón; de la señora Gerenta General de la radio Festival, y de locutores y compañeros de labores del señor Alarcón, que se encuentran en la tribuna, y expresa que el homenaje ha concluido.

_________

INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Goic y señor Prokurica, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a la autoridad y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.
- - -


Ofrecida la palabra, ningún Comité hace uso de ella.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 19ª, ORDINARIA, EN MARTES 20 DE MAYO DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurre, asimismo, el Ministro de Justicia, señor José Antonio Gómez. Asiste, también, el Subsecretario de esa Cartera, señor Marcelo Albornoz.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 16ª, ordinaria, de 13 de mayo, 17ª, especial, y 18ª, ordinaria, ambas de 14 de mayo, todas del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Ocho de S. E. la Presidenta de la República:


Con los cuatro primeros, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


2.- Proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja (Boletines N°s 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).  


3.- Proyecto de ley que establece el nuevo Código Procesal Civil (Boletín N° 8.197-07).


4.- Proyecto de ley que aumenta bonificación por calidad de satisfacción al usuario, para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, establecida en la ley N° 20.342 (Boletín N° 9.288-05).


Con el siguiente, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de Salud para el Control del Tabaco (Boletín N° 8.886-11).


Con los tres últimos, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley   N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (Boletín Nº 8.132-26).


2.- Proyecto de ley de reforma tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario (Boletín N° 9.290-05).


3.- Proyecto de ley que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica (Boletín N° 9.155-07).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Siete de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los tres primeros, comunica que dio su aprobación a las iniciativas que se enuncian a continuación: 


1.- Proyecto de ley de reforma tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta, e introduce diversos ajustes, en el sistema tributario (Boletín N° 9.290-05) (con urgencia calificada de “simple”).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.  


2.- Proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (Boletín N° 8.069-14).


- Pasa a la Comisión de Economía.


3.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en materia de polifuncionalidad  (Boletín N° 8.417-13).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.  


Con el cuarto, informa que aprobó la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (Boletín N° 9.113-05).


- Queda para Tabla.


Con el siguiente, refiere que prestó su aprobación a la observación formulada por el ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echenique, al proyecto de ley que crea el Día Nacional del Trabajador Forestal (Boletín N° 6.462-24).  


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Con el sexto, informa la nómina de Honorables señores Diputados que concurrirán a la Comisión Mixta que, conforme al artículo 71 de la Constitución Política de la República, debe proponer la forma y el modo de resolver las discrepancias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Aeronáutico, en materia de transporte de pasajeros y sus derechos (Boletines N°s 4.595-15 y 4.764-15, refundidos).


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el último, comunica los nombres de los Honorables señoras y señores Diputados que, en representación de dicha Corporación, integrarán las Comisiones de Reja y Pórtico que recibirán, el día 21 de mayo, a Su Excelencia la Presidenta de la República, con ocasión de la sesión de Congreso Pleno en que se dará cuenta al país del estado político y administrativo de la Nación.


- Se toma conocimiento.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control de constitucionalidad, respecto del proyecto de ley que regula la venta y arriendo de video juegos excesivamente violentos a menores de 18 años y exige control parental a consolas (Boletín N° 5.579-03).

- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.

Del señor Contralor General de la República


Remite copia del informe final sobre auditoría efectuada en la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, intendencias, gobernaciones y otros integrantes del Sistema Nacional de Protección Civil.

Del señor Ministro de Justicia


Contesta acuerdo adoptado por la Corporación, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Araya y Guillier, relativo a la suspensión por el plazo de un año de las subastas públicas, los juicios hipotecarios y los lanzamientos, tras el acaecimiento de los sismos o catástrofes a que se refiere la ley N° 16.282 (Boletín Nº S 1.649-12).

De la señora Ministra de Minería


Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa al catastro de relaves mineros existentes en la zona norte del país y a las fiscalizaciones realizadas en materia de medidas de seguridad, especialmente, para el evento de sismos.

Del señor Secretario General de Carabineros


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, en materia de dotación de personal y construcción de recintos policiales en la Región de Los Ríos.

De la señora Jefe de División de Educación General,

Ministerio de Educación


Remite nómina de los treinta y cinco establecimientos educacionales con los que la Secretaría Regional Ministerial de la Región de Los Ríos suscribió convenios en el marco del Programa de Educación Intercultural Bilingüe y copia de uno de ellos por ser todos de similar tenor; petición formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti.
De los señores Alcaldes de las Ilustres Municipalidades de

Chillán, Laja, San Pedro de la Paz y
Talcahuano y del señor

Director de Obras Municipales de Chiguayante


Remiten sendas respuestas a la consulta, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a la existencia en esas comunas de ordenanzas municipales que determinen zonas preferentes para la instalación de antenas de telefonía móvil.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo concepto de empresa (Boletín N° 4.456-13) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta la bonificación por calidad de satisfacción al usuario, para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, establecida en la ley N° 20.342 (Boletín N° 9.288-05) (con urgencia calificada de “suma”).


- Quedan para Tabla.

Moción


De los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi y De Urresti, con la que inician un proyecto de ley general sobre derechos lingüísticos de los pueblos indígenas de Chile (Boletín N° 9.363-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema, para el efecto de lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Constitucional.

Declaraciones de inadmisibilidad


Moción del Honorable Senador señor Bianchi, con la que propone un proyecto de ley, que elimina las condiciones exigidas para el aumento del feriado anual respecto de los funcionarios públicos y los municipales.


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme lo disponen el inciso tercero y el cuarto, número 4°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


Moción del Honorable Senador señor Navarro, con la que propone un proyecto de ley que modifica la ley Nº 20.599, que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones.


- Se declara inadmisible por comprender materias de la iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyectos de acuerdo


Del Honorable Senador señor Bianchi, con el que solicita a S. E. la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que elimine las condiciones exigidas para el aumento de feriado anual en los artículos 106, inciso segundo, del Estatuto Administrativo y 105, inciso segundo, del Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales (Boletín Nº S 1.665-12).


De los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Horvath, Prokurica, Quinteros y Rossi, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley, modificatorio del artículo 55 ter de la Ley de Impuesto a la Renta, con el objeto de ampliar el beneficio concedido a los contribuyentes personas naturales por sus hijos no mayores de 25 años de edad matriculados en instituciones de educación, a quienes realicen estudios complementarios o de perfeccionamiento (Boletín N° S 1.666-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicación


Del Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, Honorable Senador señor Letelier, con la que informa que, por iniciarse un nuevo período legislativo, se hace necesario conformar los Grupos de Amistad que esta Corporación mantiene con otros Parlamentos, y que los señores Senadores que deseen inscribirse en alguno de ellos, podrán hacerlo mediante una nota dirigida al Secretario de la referida comisión, hasta el día 11 de junio próximo.


- Se toma conocimiento.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Mensaje


De S. E. la Presidenta de la República, con el que comunica que retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley que establece un nuevo concepto de empresa (Boletín N° 4.456-13).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Solicitudes de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor De Urresti para ausentarse del país, a contar del día 22 del presente mes.


Del Honorable Senador señor Navarro para ausentarse del territorio nacional, a contar del día 31 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Tratar como si fuera de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley que aumenta bonificación por calidad de satisfacción al usuario, para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, establecida en la ley N° 20.342 (Boletín N° 9.288-05).


2.- Colocar en primer lugar del Orden del Día, de la sesión ordinaria del día martes 3 de junio próximo, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo concepto de empresa (Boletín N° 4.456-13) y tratarlo hasta su total despacho.

- - -

Enseguida, el Honorable Senador señor Ossandón pide recabar el acuerdo de la Sala para la fijación de un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que sanciona el transporte de desechos hacia vertederos clandestinos (Boletín N° 7.908-15), hasta el día 2 de junio del año en curso, a las 12:00 horas. 

Se accede a lo solicitado, debiendo ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Larraín solicita obtener el asentimiento de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín N° 8.314-07).

Se accede a lo solicitado y se fija un término hasta las 12:00 horas del día 2 de junio próximo, para ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -



Posteriormente, el Honorable Senador señor Navarro requiere pedir el consentimiento de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a S.E. la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara, que modifica la ley Nº 20.599, que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones, que fuera declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.

- - -

En su oportunidad, el Honorable Senador señor Chahuán pide recabar el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que establece la conmemoración anual el 20 de junio del Día Mundial de los Refugiados y el 18 de diciembre del Día Mundial de los Inmigrantes (Boletín N° 9.324-17), que se encuentra radicado en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, sea enviado a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Se resolverá en su oportunidad.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

Juramento o promesa de funcionarios del Senado


La señora Presidenta expresa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento del Personal de la Corporación, corresponde que presten juramento o promesa los siguientes funcionarios: señoras Ximena Cecilia Amigo López, María Teresa Romero Celedón, Carmen Abarca Allendes, Juana Stuardo Castillo y Ángela Lorena Martínez y señores Jorge Gonzalo Taborga Molina, Patricio Donoso Velasco, Mario Madrid Pizarro, Luis Díaz González, Jorge Enrique Vera Soto, Germán Toro Arancibia, Cristian Chávez Cortés, Cristian Lezaeta Cabrera, Rodrigo Basáez Herrera y Hugo Opazo González, al siguiente tenor:


“¿Juráis o prometéis cumplir lealmente con vuestras funciones y guardar sigilo acerca de los asuntos secretos o reservados de que toméis conocimiento en razón de vuestro cargo?”.


Los funcionarios responden: “Sí, juro” o “Sí, prometo”.


Luego, la señora Presidenta da por terminado este acto.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta la bonificación por calidad de satisfacción al usuario, para los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación, establecida en la ley N° 20.342, con informe de la Comisión de Hacienda


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 9.288-05 y con urgencia calificada de “suma”.

Añade que el objetivo de la iniciativa es aumentar el monto anual de la bonificación establecida en la ley N° 20.342, que creó esta bonificación por calidad de satisfacción al usuario, y establece normas que indica para los funcionarios del señalado servicio.

Destaca que la Comisión de Hacienda discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -


Seguidamente, se pone en discusión el proyecto, y se otorga la palabra al señor Ministro de Justicia y a los Honorables Senadores señores García, Zaldívar, Coloma, Harboe y Montes.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 23 votos a favor.


Votan a favor, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y señores Allamand, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Girardi y Prokurica.
- - -

Enseguida, la señora Presidenta declara que el proyecto se da también por aprobado en particular -en virtud de lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento del Senado-, en los mismos términos en que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


Luego, interviene el señor Ministro de Justicia.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyense, en el artículo 2°, inciso primero, de la ley N° 20.342, la cifra “$ 813.600” por “$ 1.050.000”, y la expresión “31 de enero de 2009” por “1 de enero de 2014”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2014 se financiará con cargo al presupuesto del Servicio de Registro Civil e Identificación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.


Artículo segundo.- El monto a que se refiere el artículo único de esta ley regirá a partir del 1 de enero de 2014.”.

_________
Proyecto de ley, iniciado en Mensaje del señor ex Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que regula entrevistas grabadas en vídeo y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Justicia, señor Marcelo Albornoz. Se accede.

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.245-07. 


Añade que su objetivo es mejorar la forma en que un menor de edad que ha sido víctima de un delito sexual se relaciona con el sistema procesal penal, de manera de minimizar la victimización secundaria que puede afectarle y dar un más efectivo resguardo a sus derechos.

Resalta que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Larraín Fernández y Walker (don Patricio), y ex Senador señor Larraín Peña.

Finalmente, destaca que el artículo 15, contenido en el Artículo Primero del proyecto, es de rango orgánico constitucional.

- - -


El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Walker (don Patricio), Moreira y Harboe.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 37 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 15, contenido en el Artículo Primero del proyecto.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín, señores Orpis, Chahuán, Espina, Letelier y Larraín, señora Van Rysselberghe y señores De Urresti, Ossandón, Navarro y Araya.
- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 30 de junio de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________


Enseguida, la Sala acuerda tratar a continuación el proyecto de ley signado con el Boletín N° 9.113-05.

Informe de la Comisión Mixta, constituida conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, recaído en el proyecto de ley que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica


La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que este proyecto tiene el Boletín N° 9.113-05, y las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras derivan del rechazo por parte de la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de las enmiendas propuestas por el Senado en el segundo trámite, consistentes en la sustitución de los artículos 1º a 5º, aprobados por la Cámara, por otros diez preceptos enumerados del 1º al 10.

Informa que la Comisión Mixta, como forma de resolver la divergencia, propone aprobar una proposición formulada por el Ejecutivo, en la cual se contienen ciertos beneficios para un universo acotado de funcionarios que habían abandonado el Servicio de Aduanas sin acceder a ello y que contempla aspectos relativos a incentivos al retiro para los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas, para solicitar la renuncia de los funcionarios, bonos especiales para ex funcionarios, bono compensatorio y plazo máximo para que cesen en funciones aquellos funcionarios afectos a la ley N° 20.734, que es el incentivo ANEF, a quienes el jefe del servicio respectivo hubiera solicitado la renuncia a sus cargos.

Destaca que la Comisión Mixta aprobó esta proposición por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar, y Honorables Diputados señores Auth, Ortiz, Santana y Schilling.

Finalmente, señala que la Cámara de Diputados, en sesión del día 15 de mayo de 2014, ha aprobado la proposición de la Comisión Mixta.
- - -


La Comisión Mixta, como forma de resolver las discrepancias entre ambas Corporaciones, propone lo siguiente:


1) Reemplazar el epígrafe del proyecto de ley, por el siguiente: 


“Proyecto de ley que otorga condiciones transitorias especiales de retiro al personal del Servicio Nacional de Aduanas y concede otros beneficios que indica.”.


2) Sustituir íntegramente el texto del proyecto de ley, por el siguiente:

“Título I

Incentivos al Retiro


Artículo 1°.- Establécese, por una sola vez, por el periodo que se indica, una bonificación por retiro para los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que hicieren dejación voluntaria de sus cargos y que cumplan con los demás requisitos establecidos en el  presente Título.


Los beneficiarios tendrán derecho a percibir una bonificación equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicios en las instituciones afectas al Título II de la ley N° 19.882, con un máximo de once meses.


La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.


El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 36 meses anteriores al retiro, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de cien unidades de fomento.


El pago de la totalidad de la bonificación, será realizado directamente por el Servicio Nacional de Aduanas, a más tardar en el mes subsiguiente al del cese de funciones.


Artículo 2°.- Serán beneficiarios de la bonificación por retiro, los funcionarios de planta o a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que, en el período comprendido entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido 60 años de edad, si son mujeres, ó 65 años de edad, si son hombres, y que cesen en sus cargos a más tardar el día 1 de julio de 2015, de acuerdo a las condiciones que se indican en el artículo siguiente.


Artículo 3°.- Los funcionarios que hayan cumplido o cumplan 60 ó 65 años de edad según sean, respectivamente, mujeres u hombres, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo que sirven dentro de los 90 días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley, indicando la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá ser posterior al 1 de julio de 2015.


Artículo 4°.- Los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación por retiro de que tratan los artículos anteriores de esta ley, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 ó más años de servicios continuos o discontinuos en las instituciones que conforman la Administración del Estado y que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado acorde a lo establecido en su artículo 17, tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a 395 unidades de fomento. 


El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.


Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que actualmente desempeñen cargos de planta o a contrata, podrán completar los años de servicio exigidos, considerando para ello hasta 10 años de labores en calidad de honorarios, sujetos a jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998.


El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al día en que se produzca el cese de funciones.


La bonificación adicional de que trata este artículo se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación por retiro a que se refiere el artículo 1° de esta ley, y corresponderá al Servicio Nacional de Aduanas la verificación del cumplimiento de los requisitos que para su percepción se establecen, así como los que correspondan al resto de los beneficios de este Título.


La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.


Igualmente, podrán percibir la bonificación adicional los funcionarios que entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y además cumplan con los demás requisitos necesarios para su percepción. La bonificación deberá solicitarse dentro de los 60 días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley, o dentro de los 30 días hábiles siguientes al cumplimiento del requisito de edad si la declaración de invalidez es posterior a la publicación de la ley pero anterior al 30 de junio de 2014. De corresponder, su pago se efectuará dentro de los 60 días hábiles siguientes al vencimiento del plazo para solicitarla.


El personal que preste servicios en jornadas parciales deberá renunciar al total de horas que sirva en el Servicio Nacional de Aduanas para acceder a la bonificación adicional. El monto de la bonificación adicional establecida corresponde a jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si aquella fuera inferior.


Artículo 5°.- Si el funcionario no cesa en su cargo dentro del plazo señalado en el artículo 3°, se entenderá que renuncia irrevocablemente a los beneficios establecidos en el presente Título.


Artículo 6°.- Quienes perciban los beneficios establecidos en este Título, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración Central del Estado, durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Los beneficios del presente Título serán incompatibles con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, tales como los establecidos en el artículo 18 de la ley N° 19.479, en el Título II de la ley N° 19.882 y en la ley N° 20.734.


Artículo 7°.- El personal que perciba la bonificación adicional establecida en el artículo 4° de este Título, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono previsto en la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a aquella bonificación.


Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, se considerarán los plazos y edades que señala en este Título, no siendo aplicable el plazo de 12 meses señalado en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305, rigiendo en todo lo demás lo dispuesto en esa ley.


Artículo 8°.- Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación adicional del artículo 4° de este Título, tendrán además, derecho a un bono especial de permanencia de 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre 40 años de labores, con un máximo de 100 unidades de fomento.


Para la aplicación del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada tanto en el Servicio Nacional de Aduanas como en otras instituciones que conforman la Administración del Estado. En tanto, el reconocimiento de períodos discontinuos procederá sólo cuando el funcionario tenga, a lo menos, 5 años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de postulación, en alguna de las referidas entidades.


El bono especial que concede este artículo se pagará conjuntamente con la bonificación adicional de que trata el artículo 4° de esta ley. No será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.


Artículo 9°.- Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional del artículo 4°, que sirvan un cargo en las plantas de profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas; o aquellos asimilados a cualquiera de las plantas antes enumeradas; o que reciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974, tendrán, además, derecho a un bono especial de permanencia de 5 unidades de fomento  por cada año de servicio por sobre los 20 años, con un máximo de 100 unidades de fomento.


Para estos efectos, se entenderá por profesionales, además de todos los funcionarios que perciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974, los que se refieren en: a) el inciso primero del artículo 2° y el artículo 14, ambos de la ley N° 19.699, con excepción del personal perteneciente a las Fuerzas Armadas; y, b) el artículo sexagésimo octavo de la ley N° 19.882. Asimismo, se considerarán profesionales todos aquellos que estén en posesión de un título profesional otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.


Para efectos del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada en instituciones que conforman la Administración del Estado y el reconocimiento de períodos discontinuos, procederá sólo cuando el funcionario tenga a lo menos 5 años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de la postulación, en alguna de las entidades afectas. Se pagará en conjunto con la bonificación adicional y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecto a descuento alguno.


Artículo 10.- Facúltase al Director del Servicio Nacional de Aduanas para solicitar la renuncia a los funcionarios, tanto de planta como a contrata, que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad, en el caso de los hombres.


Dentro de los 90 días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley, el Director del Servicio Nacional de Aduanas, mediante resolución exenta, identificará al personal al que pedirá la renuncia. Dicha Resolución requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


En la Resolución a que se refiere el inciso anterior se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que estos deberán hacer dejación de sus cargos, la que no podrá exceder del 1 de abril de 2015. En dicha resolución se anexará la respuesta del funcionario.


Los funcionarios a quienes el Director Nacional del Servicio Nacional de Aduanas solicite la renuncia en ejercicio de la facultad establecida en el inciso primero del presente artículo, sólo tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro y la bonificación adicional establecidas en los artículos 1° y 4° de esta ley, según los requisitos que cada uno de ellos cumpla en concordancia a los requerimientos que establecen los artículos antes citados. Asimismo, podrán presentar su postulación al bono establecido en la ley N° 20.305, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 7° del presente Título. Para el efecto del acceso a los beneficios  enumerados en este artículo, se entenderá que los funcionarios cumplen con la causal de renuncia voluntaria.

Título II

Bonos Especiales


Artículo 11.- Los ex funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren cesado en sus labores entre el 1 de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de la presente ley, podrán acceder a la bonificación adicional establecida en el artículo 4° del Título I, siempre que hubieren percibido la bonificación por retiro establecida en la ley N° 19.882 y cumplan con los requisitos que en ese mismo artículo se establecen. Dicha bonificación adicional será incompatible con el bono establecido en los artículos sexto transitorio y siguientes de la ley N° 20.212 y con el establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.734.


Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, los ex funcionarios deberán presentar su solicitud ante el Director del Servicio Nacional de Aduanas, en un plazo máximo de 90 días hábiles, contados desde la fecha de publicación de esta ley. Quienes no presenten la solicitud, se entenderá que renuncian irrevocablemente a la bonificación adicional.


En estos casos, la bonificación adicional se devengará y pagará por el Servicio Nacional de Aduanas a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la conceda y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. 


En todo lo no previsto en este artículo, se aplicarán las normas establecidas en el artículo 4° de esta ley, en cuanto fueren aplicables.


Artículo 12.- A los funcionarios y funcionarias del Servicio Nacional de Aduanas que, cumpliendo con los requisitos que establecen los incisos primero y segundo del artículo 18 de la ley N° 19.479, hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 1 de enero de 2011 y hasta el día previo a la publicación de la presente ley, se les otorgará un bono no imponible ni tributable. Este bono será equivalente a la diferencia entre los meses de la bonificación por retiro voluntario que percibieron  conforme a las normas del Título II de la ley N° 19.882, y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir si el Director Nacional de Aduanas hubiese ejercido la facultad de declaración de vacancia respecto de los cargos que servían, conforme al inciso sexto del artículo 18 antes citado y siempre que hubieran cumplido los requisitos para que se les aplicara dicha disposición. Para lo anterior, el Director Nacional requerirá la información conforme lo dispone el inciso cuarto de dicho artículo.


Del mismo modo, se otorgará un bono no imponible ni tributable a los funcionarios que hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 1 de enero de 2011 y hasta el día previo a la publicación de la presente ley, respecto de los cuales el Director Nacional de Aduanas no aplicó la facultad que le otorga el inciso quinto del artículo 18 señalado en el inciso anterior. Este bono será equivalente a la diferencia entre los montos superiores de nueve o diez meses, según se trate de hombres o mujeres, de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a las normas del Título II de la ley N°19.882, y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir de aplicarse el precitado inciso quinto.


En ambos casos, los ex funcionarios deberán requerirlo ante el Servicio dentro de los noventa días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley y, de corresponder, su pago se efectuará dentro de los sesenta días hábiles siguientes.


Artículo 13.- En la verificación del cumplimiento del requisito del inciso segundo del artículo 18 de la ley N° 19.479, en relación con la aplicación de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 12 precedente, se considerará la bonificación por retiro voluntario que percibieron los ex funcionarios conforme a las normas del Título II de la ley N° 19.882 más el bono que podría corresponderles según lo dispuesto en el señalado inciso primero del artículo anterior. El cálculo del valor mensual de éstos será el cuociente que resulte de dividir dicho monto total por 120.

Título III

Disposiciones Varias


Artículo 14.- Otórgase un bono compensatorio, por una sola vez, a los funcionarios de la planta del Servicio Nacional de Aduanas que hubiesen percibido un monto inferior al que les correspondía por asignación de antigüedad de acuerdo con la letra e) del decreto ley N° 3.551, de 1981, incorporada por el artículo 25 de la ley N° 19.269, durante todo o parte del período comprendido entre el 1 de agosto de 2000 y el 31 de agosto de 2005 y que, además, se encontraban en servicio al 8 de enero de 2010.


El monto del bono compensatorio será igual a la suma de las diferencias resultantes entre lo que le hubiera correspondido percibir a cada funcionario conforme a la letra e) citada en el inciso anterior y lo que percibió efectivamente durante el periodo establecido, incrementado en un 15,6%. El total del bono resultante, conforme a lo antes expresado, se reajustará en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre el mes de septiembre de 2005 y el mes anterior a la fecha de dictación de la resolución que concede el bono compensatorio. 


El Director Nacional de Aduanas dictará la resolución que concede el bono a los funcionarios que tuvieren derecho a él conforme el inciso primero de este  artículo, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, el que será pagado dentro de los treinta días siguientes a la total tramitación de la resolución que lo concede.


El bono compensatorio no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será tributable ni imponible. Asimismo, no será base de cálculo o recálculo de ninguna otra remuneración o beneficio económico a que tengan derecho los funcionarios o que hayan percibido durante el periodo que considera el bono.


Artículo 15.- El mayor gasto que represente la aplicación de los beneficios antes señalados en esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Aduanas.


Artículo 16.- Suprímese, en el inciso segundo del artículo 12 de la ley N° 20.734, la siguiente frase: “de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de la presente ley y, en todo caso, deberá hacerse efectiva antes.”.”.
- - -


La señora Presidenta pone en discusión la proposición de la Comisión Mixta y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Lagos, Tuma y Chahuán.


Cerrado el debate y puesta en votación dicha proposición, se aprueba por 24 votos a favor. 

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -

Concluida la votación, manifiestan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señores Horvath, Montes y Ossandón. 

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Incentivos al Retiro


Artículo 1°.- Establécese, por una sola vez, por el periodo que se indica, una bonificación por retiro para los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, que hicieren dejación voluntaria de sus cargos y que cumplan con los demás requisitos establecidos en el  presente Título.


Los beneficiarios tendrán derecho a percibir una bonificación equivalente a un mes de remuneración imponible por cada dos años de servicios en las instituciones afectas al Título II de la ley N° 19.882, con un máximo de once meses.


La bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.


El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 36 meses anteriores al retiro, actualizadas según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de cien unidades de fomento.


El pago de la totalidad de la bonificación, será realizado directamente por el Servicio Nacional de Aduanas, a más tardar en el mes subsiguiente al del cese de funciones.


Artículo 2°.- Serán beneficiarios de la bonificación por retiro, los funcionarios de planta o a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que, en el período comprendido entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio del año 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido 60 años de edad, si son mujeres, ó 65 años de edad, si son hombres, y que cesen en sus cargos a más tardar el día 1 de julio de 2015, de acuerdo a las condiciones que se indican en el artículo siguiente.


Artículo 3°.- Los funcionarios que hayan cumplido o cumplan 60 ó 65 años de edad según sean, respectivamente, mujeres u hombres, entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, deberán comunicar su decisión de renunciar voluntariamente al cargo que sirven dentro de los 90 días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley, indicando la fecha en que harán dejación del cargo, la que no podrá ser posterior al 1 de julio de 2015.


Artículo 4°.- Los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación por retiro de que tratan los artículos anteriores de esta ley, que a la fecha de la renuncia tuvieren 20 ó más años de servicios continuos o discontinuos en las instituciones que conforman la Administración del Estado y que se encuentren afiliados al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado acorde a lo establecido en su artículo 17, tendrán derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional de cargo fiscal equivalente a 395 unidades de fomento. 


El reconocimiento de períodos discontinuos se sujetará a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo séptimo de la ley N° 19.882.


Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que actualmente desempeñen cargos de planta o a contrata, podrán completar los años de servicio exigidos, considerando para ello hasta 10 años de labores en calidad de honorarios, sujetos a jornada completa, realizados con anterioridad al año 1998.


El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de la bonificación adicional será el vigente al día en que se produzca el cese de funciones.


La bonificación adicional de que trata este artículo se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación por retiro a que se refiere el artículo 1° de esta ley, y corresponderá al Servicio Nacional de Aduanas la verificación del cumplimiento de los requisitos que para su percepción se establecen, así como los que correspondan al resto de los beneficios de este Título.


La bonificación adicional no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.


Igualmente, podrán percibir la bonificación adicional los funcionarios que entre el 1 de agosto de 2010 y el 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan pensión de invalidez que establece el decreto ley Nº 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y además cumplan con los demás requisitos necesarios para su percepción. La bonificación deberá solicitarse dentro de los 60 días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley, o dentro de los 30 días hábiles siguientes al cumplimiento del requisito de edad si la declaración de invalidez es posterior a la publicación de la ley pero anterior al 30 de junio de 2014. De corresponder, su pago se efectuará dentro de los 60 días hábiles siguientes al vencimiento del plazo para solicitarla.


El personal que preste servicios en jornadas parciales deberá renunciar al total de horas que sirva en el Servicio Nacional de Aduanas para acceder a la bonificación adicional. El monto de la bonificación adicional establecida corresponde a jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional si aquella fuera inferior.


Artículo 5°.- Si el funcionario no cesa en su cargo dentro del plazo señalado en el artículo 3°, se entenderá que renuncia irrevocablemente a los beneficios establecidos en el presente Título.


Artículo 6°.- Quienes perciban los beneficios establecidos en este Título, no podrán ser nombrados ni contratados, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna de las instituciones que conforman la Administración Central del Estado, durante los cinco años siguientes al término de la relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.


Los beneficios del presente Título serán incompatibles con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, tales como los establecidos en el artículo 18 de la ley N° 19.479, en el Título II de la ley N° 19.882 y en la ley N° 20.734.


Artículo 7°.- El personal que perciba la bonificación adicional establecida en el artículo 4° de este Título, tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono previsto en la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a aquella bonificación.


Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, se considerarán los plazos y edades que señala en este Título, no siendo aplicable el plazo de 12 meses señalado en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305, rigiendo en todo lo demás lo dispuesto en esa ley.


Artículo 8°.- Los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que perciban la bonificación adicional del artículo 4° de este Título, tendrán además, derecho a un bono especial de permanencia de 10 unidades de fomento por cada año de servicio por sobre 40 años de labores, con un máximo de 100 unidades de fomento.


Para la aplicación del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada tanto en el Servicio Nacional de Aduanas como en otras instituciones que conforman la Administración del Estado. En tanto, el reconocimiento de períodos discontinuos procederá sólo cuando el funcionario tenga, a lo menos, 5 años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de postulación, en alguna de las referidas entidades.


El bono especial que concede este artículo se pagará conjuntamente con la bonificación adicional de que trata el artículo 4° de esta ley. No será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecta a descuento alguno.


Artículo 9°.- Los funcionarios y funcionarias que perciban la bonificación adicional del artículo 4°, que sirvan un cargo en las plantas de profesionales, directivos, fiscalizadores y jefaturas; o aquellos asimilados a cualquiera de las plantas antes enumeradas; o que reciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974, tendrán, además, derecho a un bono especial de permanencia de 5 unidades de fomento  por cada año de servicio por sobre los 20 años, con un máximo de 100 unidades de fomento.


Para estos efectos, se entenderá por profesionales, además de todos los funcionarios que perciban la asignación profesional del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974, los que se refieren en: a) el inciso primero del artículo 2° y el artículo 14, ambos de la ley N° 19.699, con excepción del personal perteneciente a las Fuerzas Armadas; y, b) el artículo sexagésimo octavo de la ley N° 19.882. Asimismo, se considerarán profesionales todos aquellos que estén en posesión de un título profesional otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.


Para efectos del presente artículo, la antigüedad que se contabilizará será aquella desempeñada en instituciones que conforman la Administración del Estado y el reconocimiento de períodos discontinuos, procederá sólo cuando el funcionario tenga a lo menos 5 años de desempeño continuo, anteriores a la fecha de la postulación, en alguna de las entidades afectas. Se pagará en conjunto con la bonificación adicional y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecto a descuento alguno.


Artículo 10.- Facúltase al Director del Servicio Nacional de Aduanas para solicitar la renuncia a los funcionarios, tanto de planta como a contrata, que al 31 de julio de 2010 tenían cumplidos 60 años de edad en el caso de las mujeres y 65 años de edad, en el caso de los hombres.


Dentro de los 90 días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley, el Director del Servicio Nacional de Aduanas, mediante resolución exenta, identificará al personal al que pedirá la renuncia. Dicha Resolución requerirá la visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


En la Resolución a que se refiere el inciso anterior se establecerá, en consulta con los funcionarios, la fecha en que estos deberán hacer dejación de sus cargos, la que no podrá exceder del 1 de abril de 2015. En dicha resolución se anexará la respuesta del funcionario.


Los funcionarios a quienes el Director Nacional del Servicio Nacional de Aduanas solicite la renuncia en ejercicio de la facultad establecida en el inciso primero del presente artículo, sólo tendrán derecho a percibir la bonificación por retiro y la bonificación adicional establecidas en los artículos 1° y 4° de esta ley, según los requisitos que cada uno de ellos cumpla en concordancia a los requerimientos que establecen los artículos antes citados. Asimismo, podrán presentar su postulación al bono establecido en la ley N° 20.305, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 7° del presente Título. Para el efecto del acceso a los beneficios  enumerados en este artículo, se entenderá que los funcionarios cumplen con la causal de renuncia voluntaria.

Título II

Bonos Especiales


Artículo 11.- Los ex funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas que hubieren cesado en sus labores entre el 1 de enero de 2011 y el día anterior a la fecha de publicación de la presente ley, podrán acceder a la bonificación adicional establecida en el artículo 4° del Título I, siempre que hubieren percibido la bonificación por retiro establecida en la ley N° 19.882 y cumplan con los requisitos que en ese mismo artículo se establecen. Dicha bonificación adicional será incompatible con el bono establecido en los artículos sexto transitorio y siguientes de la ley N° 20.212 y con el establecido en el artículo 11 de la ley N° 20.734.


Para el efecto de lo dispuesto en el inciso anterior, los ex funcionarios deberán presentar su solicitud ante el Director del Servicio Nacional de Aduanas, en un plazo máximo de 90 días hábiles, contados desde la fecha de publicación de esta ley. Quienes no presenten la solicitud, se entenderá que renuncian irrevocablemente a la bonificación adicional.


En estos casos, la bonificación adicional se devengará y pagará por el Servicio Nacional de Aduanas a contar del mes subsiguiente a la total tramitación del acto administrativo que la conceda y no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal. En consecuencia, no estará afecta a descuento alguno. 


En todo lo no previsto en este artículo, se aplicarán las normas establecidas en el artículo 4° de esta ley, en cuanto fueren aplicables.


Artículo 12.- A los funcionarios y funcionarias del Servicio Nacional de Aduanas que, cumpliendo con los requisitos que establecen los incisos primero y segundo del artículo 18 de la ley N° 19.479, hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 1 de enero de 2011 y hasta el día previo a la publicación de la presente ley, se les otorgará un bono no imponible ni tributable. Este bono será equivalente a la diferencia entre los meses de la bonificación por retiro voluntario que percibieron  conforme a las normas del Título II de la ley N° 19.882, y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir si el Director Nacional de Aduanas hubiese ejercido la facultad de declaración de vacancia respecto de los cargos que servían, conforme al inciso sexto del artículo 18 antes citado y siempre que hubieran cumplido los requisitos para que se les aplicara dicha disposición. Para lo anterior, el Director Nacional requerirá la información conforme lo dispone el inciso cuarto de dicho artículo.


Del mismo modo, se otorgará un bono no imponible ni tributable a los funcionarios que hubieren renunciado voluntariamente a sus cargos a contar del 1 de enero de 2011 y hasta el día previo a la publicación de la presente ley, respecto de los cuales el Director Nacional de Aduanas no aplicó la facultad que le otorga el inciso quinto del artículo 18 señalado en el inciso anterior. Este bono será equivalente a la diferencia entre los montos superiores de nueve o diez meses, según se trate de hombres o mujeres, de la bonificación por retiro voluntario que percibieron conforme a las normas del Título II de la ley N°19.882, y los once meses de remuneraciones imponibles que hubieren podido percibir de aplicarse el precitado inciso quinto.


En ambos casos, los ex funcionarios deberán requerirlo ante el Servicio dentro de los noventa días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley y, de corresponder, su pago se efectuará dentro de los sesenta días hábiles siguientes.


Artículo 13.- En la verificación del cumplimiento del requisito del inciso segundo del artículo 18 de la ley N° 19.479, en relación con la aplicación de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 12 precedente, se considerará la bonificación por retiro voluntario que percibieron los ex funcionarios conforme a las normas del Título II de la ley N° 19.882 más el bono que podría corresponderles según lo dispuesto en el señalado inciso primero del artículo anterior. El cálculo del valor mensual de éstos será el cuociente que resulte de dividir dicho monto total por 120.

Título III

Disposiciones Varias


Artículo 14.- Otórgase un bono compensatorio, por una sola vez, a los funcionarios de la planta del Servicio Nacional de Aduanas que hubiesen percibido un monto inferior al que les correspondía por asignación de antigüedad de acuerdo con la letra e) del decreto ley N° 3.551, de 1981, incorporada por el artículo 25 de la ley N° 19.269, durante todo o parte del período comprendido entre el 1 de agosto de 2000 y el 31 de agosto de 2005 y que, además, se encontraban en servicio al 8 de enero de 2010.


El monto del bono compensatorio será igual a la suma de las diferencias resultantes entre lo que le hubiera correspondido percibir a cada funcionario conforme a la letra e) citada en el inciso anterior y lo que percibió efectivamente durante el periodo establecido, incrementado en un 15,6%. El total del bono resultante, conforme a lo antes expresado, se reajustará en el porcentaje de variación del Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas entre el mes de septiembre de 2005 y el mes anterior a la fecha de dictación de la resolución que concede el bono compensatorio. 


El Director Nacional de Aduanas dictará la resolución que concede el bono a los funcionarios que tuvieren derecho a él conforme el inciso primero de este  artículo, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, el que será pagado dentro de los treinta días siguientes a la total tramitación de la resolución que lo concede.


El bono compensatorio no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será tributable ni imponible. Asimismo, no será base de cálculo o recálculo de ninguna otra remuneración o beneficio económico a que tengan derecho los funcionarios o que hayan percibido durante el periodo que considera el bono.


Artículo 15.- El mayor gasto que represente la aplicación de los beneficios antes señalados en esta ley durante el primer año presupuestario de su vigencia se financiará con los recursos del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Aduanas.


Artículo 16.- Suprímese, en el inciso segundo del artículo 12 de la ley N° 20.734, la siguiente frase: “de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de la presente ley y, en todo caso, deberá hacerse efectiva antes.”.”.
_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia

y Reglamento

La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.155-07 y urgencia calificada de “simple”.

Añade que el objetivo principal de la iniciativa es suprimir el feriado judicial del mes de febrero, cuidando de asegurar la continuidad del servicio de administración de justicia en todos los tribunales ordinarios del país y de cautelar el descanso anual a que tienen derecho sus funcionarios. 

Destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto sólo en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Harboe y Larraín. 

Por último, indica que el artículo 1° del proyecto incide en normas orgánicas constitucionales.
- - -


La señora Presidenta pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra al Honorable Senador señor Harboe.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 27 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 1° del proyecto.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Chahuán, Prokurica, Araya y García-Huidobro.
- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable del Honorable Senador señor Horvath.
- - -


Oportunamente, el Honorable Senador señor Quinteros se inhabilita para votar este proyecto, en virtud de lo dispuesto en el artículo 8° del Reglamento de la Corporación.
- - -

Luego, hace uso de la palabra el señor Ministro de Justicia.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 2 de junio de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo Concursable de Apoyo Directo al Adulto Mayor, con informe de la Comisión de Hacienda


La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la segunda discusión del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.156-32 y respecto del cual, en sesión de fecha 14 de mayo pasado, se solicitó segunda discusión. 

- - -


La señora Presidenta pone en segunda discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señora Goic y señores García, Prokurica, Montes, Quinteros y Moreira.
- - -


En su intervención, la Honorable Senadora señora Goic pide que el proyecto vuelva a la Comisión de Hacienda para un nuevo primer informe y la Sala así lo acuerda, autorizando su discusión en general y en particular en esa instancia, por el plazo de treinta días.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

- - -


Luego, la señora Presidenta señala que ha concluido el Orden del Día.

_________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Prokurica, señora Goic y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Orpis y Quinteros, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República que se envíe una nota de protesta diplomática contra el programa japonés de caza científica de ballenas minke en el Pacífico y se comunique dicha medida a la

 Comisión Ballenera Internacional

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.659-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que en el año 1946 los países firmantes de la Convención Internacional para la Regulación de la Caza de la Ballena, con el propósito de garantizar la conservación adecuada de la población mundial de este cetáceo, crearon la denominada Comisión Ballenera Internacional; 
2. Que, desde su creación, este organismo ha prohibido la caza comercial de las ballenas grises, de Groenlandia y francas (en 1946), las ballenas azules (en 1965) y de las ballenas rorcuales comunes (en 1966);

3. Que Japón, desde la firma de la mencionada Convención Internacional para la Regulación de la Caza de la Ballena, ha realizado prácticas atentatorias contra los principios consagrados en dicho convenio, bajo el pretexto de que realiza investigación científica;

4. Que, con fecha 5 de diciembre de 2007, el Senado aprobó un proyecto de acuerdo en virtud del cual solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una protesta diplomática contra el programa japonés de caza científica;

5. Que la ley N° 20.293, sobre protección de cetáceos, declaró los espacios marítimos de soberanía y jurisdicción nacional como zona libre de caza de cetáceos, consagrando a Chile como santuario ballenero;

6. Que el 31 de marzo de 2014 la Corte Internacional de Justicia revocó a Japón los permisos de caza de ballenas en la Antártida, pues dichos permisos no se ajustaban a las previsiones contenidas en el artículo VIII de la Convención Internacional para la Reglamentación de la Caza de Ballena, el que permite dicha caza para fines científicos y para la subsistencia de la población aborigen;

7. Que, sin embargo, el pasado 30 de abril Japón inició una campaña de caza de ballenas en el Pacífico Norte, con el objetivo de capturar 51 ballenas minke, la que se extenderá hasta el 11 de junio próximo;

8. Que la Corte Internacional de Justicia estimó que el programa de caza científica implementado por Japón ha sido poco transparente, principalmente en cuanto al tamaño de la muestra de cetáceos y a los ejemplares a capturar, y

9. Que la caza científica de cetáceos perjudica los esfuerzos internacionales destinados a conservar y proteger a estos mamíferos marinos.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que se envíe una nota de protesta diplomática contra el programa japonés de caza científica de ballenas minke en el Pacífico, por perjudicar los esfuerzos internacionales para conservar y proteger a estos mamíferos marinos, y se comunique dicha medida a la Comisión Ballenera Internacional.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores De Urresti, Harboe, Horvath, Navarro y Quinteros, con el que piden a S.E. la Presidenta de la República que instruya a las autoridades competentes para consultar, en el año 2015, recursos presupuestarios que financien diversas acciones y medidas inherentes al Plan de Descontaminación Atmosférica, Estrategia 2014-

2018

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.660-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la Primera Mandataria anunció el “Plan de Descontaminación Atmosférica, Estrategia 2014-2018”, en cumplimiento de la medida número 32 de los 56 compromisos asumidos por el Ejecutivo para los primeros cien días de su gobierno;

2. Que dicho anuncio implica la declaración de seis nuevas zonas saturadas y, una vez hecho esto, la elaboración de un plan de descontaminación para cada uno de estos territorios. Asimismo, significa completar siete anteproyectos para planes de descontaminación que tienen ya diversos niveles de alcance y de implementación;

3. Que aunque implementar un plan de descontaminación toma tiempo y tiene plazos establecidos legalmente, hay situaciones que no pueden esperar y que requieren de instrumentos para responder a los episodios más críticos. Por eso, en lo inmediato, entre las regiones del Maule y Aysén, se aplicarán sistemas de alerta ambiental, con la coordinación de los Ministerios del Medio Ambiente y de Salud, de las autoridades locales y de la comunidad;

4. Que actualmente se encuentran vigentes diez planes de prevención y descontaminación atmosférica en Chile. Cinco de ellos en el norte del país, cuatro en la zona central y sólo uno en el sur, en la zona Temuco - Padre Las Casas;

5. Que, en promedio, cada gobierno publica aproximadamente dos planes de prevención y descontaminación atmosférica. Pese a ello, para el período 2014-2018, el actual gobierno se ha fijado la meta de publicar catorce nuevos planes en las ciudades donde la población está expuesta a concentraciones de material particulado por sobre la norma vigente en Chile;

6. Que estos nuevos planes de descontaminación permitirán disminuir emisiones para proteger la salud del 87% de los diez millones de chilenos que hoy están expuestos a una concentración promedio anual de MP 2,5 superior a la norma, de acuerdo al Reporte del Estado del Medio Ambiente, publicado en el año 2013. Estos niveles de contaminación atmosférica son responsables de, a lo menos, cuatro mil muertes a nivel nacional;

7. Que el Plan de Descontaminación Atmosférica para el período 2014-2018 contempla una estrategia cuyo objetivo es declarar seis zonas saturadas nuevas y la elaboración de siete anteproyectos de planes de descontaminación, además de la revisión de los planes actuales;

8. Que el objetivo final es publicar catorce planes de descontaminación en los mencionados cuatro años para Andacollo, Huasco, Puchuncaví y Quintero, Región Metropolitana, Curicó-Teno, Talca-Maule, Chillán-Chillán Viejo, Gran Concepción, Los Ángeles, Temuco-Padre Las Casas, Valdivia, Osorno y Coyhaique, tanto para MP 10 como para MP 2,5;

9. Que las seis zonas saturadas que se declararán como tales serán las siguientes: Región Metropolitana, Curicó-Teno, diez comunas del Gran Concepción, Los Ángeles, Valdivia y Coyhaique. Esta medida, vigente hasta el 31 de agosto, permitirá restringir el uso de leña, el funcionamiento de fuentes fijas de contaminación y suspender clases de educación física y actividades deportivas al aire libre;

10. Que la alerta sanitaria en cada región será decretada por un comité operativo encabezado por el respectivo intendente. De igual modo, serán dispuestas las medidas que se aplicarán, el tiempo que éstas se prolongarán y los sectores donde se ejecutarán, así como también se determinarán las causas de la contaminación. Estos comités operativos definirán polígonos que irán modificándose con el objeto de que las medidas dispuestas sean equitativamente aplicadas en los distintos sectores de una ciudad contaminada, y

11. Que, durante este período, también se culminarán siete anteproyectos de planes de descontaminación en Temuco y Padre Las Casas, Osorno, Puchuncaví y Quintero, Talca-Maule, Chillán-Chillán Viejo, Coyhaique y Huasco. Asimismo, se implementará el plan de descontaminación para Andacollo.


El Senado acuerda:


a) Valorar la estrategia nacional de descontaminación dada a conocer por el Gobierno, la cual, aunque compleja en su implementación, viene a sincerar y transparentar situaciones críticas de contaminación que se han arrastrado por años sin la adopción de las medidas necesarias en beneficio de la salud de las personas.


b) Manifestar su preocupación por los recursos financieros de que dispondrán las regiones y los territorios contaminados para implementar las medidas necesarias y complementarias a la estrategia nacional. Asimismo, expresar su inquietud por las restricciones que estas medidas significarán en la calidad de vida y los hábitos de la población, especialmente en la zona sur del país, por ejemplo, por la restricción al uso de estufas a leña, las que son utilizadas no sólo para calefaccionar, sino que también para cocinar.


c) Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República la adopción de las siguientes medidas:


c.1) Que instruya al Ministerio de Hacienda para que contemple en el presupuesto del sector público correspondiente al año 2015, los mayores recursos para el recambio de calefactores que lleva adelante el Ministerio del Medio Ambiente, como también para la creación -o incremento- y mantención de centros de acopio y secado de leña.


c.2) Asimismo, que instruya al Ministerio de Vivienda y Urbanismo a objeto que destine en el presupuesto del sector público correspondiente al año 2015, un mayor número de subsidios para aislación térmica, especialmente en aquellas zonas saturadas de material particulado respirable, a fin de compensar las eventuales restricciones al uso de la leña como combustible para la calefacción de los hogares.


c.3) Que disponga la implementación de un programa de fomento a la producción de leña seca, mediante un sistema que financie a los pequeños productores de leña, proceso en que participen organismos como CONAF e INDAP, así como el diseño de estrategias que permitan la incorporación de nuevas tecnologías para ayudar a combatir la contaminación atmosférica.


c.4) Que contemple la inserción de este tipo de medidas en una política energética coherente con los objetivos de la estrategia nacional, estableciendo acciones complementarias como la certificación de otros combustibles que también aportan al incremento del material particulado, tal como sucede con la leña, cuyo uso como combustible domiciliario es restringido por su aporte a la contaminación del aire.


c.5) Que considere la incorporación de la leña como un combustible en los diagnósticos y propuestas de acción en materia de prevención y descontaminación.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora señora Allende, con el que pide a S.E. la Presidenta de la República que tenga a bien disponer el envío de una norma aclaratoria del precepto contenido en la letra b) del artículo único de la ley N° 19.143 que permita a las comunas que se benefician con el pago de patentes mineras invertir en distintos

ámbitos

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por la Honorable Senadora precedentemente individualizada, correspondiente al Boletín Nº S 1.661-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que la ley N° 19.143, que establece distribución de ingresos provenientes de las patentes de amparo de concesiones mineras, a que se refieren los Párrafos 1° y 2° del Título X del Código de Minería, dispone, en la letra b) de su artículo único, que el 50% de los recursos provenientes de tales patentes corresponderá a las Municipalidades de las Comunas en que están ubicadas las concesiones mineras. Agrega la norma que lo anterior será “para ser invertido en obras de desarrollo de la Comuna correspondiente”;

2. Que la Contraloría Regional de Atacama, en el oficio N° 2.474, de fecha 21 de septiembre de 2012, suscrito por el señor Marco Troncoso Riquelme, en calidad de Contralor Regional (S) de Atacama, se refirió a “la utilización de los recursos de patentes mineras en presupuestos participativos”;

3. Que la Contraloría General de la República, mediante oficio N° 12.872, sobre el alcance de la expresión “obras de desarrollo” a que alude el artículo único, letra b), de la ley N° 19.143 y la eventual inclusión en ella de los proyectos que se enuncian, de fecha 20 febrero de 2014, suscrito por la señora Patricia Arriagada Villouta, en calidad de Contralor Subrogante, respondió al oficio enviado por el Senado sobre la materia, y

4. Que se han producido problemas en las Municipalidades de Freirina y de Chañaral derivados de la interpretación de la norma en comento, en cuanto señala: “para ser invertido en obras de desarrollo de la Comuna correspondiente”.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que tenga a bien disponer el envío de una norma aclaratoria del precepto contenido en la letra b) del artículo único de la ley N° 19.143, que permita a las comunas que se benefician con el pago de patentes mineras invertir en distintos ámbitos.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Prokurica, Chahuán, Espina, García, Horvath, Navarro y Ossandón, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República otorgue urgencia al proyecto de ley, actualmente en la Cámara de Diputados, que establece una asignación de función penitenciaria para el personal de


Gendarmería de Chile

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.664-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 17 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Araya, Chahuán, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Prokurica, Quinteros y Tuma.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:
“Considerando:

1. Que la función penitenciaria que desempeña el personal de planta y a contrata de Gendarmería de Chile amerita un reconocimiento dada la abnegada y silente labor que estos funcionarios desarrollan día a día para la custodia de quienes cumplen medidas y penas, sean privativas de libertad o alternativas a ésta;

2. Que, con esa finalidad, el 23 de enero de 2014, el Ejecutivo presentó a tramitación legislativa ante la Cámara de Diputados el proyecto de ley que establece una asignación de función penitenciaria para el personal de Gendarmería de Chile;

3. Que dicha iniciativa contempla una asignación que fluctúa entre el 5% y el 24% del sueldo base del grado correspondiente de la escala única de sueldos, dependiendo del cargo, estableciendo su aplicación gradual en un plazo máximo de cinco años, y

4. Que, sin embargo, a pesar de la importancia que este proyecto de ley representa para la correcta aplicación de la política penitenciaria en el país, su tramitación parlamentaria no ha tenido la rapidez necesaria, estando aún pendiente su discusión en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, en su primer trámite constitucional.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que otorgue urgencia a la tramitación del proyecto de ley que establece una asignación de función penitenciaria para el personal de Gendarmería de Chile, correspondiente al Boletín N° 9.246-05, y que actualmente cumple su primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados.”.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señoras Allende y Von Baer y señor Prokurica, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL "TRATADO DE EXTRADICIÓN ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA", SUSCRITO EN WASHINGTON, EL 5 DE JUNIO DE 2013

(9.332-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 25 de abril de 2014.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 6 de mayo de 2014, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, y el Jefe del Departamento de Cooperación Jurídica Internacional de la Cancillería, señor Juan de Dios Urrutia.
- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.




c) Convención y Protocolo entre Chile y Estados Unidos de América para extradición de delincuentes y criminales, suscritos el 17 de Abril de 1900 y 15 de Junio de 1901, respectivamente, y promulgados por decreto de 6 de agosto de 1902, publicado el 11 de agosto del mismo año.


d) Código Procesal Penal, Libro IV, Título VI, Extradición.

2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que Chile y Estados Unidos celebraron un Tratado para la Extradición de los Criminales, suscrito en Santiago el 17 de abril de 1900, el cual se encuentra vigente. Añade que, sin embargo, dicho instrumento resulta a la fecha claramente insuficiente para enfrentar la actividad internacional del crimen organizado, siendo, entre otros aspectos, demasiado rígido en la enunciación de los tipos penales que facultan la extradición.




Agrega el Ejecutivo que este nuevo instrumento internacional aborda nuevos aspectos procesales que implican un notable avance respecto del anterior, destacándose los siguientes:




- Se sustituye la lista o catálogo de delitos que permiten la extradición por el criterio de la penalidad mínima. Esto facilita la extradición respecto de aquellos delitos que no eran susceptibles de ser cometidos y tipificados hace 113 años.




- Se establece expresamente que no se podrá denegar la extradición por la razón de que el reclamado sea nacional del Estado requerido.





- Se ha resuelto en forma satisfactoria para ambos países la condición de no imponer la pena de muerte o de no ejecutarla en caso de ser impuesta, cuando el delito por el que se solicita la extradición pueda ser castigado con dicha pena.




- Se simplifica la actuación del órgano jurisdiccional del Estado requerido que debe pronunciarse sobre la solicitud de extradición, en la medida en que, respecto de la prescripción de la acción penal y de la pena, sólo se deberá tener en cuenta la legislación del Estado requirente.




- Se prevé un procedimiento de extradición simplificada, que permitirá agilizar el traslado de la persona reclamada cuando ésta renuncie a los trámites de la extradición.




- Se regula un procedimiento de entrega temporal del reclamado, para aquellas situaciones en que la extradición se ha autorizado, pero el reclamado está siendo perseguido penalmente o cumpliendo una condena en el Estado requerido.




- Se consignan criterios que permiten al Estado requerido resolver adecuadamente aquellos casos en que varios Estados han presentado solicitudes de extradición respecto de la misma persona.




- Se dispone expresamente que el Estado requerido asesorará al Estado requirente y comparecerá ante los tribunales en nombre de éste, representando sus intereses en todos los trámites de la extradición.




- Se elimina el trámite de legalización de los documentos que deben acompañar a la solicitud de extradición.




Destaca, en relación a la entrada en vigor, que una vez que entre en vigor el presente Tratado, éste reemplazará al Tratado entre los Estados Unidos de América y la República de Chile sobre la Extradición de Prófugos de la Justicia, firmado en Santiago el 17 de abril de 1900, con respecto a todas las solicitudes relativas a los delitos cometidos en la fecha de la entrada en vigor de este Tratado y con posterioridad a ella.





3.- Instrumento Internacional.- El Tratado se encuentra estructurado por un preámbulo y 23 artículos en los cuales se contienen las normas dispositivas del mismo.




El artículo 1 establece la obligación de conceder la extradición, comprometiéndose las Partes, con arreglo a las disposiciones del Tratado, a extraditar recíprocamente a las personas reclamadas por las autoridades requirentes para su persecución penal o para la imposición o el cumplimiento de una pena por haber cometido un delito que da lugar a la extradición.




Por su parte, el artículo 2 consigna, en su numeral 1, cuándo éstos darán lugar a la extradición, siguiéndose al efecto dos de los principios internacionales reconocidos en la materia. Así, se dará lugar a ella cuando el hecho que la motive sea punible conforme a la legislación de los dos Estados (doble incriminación) y tenga una pena de privación de libertad por un plazo máximo mayor de un año o con una pena más severa (mínima gravedad).





Luego, el numeral 2 indica que también se dará lugar a la extradición si: i) consiste en el intento, conspiración o participación en la comisión del referido delito, cualquiera sea el grado de desarrollo y de participación del mismo, y ii) si es punible conforme a la legislación de ambos Estados con pena de privación de libertad por un plazo máximo mayor de un año o con una pena más severa.




En el numeral 3 se precisa que, a los efectos del artículo 2, un delito dará lugar a la extradición: i) aunque las legislaciones de los Estados requirente y requerido no tipifiquen en la misma categoría los actos o las omisiones que constituyan el delito ni lo describan en los mismos términos, o ii) aunque para la tipificación del delito con arreglo a la legislación federal de los Estados Unidos se requiera demostrar ciertos asuntos sólo para establecer la competencia de un tribunal federal de los Estados Unidos, incluidas, entre otras, el transporte interestatal o el uso del correo o de otros servicios que afectan al comercio interestatal o exterior, y iii) en los casos de delitos de fraude o por evasión de obligaciones con respecto a los impuestos, los derechos de aduana o los controles relativos a la importación o exportación de productos o moneda, aunque las legislaciones de los Estados requirente y requerido no prevean esos mismos tipos de impuestos o derechos ni controles sobre los mismos tipos de productos ni las mismas sumas monetarias.





En el numeral 4 se dispone que, con sujeción a las disposiciones de este Tratado, la extradición será concedida cuando el delito por el cual ha sido solicitada se haya cometido en su totalidad o en parte en el territorio del Estado requirente. Si el delito ha sido cometido fuera del territorio del Estado requirente, la extradición será concedida cuando las leyes del Estado requerido dispongan el castigo de un delito cometido fuera de su territorio en circunstancias similares, inclusive cuando tal jurisdicción se autorice mediante un acuerdo internacional multilateral del cual este último es Parte. Cuando la legislación del Estado requerido no disponga lo anterior, éste podrá, a su discreción, conceder la extradición, brindando especial consideración a los efectos o efectos deseados del delito en el Estado requirente.





A su vez, el numeral 5 prevé que cuando la extradición se conceda por un delito especificado en los numerales 1 ó 2, también se concederá por cualquier otra infracción descrita en la solicitud, aun cuando dicha infracción sea punible con pena máxima de privación de libertad de un año o menos, a condición de que se reúnan los demás requisitos para la extradición.





Finalmente, el numeral 6 regula que cuando la solicitud de extradición se refiera a una persona a la que se reclama para cumplir una condena de reclusión, la autoridad competente del Estado requerido podrá denegar la extradición si, en el momento de la solicitud, restan por cumplir menos de seis meses de la condena.




El artículo 3, señala que no se denegará la extradición ni la entrega en razón de que el reclamado sea nacional del Estado requerido.




A su vez, el artículo 4 aborda seguidamente los delitos políticos y militares. Estipula, en su numeral 1, que no se concederá la extradición si el delito objeto de la solicitud es de carácter político. Sin embargo, el numeral 2 de dicho artículo indica que, a los efectos de este Tratado, no se considerarán de carácter político los siguientes delitos:




a) El delito con respecto al cual tanto el Estado requirente como el requerido tengan la obligación, con arreglo a un convenio internacional multilateral, de conceder la extradición del reclamado o de presentar el caso a sus autoridades competentes para que decidan con respecto a su persecución penal;




b) El asesinato, el homicidio, la comisión dolosa de heridas, la comisión de daños corporales graves, la agresión con ánimo de causar lesiones físicas graves y las agresiones sexuales graves;




c) El delito que tenga que ver con el secuestro, la sustracción o cualquier otra forma de detención ilícita, incluida la toma de un rehén;




d) El delito que tenga que ver con la colocación, el uso, la amenaza de uso o la posesión de un artefacto explosivo, incendiario o destructor, o de un agente biológico, químico o radiológico, cuando ese artefacto o agente sea capaz de poner vidas en peligro, o de causar importantes lesiones corporales o daños materiales; y





e) La conspiración, participación o el intento de cometer alguno de los delitos anteriores, cualquiera que sea el grado de desarrollo del delito y de participación en el mismo.





El numeral 3 agrega que pese a lo dispuesto en el numeral 2 de este artículo, no se concederá la extradición si la autoridad competente del Estado Requerido, que en el caso de los Estados Unidos será la Autoridad Ejecutiva, decide que el motivo de la solicitud es político. A su vez, el numeral 4 dispone que podrá, igualmente, denegarse por delitos con arreglo al derecho militar que no sean delitos con arreglo al derecho penal común.




El artículo 5 preceptúa en su numeral 1 que se denegará la extradición cuando el reclamado haya sido condenado o absuelto en el Estado requerido por el delito objeto de la solicitud de extradición.





El numeral 2 previene que, sin perjuicio de las normas sobre cosa juzgada en el Estado requerido, no se considerará que una persona haya sido condenada o absuelta cuando las autoridades competentes del Estado requerido: i) hayan decidido no perseguir la responsabilidad penal del reclamado por los actos motivo de la solicitud de extradición; ii) hayan decidido suspender las diligencias penales incoadas contra el reclamado por la comisión de dichos actos; o iii) sigan investigando al reclamado o tomando otras medidas para perseguirlo penalmente por los mismos actos que han sido motivo de la solicitud de extradición.





Luego, el artículo 6 regula, en su numeral 1, que cuando el delito por el que se solicita la extradición pueda ser castigado con la pena de muerte, según la legislación del Estado requirente y no sea punible con la pena de muerte con arreglo a la legislación del Estado requerido, este último Estado podrá conceder la extradición con la condición de que no se imponga la pena de muerte a la persona en cuestión, o, si por motivos de procedimiento el Estado requirente no puede cumplir dicha condición, con la condición de que, de imponerse la pena de muerte, la misma no se ejecutará. Así, si el Estado requirente acepta la extradición con las condiciones establecidas en el artículo en comento, dicho Estado cumplirá con las condiciones. Si el Estado requirente no acepta las condiciones, se podrá denegar la solicitud de extradición.





Con todo, el numeral 2 señala que salvo en casos de pena de muerte, la extradición no será denegada, ni se impondrán condiciones, en virtud de que la pena para el delito en cuestión sea más severa en el Estado requirente que en el Estado requerido.




El artículo 7 trata de la prescripción, estableciendo que a los efectos de decidir si se concede o deniega la solicitud de extradición, sólo se tendrá en cuenta la legislación del Estado requirente. Corresponderá al Estado requirente certificar que, de acuerdo a su legislación, no se encuentran extinguidas ni la acción penal ni la pena correspondiente al delito por el cual se solicita la extradición. Tal certificación, en todo caso, será vinculante para el Estado requerido.





A continuación, los artículos 8 al 10 aluden, respectivamente, a los trámites de extradición y documentos requeridos, traducción, y admisibilidad de documentos. Añade que, por medio de estas disposiciones se regula el trámite que han de seguir las solicitudes de extradición y los requisitos que se deben verificar para así cumplir con los fines del tratado.




El artículo 11 contempla la posibilidad de solicitar en casos de urgencia la detención provisional del reclamado, especificando los requisitos que debe cumplir dicha solicitud, su transmisión y notificación, además de la duración de la detención y la puesta en libertad del reclamado.




Por su parte, el artículo 12 indica que el Estado requerido: i) comunicará sin demora al estado requirente, por la vía diplomática u otro medio adecuado, su decisión relativa a la solicitud de extradición; ii) que cuando la solicitud se deniegue enteramente o en parte, el Estado requerido explicará las razones en que se haya fundado para denegarla y, previa solicitud, proporcionará copias de las decisiones judiciales pertinentes; iii) que en caso de ser ésta concedida las autoridades de los Estados requirente y requerido convendrán la fecha y lugar de la entrega; y iv) que el reclamado puede ser dejado en libertad si no es retirado del territorio del Estado requerido en el plazo que en el mismo artículo establece.




El artículo 13 alude a la situación que se produce cuando los trámites de la extradición han concluido y la misma se haya autorizado, pero el reclamado está siendo perseguido penalmente o cumpliendo una condena en el Estado requerido, éste podrá: a) postergar la entrega del reclamado hasta que la persecución penal haya concluido o la condena se haya cumplido; o b) entregar temporalmente al reclamado al Estado requirente para su persecución penal.




Ahora bien, en el caso de la entrega diferida, el reclamado puede ser privado de libertad hasta la entrega. La persona entregada temporalmente permanecerá bajo custodia en el Estado requirente y se devolverá al Estado requerido después de su procesamiento, conforme a cualesquiera condiciones que se hayan convenido entre las Partes. La devolución de la persona al Estado requerido no necesitará nuevas solicitudes de extradición ni nuevos trámites.




A su vez, el artículo 14 trata del mecanismo a seguir en caso que el Estado requerido reciba solicitudes de extradición del Estado requirente y de cualquiera otros Estados acerca de una misma persona, sea por el mismo delito o por otros, indicando que la autoridad competente del Estado requerido decidirá, si procediere, a cuál Estado entregará a dicha persona, enunciando los factores a los que debe sujetarse en ese caso el Estado requerido en su decisión.





El artículo 15 dispone que el Estado requerido, en la medida que lo permita su legislación, podrá confiscar y entregar al Estado requirente todos los efectos relativos al delito por el que se ha solicitado la extradición o que puedan necesitarse en calidad de pruebas en el Estado requirente. Agrega la mencionada disposición que tales efectos podrán entregarse incluso cuando la extradición no pueda efectuarse a causa de muerte, desaparición o fuga del reclamado. Además, el Estado requerido podrá entregar los efectos al Estado requirente con la condición de que éste asegure satisfactoriamente que los mismos le serán devueltos lo más pronto posible, pudiendo incluso el requerido diferir la entrega de dichos efectos si los necesita como elementos de prueba.




Finalmente, establece que se respetarán debidamente los derechos de terceros en dichos efectos conforme a las leyes del Estado requerido.




Después, el artículo 16 norma que la persona extraditada conforme al presente Tratado sólo podrá ser detenida, juzgada o sancionada en el Estado requirente por los delitos que se mencionan en las letras a), b) y c) del mismo artículo. Agrega dicho artículo, en su numeral 2, que sin el consentimiento del Estado requerido la persona extraditada conforme al presente Tratado no podrá someterse a una extradición o entrega posterior por cualquier delito cometido antes de la extradición. Por último, el numeral 3 contempla dos excepciones a lo referido anteriormente, disponiendo al efecto que no impedirán la detención, el juicio o la sanción de una persona extraditada, ni su extradición o entrega posterior, cuando dicha persona: abandone el territorio del Estado requirente después de su extradición y regrese al mismo voluntariamente; o no abandone el territorio del Estado requirente en el plazo de 30 días contados a partir de la fecha en que quedó en libertad de hacerlo.




El artículo 17 regula la posibilidad de agilizar el traslado del reclamado cuando éste consienta a la extradición o a un trámite simplificado de extradición o renuncie ante una autoridad judicial al procedimiento de extradición, cumpliendo los requisitos establecidos.




A continuación, el artículo 18 trata de la facultad de los Estados Partes de autorizar el tránsito de una persona extraditada o transferida de otra forma, a través de su territorio, a la otra Parte, por un tercer Estado, o de la otra Parte a un tercer Estado, para su persecución penal o la imposición de una condena o el cumplimiento de ésta.




El artículo 19 prevé las obligaciones del Estado requerido con el Estado requirente en cuanto a asesorarlo y asistirlo, comparecer ante los tribunales en su nombre y representarlo en sus intereses en cualesquiera trámites derivados de la solicitud de extradición. En cuanto al Estado requirente, se dispone que éste sufragará todos los gastos relacionados con la traducción de los documentos de extradición y los del transporte a su territorio de la persona entregada. Finalmente, se preceptúa que ninguna de las Partes presentará reclamaciones pecuniarias contra la otra Parte por la detención, privación de libertad, los interrogatorios o la entrega de personas conforme al presente Tratado.




Por su parte, el artículo 20 dispone que el Ministerio Público de Chile y el Departamento de Justicia de los Estados Unidos podrán consultarse entre sí, directamente, acerca de casos específicos, para contribuir a la aplicación eficaz del presente Tratado.




El artículo 21 regula que el Tratado se aplicará únicamente a los delitos que se hayan cometido después de su entrada en vigor.




Finalmente, los artículos 22 y 23 se refieren a la ratificación y entrada en vigor del Tratado, y al mecanismo de denuncia, respectivamente.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier colocó en discusión el proyecto.





La Comisión hizo presente que durante el estudio del proyecto de acuerdo, en primer trámite constitucional, que aprueba el “Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América”, suscrito en Santiago el 12 de enero de 2010, Boletín N° 7.684-10, cuestionó los artículos 21 y 22 de dicho proyecto, por cuanto estipulaban que el Tratado se aplicaría incluso a las solicitudes pendientes relativas a los delitos que se hayan cometido a partir del 16 de junio de 2005, es decir, que operaría con retroactividad. Al respecto, la Comisión acordó, en su oportunidad, oficiar a la Excelentísima Corte Suprema y al Ministerio de Relaciones Exteriores, para que informaran sobre la entrada en vigencia del Tratado y su eventual efecto retroactivo en materia penal.




La respuesta de la Excelentísima Corte Suprema, en lo sustantivo, señaló que: “su aplicación a las solicitudes pendientes entre el 16 de junio de 2005 y la entrada en vigor del Tratado propuesto se ajusta al principio que “las leyes procesales rigen in actum”, salvo que el antiguo Pacto “contuviera disposiciones más favorables al imputado", en cuyo supuesto los requerimientos pendientes relativos a hechos ocurridos entre el 16 de junio de 2005 y la entrada en vigencia del proyecto, se rigen por el Convenio de 1900, pues se excluye la retroactividad del nuevo Acuerdo. Por consiguiente, los delitos no comprendidos en la relación del antiguo Tratado no pueden prosperar en una extradición pasiva sujeta al nuevo porque le resulta más perjudicial al procesado y entonces quebranta la máxima pro reo y la regla general de la irretroactividad de la ley penal.”.





A su vez, el Ministerio de Relaciones Exteriores informó que los posibles cursos de acción para conciliar el cumplimiento de buena fe del Tratado con la interpretación anticipada por la Excelentísima Corte Suprema, eran que ésta fuera puesta en conocimiento del Gobierno estadounidense a fin de proponerle uno de los siguientes cursos de acción: intercambio de notas interpretativas sobre los aspectos en cuestión, en orden a hacer prevalecer las disposiciones más favorables al extraditable; o la suscripción de un Tratado complementario que modifique ab initio las cláusulas sobre entrada en vigor del Convenio de 2010, en el mismo sentido pro reo antes señalado.




Teniendo presente las observaciones de la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado y el informe de la Corte Suprema, la Cancillería negoció un nuevo acuerdo que, en lo pertinente, modificó la redacción de los artículos 21 y 22, con el objeto de una vez que entre en vigor el Convenio, éste reemplace al Tratado de Extradición de 1900, con respecto a todas las solicitudes relativas a los delitos cometidos en la fecha de la entrada en vigor de este Tratado y con posterioridad a ella, para clarificar que no operaría con efecto retroactivo.





Por tal motivo, el Ejecutivo retiró el Boletín N° 7.684-10, el 15 de abril del año en curso, y presentó a tramitación, el 6 de mayo del presente año, el Boletín N° 9.332-10, en actual estudio, que subsana el reparo formulado en su oportunidad.





El Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, señaló que este Tratado viene a modernizar el régimen de extradiciones que existe con Estados Unidos de Norteamérica y a reemplazar al Tratado bilateral vigente sobre la materia, firmado en Santiago, el 17 de abril de 1900.




Destacó que se acuerdan aspectos procesales que implican un notable avance respecto del Tratado anterior y que permitirán una mayor eficacia en la cooperación entre ambos países, en la lucha contra la delincuencia, por ejemplo: se sustituye la lista o catálogo de delitos que permiten la extradición por el criterio de la penalidad mínima; se establece expresamente que no se podrá denegar la extradición por la razón de que el reclamado sea nacional del Estado requerido; se ha resuelto en forma satisfactoria para ambos países la condición de no imponer la pena de muerte o de no ejecutarla en caso de ser impuesta, toda vez que el delito por el que se solicita la extradición pueda ser castigado con dicha pena; se simplifica la actuación del órgano jurisdiccional del Estado requerido que debe pronunciarse sobre la solicitud de extradición, en la medida en que, respecto de la prescripción de la acción penal y de la pena, sólo se deberá tener en cuenta la legislación del Estado requirente, se establece un procedimiento de extradición simplificada, que permitirá agilizar el traslado de la persona reclamada cuando ésta renuncie a los trámites de la extradición.




Por su parte, el Jefe del Departamento de Cooperación Jurídica Internacional, señor Juan de Dios Urrutia indicó que Chile tenía un sistema complejo y caro de extradición, porque exigía un alto umbral de prueba y porque el Estado requirente debía contratar un abogado en Chile. Añadió que, con el nuevo sistema procesal penal, el Estado requirente es representado por el Ministerio Público y es mucho más expedito.




Explicó que el Tratado de 2013 sobre extradición presenta importantes diferencias con el firmado en el año 1900, pues este último se refiere solo a doce figuras o tipos penales, mientras que el Tratado en estudio toma como factor de referencia la dimensión de la pena, a través de un criterio de penalidad mínima. Asimismo, el Tratado de 1900 disponía que los Estados Partes no estaban obligados a entregar a sus propios ciudadanos; sin embargo, el Tratado de 2010 señala expresamente que los Estados Partes no podrán denegar la extradición de acuerdo a dicho argumento.




Finalmente, el señor Troncoso afirmó que de esta forma se resuelven las inquietudes planteadas por el Senado, en su oportunidad, en cuanto a la entrada en vigencia. Añadió que queda absolutamente claro que el Tratado no tendrá efecto retroactivo alguno.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos y Letelier.
- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América, suscrito en Washington, el 5 de junio de 2013.”.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 3 de junio de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes y Ricardo Lagos Weber.





Sala de la Comisión, a 3 de junio de 2014.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE EL DÍA NACIONAL DEL SUPLEMENTERO

(8.668-04)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Carlos Bianchi Chelech, de la ex Senadora señora Ximena Rincón González y de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss y Baldo Prokurica Prokurica.

Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer a la Excelentísima señora Presidenta que en la Sala sea considerado del mismo modo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

La iniciativa legal en estudio tiene por objeto establecer el día 25 de mayo de cada año como el Día Nacional del Suplementero.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Numeral 12 del artículo 19 de la Constitución Política de la República.


2.- Ley N° 19.733, de 4 de junio de 2001, sobre libertad de opinión e información y ejercicio del periodismo.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

Moción del Honorable Senador señor Carlos Bianchi Chelech, la ex Senadora señora Ximena Rincón González y de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss y Baldo Prokurica Prokurica.

La moción que da origen al presente proyecto de ley hace presente que los suplementeros, diareros o canillitas encuentran su origen el año 1879, en plena Guerra del Pacífico. En efecto, aseguran los legisladores que el interés por conocer la suerte de la escuadra nacional y de los participantes del Combate Naval de Iquique, obligó a los periódicos -tanto de Iquique como de Santiago- a informar sobre el particular por medio de hojas anexas a sus ediciones, las que llamaron suplementos. Aseveran que el primero de estos ejemplares nació el día 25 de mayo de 1879, y que niños y adolescentes salieron a las calles a vocearlo, dando origen a los suplementeros.
Remarcan que, actualmente, existen en nuestro país cerca de nueve mil personas que encuentran en esta actividad su fuente de trabajo, la que exige constancia y sacrificios, toda vez que deben empezar muy temprano sus labores y descansar sólo los días 1 de enero y 1 de mayo. 

Finalmente, reconocen los parlamentarios que si bien las nuevas tecnologías han variado el escenario para estos actores de la sociedad, es indispensable reconocer la participación y el aporte silencioso de quienes, por años, han posibilitado el acceso a la información y a la entretención a miles de familias y oficinas a lo largo del país, y han permitido hacer de la lectura de diarios y revistas un gusto adquirido y una tradición que pasa de padres a hijos.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue: 

“Artículo único.- Establézcase el día 25 de mayo de cada año como el “Día Nacional del Suplementero de Chile”.
o o o

Al iniciarse el estudio de esta iniciativa legal, la Comisión analizó detalladamente sus alcances, y, junto con compartir en su plenitud los fundamentos de la moción, juzgó oportuno establecer, por la importante labor que han desarrollado los suplementeros en la historia del país, la que se extiende hasta nuestros días, un reconocimiento a dicho oficio con la instauración de un día en conmemoración a la referida actividad.
Por las razones anteriores, la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Guillier, Rossi y Walker, don Ignacio, prestó su aprobación, en general y en particular, a este proyecto de ley.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

 “Artículo único.- Establézcase el día 25 de mayo de cada año como el “Día Nacional del Suplementero de Chile”.”
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 13 de Mayo de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Alejandro Guillier Álvarez e Ignacio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 2 de Junio de 2014.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR LAGOS, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE CONTROL Y MANEJO DEL ÁRBOL EUCALIPTUS EN LA COMUNA DE VALPARAÍSO

(9.375-01)

Antecedentes:
i. Los hechos informan que Valparaíso sufre un incendio de grandes proporciones cada cinco años. Los factores que concurren para ello son diversos. Así, la presencia de espacios forestales abandonados en la periferia de la ciudad, sin planes de manejo ni cortafuegos importantes, resulta un riesgo permanente.

ii. Del total de la zona comprendida en el último incendio en Valparaíso, un 45% correspondió a sectores con plantaciones de eucaliptos (Eucalyptus globulus). Esta especie, considerada una de las más pirofítica del mundo, aportó la mayor masa combustible en dicho siniestro, lo que sumado a su localización en la parte alta de la ciudad y los vientos ascendentes por las quebradas, aumentó la oxigenación del fuego, el cual se tomó incontrolable luego de algo más de una hora de iniciado.
iii. El eucalipto se fortalece con los incendios, y en ese sentido tiene ventajas en su competencia frente a otras especies. Esto hace posible que luego de cinco años de un incendio esta especie duplique su masa combustible.
iv. Una parte importante de las plantaciones de eucaliptus en la parte alta de Valparaíso corresponden a pasivos ambientales abandonados, sin ser explotados ni sujetos a un control de manejo constante que ayude a disminuir los riesgos de incendio.
v. El Plan Regulador Metropolitana de Valparaíso, PREMVAL, vigente desde abril de 2014, establece zonas de expansión urbana en la mayor parte del territorio afectado por el incendio, fijando usos de suelo para vivienda y equipamiento, así como áreas verdes intercomunales.
Por su parte, el Plan Regulador Comunal, actualmente en fase de estudio, propondrá normas en el mismo sentido que ha fijado el PREMVAL, excluyendo totalmente dicha zona para usos forestales.
vi. La planificación urbana de Valparaíso requiere de un sistema pasivo que le otorgue sustentabilidad ambiental, es decir, un sistema de corredores biológicos por los cuales circule la flora y fauna, favoreciendo su autoreproducción. Para ello se hace imperativo restaurar el sistema natural primigenio, consistente en ricos corredores de bosque esclerófilo nativo, que luego desciendan por las quebradas, y tengan como respaldo la ladera umbría del macizo porteño, es decir, la franja que va al sur del Camino La Pólvora hasta el Estero El Sauce. Dicha ladera forma parte de un sistema mayor de corredores biológicos que descienden desde el Cerro La Campana, y que incluye a los palmares de Viña del Mar y Santos Ossa, así como los acantilados de Playa Ancha y la reserva de Laguna Verde.
vii. En términos normativos, la planificación urbana territorial no tiene facultades para regular aspectos ambientales como los que se comentan, razón por la cual una ley, como la que se propone, complementa, directamente, a estos instrumentos respecto a sus facultades de intervención, prevención y control del territorio.
viii. En el contexto de lo expuesto, este proyecto no pretende estigmatizar al eucalipto como un "árbol malo", sino prevenir, en lo particular, uno de los mayores riesgos que afectan a Valparaíso: los incendios forestales, asunto que se relaciona con el manejo ordenado del territorio en función de sus características y amenazas, y en consideración al orden público comprometido dados los riesgos que genera dicha especie para el área urbana de Valparaíso.
Ideas matrices
El presente proyecto de ley tiene por objeto eliminar los riesgos de incendio en la ciudad de Valparaíso y en su periferia urbana, dados los recientes y reiterados episodios que han tenido lugar, causando un grave daño a importantes sectores de la población, con consecuencias nefastas en la propiedad pública y privada. Se procura lo anterior eliminando el agente combustible de mayor relevancia en la zona, este es, el eucalipto. Ello, dada las características propias de la especie, así como la falta de un manejo adecuado de ésta en los predios que rodean la ciudad.
En atención a los antecedentes expuestos, vengo en proponer a esta Honorable Cámara el siguiente proyecto de ley:

Artículo 1.
DEBER DE CORTA Y PROHIBICIÓN DE PLANTACIÓN. Establézcase el deber de corta de eucaliptos, así como la prohibición de plantar nuevos ejemplares, en el área comprendida entre la actual zona urbana consolidada de Valparaíso y el Estero El Sauce. Esto, dentro de un plazo de 8 meses contados desde la entrada en vigencia de esta ley, siendo dicha obligación carga del dueño del inmueble en que se encuentren los eucaliptos.
Artículo 2.
PLAN DE MANEJO. A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo precedente, los obligados a la corta deberán presentar a la Corporación Nacional Forestal de Valparaíso un Plan de Manejo, en los términos de lo dispuesto en el decreto ley 701. Dicho Plan deberá presentarse dentro de un plazo de 90 días contados desde la entrada en vigencia de esta ley. El Plan deberá contener, especialmente, la forma y plazos en que se hará efectiva la erradicación total de la especie dentro de sus inmuebles.
Artículo 3.
SANCIONES. En caso de no cumplir lo anterior en los plazos propuestos en el Plan de Tala, así como dejar de observar la prohibición de plantar nuevos eucaliptus en la zona establecida, la Corporación Nacional Forestal de Valparaíso estará facultada para establecer multas a los particulares, de entre 500 UF y 1000 UF, o el 10% del avalúo fiscal del terreno, en caso de que este sea superior a 2500 UF.
Si luego de transcurrido el plazo establecido en el artículo 1 de esta ley, el particular no diere cumplimiento a lo prescrito, la Corporación Nacional de Valparaíso podrá por sí, y con cargo al particular, proceder a la corta de las especies existentes.
Artículo 4.
BOSQUE NATIVO DE PRESERVACIÓN. El particular propenderá a que la propiedad sea reforestada con bosque nativo primigenio de la zona, según las recomendaciones que entregue la Corporación Nacional Forestal. Para esto, el particular deberá presentar en el plan de manejo información sobre las especies nativas con que forestará su inmueble, los plazos en que lo hará, y la ordenación forestal según la cual se estructurará el plan.
Artículo 5.
DECLARACIÓN DE UTILIDAD PÚBLICA Y EXPROPIACIÓN. En caso de no observar lo señalado en el artículo anterior, los terrenos afectados por esta ley podrán ser declarados de utilidad pública, en los términos del artículo 6 del decreto ley 701, y de esa manera ser expropiados para que esta área sea administrada según el Sistema Nacional de Áreas Protegidas, u otro plan similar, siempre que tienda a la creación de planes de manejo y recuperación del carácter biológico histórico de la zona.
(Fdo.): Ricardo Lagos Weber, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GARCÍA, ALLAMAND, ESPINA, OSSANDÓN Y PROKURICA, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 13 DE LA LEY N° 18.918, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, CON EL FIN DE QUE LOS PROYECTOS QUEDEN A DISPOSICIÓN DE LOS PARLAMENTARIOS DE LA CÁMARA CORRESPONDIENTE DESDE EL MOMENTO DE SU INGRESO

(9.374-07)

Considerando:

1.- Que en cuanto a las normas internas sobre tramitación de proyectos de ley del Congreso Nacional, el inciso primero del artículo 13 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional establece que: "deberá darse cuenta en sesión de sala de la respectiva Cámara de todo proyecto, en forma previa a su estudio por cualquier órgano de la corporación.".
2.- Que lo anterior ha servido de fundamento para impedir liberar los proyectos de ley una vez ingresados en la oficina de partes de las respectivas Cámaras.
3.- Que ingresado un proyecto de ley a la oficina de partes, sólo basta, para que se dé cuenta del mismo, el transcurso del tiempo, es pertinente que el referido proyecto quede a disposición, desde ese momento, de los respectivos parlamentarios.
En atención de lo anteriormente señalado, vengo en presentar el siguiente proyecto de ley:
PROYECTO DE LEY:

Artículo único. Incorpórese el siguiente inciso segundo nuevo al artículo 13 de la N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
"Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, una vez ingresado un proyecto en la oficina de partes de la respectiva Cámara, quedará a disposición de los respectivos parlamentarios."

(Fdo.): José García Ruminot, Senador.- Andrés Allamand Zavala, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR TUMA, SEÑORAS GOIC Y VON BAER Y SEÑORES DE URRESTI, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, HARBOE, LARRAÍN, LETELIER, MOREIRA, PIZARRO, QUINTEROS Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), QUE PROPONE CONSTITUIR UNA COMISIÓN ESPECIAL PARA EL ESTUDIO DE LA CONTAMINACIÓN AMBIENTAL EN LAS ZONAS CENTRO Y SUR DEL PAÍS, QUE PROPONGA MEDIDAS PARA RECUPERAR LOS NIVELES DE CALIDAD AMBIENTAL EN LAS ZONAS SATURADAS, MITIGAR LOS EFECTOS DE LA CONTAMINACIÓN EN LA POBLACIÓN Y PROMOVER LA APLICACIÓN DE PLANES DE LARGO PLAZO QUE GARANTICEN EL DERECHO A VIVIR EN UN MEDIO AMBIENTE SANO Y SALUDABLE

(S 1.670-12)
1. Que la Declaración Universal de Derechos Humanos reconoce la necesidad de promover un “nivel de vida adecuado que garantice la salud” (Artículos 22, 25 y 27), derechos que en nuestro ordenamiento jurídico están amparados en la Constitución Política de la República a través del Art. 19, N°8 que consagra “El derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación”. 

2. Que el aire limpio es un requisito básico de la salud y el bienestar humano, su contaminación representa una amenaza importante para la salud en todo el mundo. La OMS sostiene que anualmente más de siete millones de personas mueren producto de la contaminación atmosférica, dos millones corresponden a muertes prematuras, por causa de la contaminación del aire en espacios abiertos urbanos y en espacios cerrados (producida por la quema de combustibles sólidos). Más de la mitad de las enfermedades se concentran en las poblaciones de los países en desarrollo. 

3. Que la contaminación del aire es una amenaza aguda, acumulativa y crónica para la salud humana y el ambiente. La exposición a contaminantes provoca y agrava, principalmente, enfermedades respiratorias y cardiacas. La población más afectada son los niños y la tercera edad y empeora aún más en la situación de grupos socioeconómicos vulnerables. En definitiva, el Estado se debe hacer cargo de garantizar la salud pública a sus ciudadanos. 

4. Que las principales causas de contaminación ambiental en Chile corresponde a partículas en suspensión en un área determinada (calefacción residencial, quemas agrícolas e incendios forestales), por la industria (generación eléctrica, procesos industriales como combustión en calderas generadoras de vapor y hornos industriales, y otros procesos industriales como la fundición de cobre), polvo suspendido (construcción de edificios, calles sin pavimentar, erosión eólica), en ruta (vehículos motorizados) y fuera de ruta (maquinaria de construcción o agrícola).

5. Que el año 2011 el Informe del Ministerio de Medio Ambiente señaló que en Chile 10 millones de personas están expuestas a una concentración promedio anual de material particulado fino (MP2.5) superior a 20 ug/m3. A su vez, estimó que más de 4.000 personas mueren prematuramente al año por enfermedades cardiorespiratorias y que están  asociadas a la exposición crónica a MP2.5. Esta cifra representa más del doble del número de mortalidades por accidentes de tránsito. 

6. Que dicho informe establece que la población que se encuentra expuesta al peligroso material particulado se concentra en las zonas centro y sur del país. Las ciudades del sur de Chile más contaminadas son Hualpén, Chillán, Padre Las Casas, Temuco, Osorno y Coyhaique, localizadas en las regiones del Biobío, Araucanía, Los Ríos, Los Lagos y Aysén que concentran más de 4 millones de personas que requieren medidas específicas se encuentran expuestas a la contaminación ambiental.

7. Que según el informe elaborado por Centro de Investigación para la Sustentabilidad de la Universidad Andrés Bello mostró que las ciudades del sur de Chile presentan altos niveles de contaminación por MP2.5, en caso de Osorno ha llegado  a 64,5 ug/m3, en Temuco 56,3 ug/m3, Concepción 46,3 ug/m3 y Valdivia 37,3 ug/m3.

8. Según el Sistema de Información Nacional de Calidad del Aire (SINCA) otras ciudades del sur que superan la norma de 20 ug/m3 son Chillán (23,5 ug/m3) y con resultados de estimaciones en Coyhaique (46,45 ug/m3).

9. Que los problemas de contaminación son multicausales y requieren una política pública territorial e intersectorial para enfrentar integralmente tanto sus causas como los efectos en la población y el medio ambiente asegurando los derechos fundamentales de los ciudadanos de las zonas expuestas a elevados índices de contaminación.

En mérito a lo expuesto: 

EL SENADO DE LA REPUBLICA ACUERDA:

Constituir una Comisión Especial para el estudio de la contaminación ambiental atmosférica que afecta a las zonas centro y sur del país, desde las región de O’Higgins hasta Aysén y proponer  medidas que permitan recuperar los niveles de calidad ambiental en la zonas saturadas, evitar la superación de las normas de calidad ambiental, mitigar los efectos en la salud de la población expuesta a la contaminación ambiental  y promover la aplicación de planes de largo plazo que permitan garantizar la calidad del aíre para las comunidades que presentan altos niveles de contaminación atmosférica, que garanticen la salud de la población y el derecho a vivir en ambientes sanos y saludables.

(Fdo.): Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Iván Moreira Barros, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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